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LEY GENERAL DE EDUCACION - LEY GENERAL DE SALUD - 
LEY PARA LA PROTECCION DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, 
NIÑOS Y ADOLESCENTES

Iniciativa que reforma los artículos 7° de la Ley General de Educación, 113 de la
Ley General de Salud y 28 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, a cargo del diputado Ricardo Mejía Berdeja y suscrita por
el diputado Ricardo Monreal Avila, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciuda-
dano. Se turna a las Comisiones Unidas de Educación Pública y Servicios Educa-
tivos, y de Salud, para dictamen, y a la Comisión de Derechos de la Niñez, para
opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Iniciativa que reforma el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Ricardo Mejía Berdeja y suscrita por el
diputado Ricardo Monreal Avila, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudada-
no. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACION

Iniciativa que reforma el artículo 33 de la Ley General de Educación, a cargo del
diputado Ricardo Monreal Avila y suscrita por el diputado Ricardo Mejía Berde-
ja, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. Se turna a la Comisión de
Educación Pública y Servicios Educativos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PROTECCION AL CONSUMIDOR - 
LEY FEDERAL DE RADIO Y TELEVISION

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor y de la Ley Federal de Radio y Televisión, a cargo del dipu-
tado Ricardo Mejía Berdeja y suscrito por el diputado Ricardo Monreal Avila, del
Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. Se turna a las Comisiones Unidas
de Economía, y de Radio y Televisión, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

Iniciativa que reforma los artículos 320, 324 y 334 de la Ley General de Salud, a
cargo del diputado Ricardo Monreal Avila y suscrita por el diputado Ricardo Me-
jía Berdeja, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. Se turna a la Comi-
sión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE LA COMISION NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley de la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, a cargo de la diputada Miriam Cár-
denas Cantú, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. Se
turna a la Comisión de Derechos Humanos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY FEDERAL DEL TRABAJO

Iniciativa que reforma los artículos 132 y 170 de la Ley Federal del Trabajo, a car-
go del diputado Ricardo Monreal Avila y suscrito por el diputado Ricardo Mejía
Berdeja, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. Se turna a la Comisión
de Trabajo y Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Iniciativa que reforma los artículos 74 y 89 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Loretta Ortiz Ahlf, del Grupo Par-
lamentario del Partido del Trabajo. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucio-
nales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGANICA DE LA PROCURADURIA
DE LA DEFENSA DEL CONTRIBUYENTE

Iniciativa que reforma el artículo 25 de la Ley Orgánica de la Procuraduría de la
Defensa del Contribuyente, a cargo de la diputada María Sanjuana Cerda Franco
y suscrita por el diputado Rosendo Serrano Toledo, de los Grupos Parlamentarios
Nueva Alianza y del Partido de la Revolución Democrática, respectivamente. Se
turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD - CODIGO CIVIL FEDERAL

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Sa-
lud, y del Código Civil Federal, a cargo del diputado Ricardo Mejía Berdeja y sus-
crito por el diputado Ricardo Monreal Avila, del Grupo Parlamentario Movimien-
to Ciudadano. Se turna a las Comisiones Unidas de Salud, y de Justicia, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Iniciativa que reforma el artículo 26 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, a cargo del diputado José Francisco Coronato Rodríguez, del
Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. Se turna a la Comisión de Puntos
Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

GUARDERIAS SUBROGADAS A NIVEL NACIONAL

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al director del IMSS, pa-
ra que implemente mecanismos que regulen las guarderías subrogadas a nivel na-
cional, a cargo de la diputada María Fernanda Schroeder Verdugo, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. Se turna a la Comisión de
Seguridad Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SECRETARIA DE ENERGIA

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sener, para que se pu-
blique en el DOF, información relativa a la regulación de los precios y tarifas apli-
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cables a las actividades de transporte, almacenamiento y distribución de gas LP, a
cargo del diputado Germán Pacheco Díaz, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen. . . . . . . . . . 

POLITICA PERMANENTE DE APLICACION DEL ALCOHOLIMETRO

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las autoridades corres-
pondientes de las entidades federativas, para que se implemente una política per-
manente de aplicación del alcoholímetro en los eventos de asistencia masiva, a
cargo del diputado Enrique Aubry de Castro Palomino, del Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México. Se turna a la Comisión de Gobernación,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

POLITICAS PUBLICAS QUE INCLUYA LA NULA
DESCARGA DE SUSTANCIAS TOXICAS

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, para
que a través de los titulares de la Conagua y de la Semarnat, implemente políticas
públicas que incluya la nula descarga de sustancias tóxicas en los ríos del país, sus-
crito por los diputados Ricardo Monreal Avila y Ricardo Mejía Berdeja, del Grupo
Parlamentario Movimiento Ciudadano. Se turna a la Comisión de Medio Ambien-
te y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LINEAS DE METROBUS

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al jefe de gobierno del
DF, a replantear los proyectos de las líneas de metrobús, a efecto de aplicar siste-
mas de cero emisiones de gases de efecto invernadero, a cargo de la diputada Cris-
tina Olvera Barrios, del Grupo Parlamentario Nueva Alianza. Se turna a la Comi-
sión del Distrito Federal, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DELITO DE DESAPARICION FORZADA DE PERSONAS

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las legislaturas de las
entidades federativas, para que emprendan las acciones legislativas conducentes,
a efecto de tipificar en su legislación y conforme a los estándares internacionales
en la materia, el delito de desaparición forzada de personas, a cargo de la diputada
Miriam Cárdenas Cantú, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional. Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para dictamen. . . . . . 

PROYECTO HIDRAULICO MONTERREY VI

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares de la Co-
nagua y de Banobras, para que atiendan la instrucción del Ejecutivo federal, a fin
darle celeridad a la realización del proyecto hidráulico Monterrey VI, a cargo del
diputado José Martín López Cisneros, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, para dictamen. . . . . 
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CASETAS DE LA AUTOPISTA DEL SOL

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SCT y a la Ssa, para
que lleven a cabo inspecciones periódicas en los diversos sanitarios que se en-
cuentran ubicados en las casetas de la autopista del Sol, así mismo para que se re-
doblen esfuerzos para mantener en buen estado la red carretera del país, a cargo
del diputado Víctor Manuel Jorrrín Lozano, del Grupo Parlamentario Movimien-
to Ciudadano. Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . 

CAMPAÑA DE INFORMACION EN EL CASO 
DE QUE SE DE UNA DEPORTACION

Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita al Gobierno Federal, pa-
ra que a través de sus consulados en los Estados Unidos de América, informe a la
población mexicana residente en aquel país, los beneficios que se tiene al registrar
a sus hijos en las oficinas consulares; así mismo para que las representaciones de
México en los Estados Unidos de América emprendan una campaña de informa-
ción, en el caso de que se dé una deportación, a cargo del diputado Julio César Fle-
mate Ramírez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
Se turna a las Comisiones Unidas de Relaciones Exteriores y de Asuntos Frontera
Sur-Sureste, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INCENDIOS FORESTALES

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal y a
la Semarnat, para que se realicen acciones de reforestación, para la recuperación
del daño causado al ecosistema y población de la Huasteca potosina, derivada de
los incendios forestales ocurridos el pasado mes de marzo, a cargo de la diputada
María Concepción Ramírez Diez Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

FEMINICIDIO DE DARCY LOSADA

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la PGJDF, para que in-
tegre una averiguación previa sólida y contundente que permita hacer justicia en
el caso del feminicidio de Darcy Losada, a cargo del diputado Ricardo Mejía Ber-
deja, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. Se turna a la Comisión
de Equidad y Género, para dictamen, con opinión de la Comisión Especial para
conocer y dar seguimiento puntual y exhaustivo a las acciones que han empren-
dido las autoridades competentes en relación a los feminicidios registrados en
México. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

OFICINAS CONSULARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMERICA EN
ACUÑA Y PIEDRAS NEGRAS, COAHUILA DE ZARAGOZA

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, pa-
ra que a través de la SRE, se inicien las negociaciones con la finalidad de estable-
cer oficinas consulares de los Estados Unidos de América en los municipios de
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Acuña y Piedras Negras, en Coahuila de Zaragoza, a cargo de la diputada Irma
Elizondo Ramírez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. Se turna a las Comisiones Unidas de Relaciones Exteriores y de Asuntos
Frontera Norte, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REFORMA EDUCATIVA

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal para
que privilegie el diálogo ante las manifestaciones realizadas en relación con la re-
forma educativa en diferentes zonas del país y para que los legisladores incluyan
sus propuestas en la reforma a la legislación secundaria en la materia, a cargo del
diputado Ricardo Mejía Berdeja, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudada-
no. Se turna a la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CERVECERIA GRUPO MODELO

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la STPS, para que in-
vestigue las causas de la muerte de siete trabajadores en la cervecería Grupo Mo-
delo, localizada en la delegación Miguel Hidalgo, DF, a cargo del diputado Trini-
dad Morales Vargas, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dictamen. 

CUERPOS DE AGUA Y SISTEMAS HIDRICOS 
TRANSFRONTERIZOS REFERENTES AL RIO USUMACINTA

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SRE, para que inicie
negociaciones bilaterales para la construcción de un instrumento internacional en-
tre los Estados Unidos Mexicanos y el gobierno de la República de Guatemala pa-
ra la regulación y cooperación regional en materia de cuerpos de agua y sistemas
hídricos transfronterizos referentes al río Usumacinta, a cargo de la diputada Nelly
del Carmen Vargas Pérez, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. Se
turna a las Comisiones Unidas de Relaciones Exteriores y de Asuntos Frontera
Sur-Sureste, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

HOSPITAL CENTRAL DOCTOR IGNACIO MORONES PRIETO

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, pa-
ra que emita el decreto correspondiente, a fin de que el hospital central doctor Ig-
nacio Morones Prieto de San Luis Potosí, sea reconocido y clasificado como hos-
pital regional de alta especialidad, a cargo del diputado Jorge Terán Juárez y
suscrita por diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.. . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON EN ANEXO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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* INICIATIVAS Y PROPOSICIONES

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados, por la que informa el turno que le
corresponde a la iniciativas con proyecto de decreto y a las
proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden
del día del martes 9 de abril de 2013, de conformidad con
el artículo 100, numeral 1, y 102, numeral 3, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados 

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102, nu-
meral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se in-
forma a la honorable Asamblea los turnos dictados a las
iniciativas con proyecto de decreto y a las proposiciones
con punto de acuerdo, registradas en el orden del día del 9
de abril de 2013 y que no fueron abordadas. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de abril de 2013.— Diputado
Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica),  Presidente.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma los artículos 2° y 6° de la Ley de Coordi-
nación Fiscal, a cargo del diputado Víctor Manuel Jorrín
Lozano, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen. 

2. Que reforma los artículos 294 y 306 del Código Penal
Federal, a cargo del diputado Ricardo Monreal Ávila y sus-
crita por el diputado Ricardo Mejía Berdeja, del Grupo
Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen. 

3. Que reforma los artículos 7° de la Ley General de Edu-
cación, 113 de la Ley General de Salud y 28 de la Ley pa-
ra la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes, a cargo del diputado Ricardo Mejía Berdeja y
suscrita por el diputado Ricardo Monreal Ávila, del Grupo
Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisiones Unidas de Educación Pública y Ser-
vicios Educativos, y de Salud, para dictamen, y a la Co-
misión de Derechos de la Niñez, para opinión. 

4. Que reforma el artículo 123 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Ri-
cardo Mejía Berdeja y suscrita por el diputado Ricardo
Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciu-
dadano. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen. 

5. Que reforma el artículo 33 de la Ley General de Educa-
ción, a cargo del diputado Ricardo Monreal Ávila y suscri-
ta por el diputado Ricardo Mejía Berdeja, del Grupo Parla-
mentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, para dictamen. 

6. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Protección al Consumidor y de la Ley Federal
de Radio y Televisión, a cargo del diputado Ricardo Mejía
Berdeja y suscrito por el diputado Ricardo Monreal Ávila,
del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisiones Unidas de Economía, y de Radio y
Televisión, para dictamen. 

7. Que reforma los artículos 320, 324 y 334 de la Ley Ge-
neral de Salud, a cargo del diputado Ricardo Monreal Ávi-
la y suscrita por el diputado Ricardo Mejía Berdeja, del
Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

8. Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos, a cargo de la diputada Miriam Cárdenas Cantú, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dicta-
men. 

9. Que reforma los artículos 132 y 170 de la Ley Federal
del Trabajo, a cargo del diputado Ricardo Monreal Ávila y
suscrito por el diputado Ricardo Mejía Berdeja, del Grupo
Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen. 
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* El anexo corresponde a lo mencionado por la Presidencia, en la
página 222 del Diario de los Debates del 9 de abril de 2013.
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10. Que reforma los artículos 74 y 89 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Loretta Ortiz Ahlf, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen. 

11. Que reforma el artículo 25 de la Ley Orgánica de la
Procuraduría de la Defensa del Contribuyente, a cargo de
la diputada María Sanjuana Cerda Franco y suscrita por el
diputado Rosendo Serrano Toledo, de los Grupos Parla-
mentarios Nueva Alianza y del Partido de la Revolución
Democrática, respectivamente. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen. 

12. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Salud, y del Código Civil Federal, a cargo
del diputado Ricardo Mejía Berdeja y suscrito por el dipu-
tado Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario Mo-
vimiento Ciudadano. 

Turno: Comisiones Unidas de Salud, y de Justicia, pa-
ra dictamen. 

13. Que reforma el artículo 26 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Jo-
sé Francisco Coronato Rodríguez, del Grupo Parlamentario
Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen. 

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al director
del IMSS, para que implemente mecanismos que regulen
las guarderías subrogadas a nivel nacional, a cargo de la
diputada María Fernanda Schroeder Verdugo, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Seguridad Social, para dictamen. 

2. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sener,
para que se publique en el DOF, información relativa a la
regulación de los precios y tarifas aplicables a las activida-
des de transporte, almacenamiento y distribución de gas

LP, a cargo del diputado Germán Pacheco Díaz, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Energía, para dictamen. 

3. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las auto-
ridades correspondientes de las entidades federativas, para
que se implemente una política permanente de aplicación
del alcoholímetro en los eventos de asistencia masiva, a
cargo del diputado Enrique Aubry de Castro Palomino, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que a través de los titulares de la Conagua
y de la Semarnat, implemente políticas públicas que inclu-
ya la nula descarga de sustancias tóxicas en los ríos del
país, suscrito por los diputados Ricardo Monreal Ávila y
Ricardo Mejía Berdeja, del Grupo Parlamentario Movi-
miento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales, para dictamen. 

5. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al jefe de
gobierno del DF, a replantear los proyectos de las líneas de
metrobús, a efecto de aplicar sistemas de cero emisiones de
gases de efecto invernadero, a cargo de la diputada Cristi-
na Olvera Barrios, del Grupo Parlamentario Nueva Alian-
za. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen. 

6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las legis-
laturas de las entidades federativas, para que emprendan
las acciones legislativas conducentes, a efecto de tipificar
en su legislación y conforme a los estándares internaciona-
les en la materia, el delito de desaparición forzada de per-
sonas, a cargo de la diputada Miriam Cárdenas Cantú, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dicta-
men. 

7. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titula-
res de la Conagua y de Banobras, para que atiendan la ins-



trucción del Ejecutivo federal, a fin darle celeridad a la re-
alización del proyecto hidráulico Monterrey VI, a cargo del
diputado José Martín López Cisneros, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Recursos Hidráulicos, para dicta-
men. 

8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SCT y
a la SSA, para que lleven a cabo inspecciones periódicas en
los diversos sanitarios que se encuentran ubicados en las
casetas de la autopista del Sol, así mismo para que se re-
doblen esfuerzos para mantener en buen estado la red ca-
rretera del país, a cargo del diputado Víctor Manuel Jorrrín
Lozano, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen. 

9. Con punto de acuerdo, por el que se solicita al Gobierno
Federal, para que a través de sus consulados en los Estados
Unidos de América, informe a la población mexicana resi-
dente en aquel país, los beneficios que se tiene al registrar
a sus hijos en las oficinas consulares; así mismo para que
las representaciones de México en los Estados Unidos de
América emprendan una campaña de información, en el
caso de que se dé una deportación, a cargo del diputado Ju-
lio César Flemate Ramírez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisiones Unidas de Relaciones Exteriores y
de Asuntos Frontera Sur-Sureste, para dictamen. 

10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal y a la Semarnat, para que se realicen acciones de
reforestación, para la recuperación del daño causado al
ecosistema y población de la Huasteca potosina, derivada
de los incendios forestales ocurridos el pasado mes de mar-
zo, a cargo de la diputada María Concepción Ramírez Diez
Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales, para dictamen. 

11. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
PGJDF, para que integre una averiguación previa sólida y
contundente que permita hacer justicia en el caso del femi-
nicidio de Darcy Losada, a cargo del diputado Ricardo Me-
jía Berdeja, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciuda-
dano. 

Turno: Comisión de Equidad y Género, para dictamen,
con opinión de la Comisión Especial para conocer y dar
seguimiento puntual y exhaustivo a las acciones que han
emprendido las autoridades competentes en relación a
los feminicidios registrados en México. 

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que a través de la SRE, se inicien las ne-
gociaciones con la finalidad de establecer oficinas consula-
res de los Estados Unidos de América en los municipios de
Acuña y Piedras Negras, en Coahuila de Zaragoza, a cargo
de la diputada Irma Elizondo Ramírez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisiones Unidas de Relaciones Exteriores y
de Asuntos Frontera Norte, para dictamen. 

13. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal para que privilegie el diálogo ante las manifes-
taciones realizadas en relación con la reforma educativa en
diferentes zonas del país y para que los legisladores inclu-
yan sus propuestas en la reforma a la legislación secunda-
ria en la materia, a cargo del diputado Ricardo Mejía Ber-
deja, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, para dictamen. 

14. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la STPS,
para que investigue las causas de la muerte de siete traba-
jadores en la cervecería Grupo Modelo, localizada en la de-
legación Miguel Hidalgo, DF, a cargo del diputado Trini-
dad Morales Vargas, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen. 

15. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SRE,
para que inicie negociaciones bilaterales para la construc-
ción de un instrumento internacional entre los Estados Uni-
dos Mexicanos y el gobierno de la República de Guatema-
la para la regulación y cooperación regional en materia de
cuerpos de agua y sistemas hídricos transfronterizos refe-
rentes al río Usumacinta, a cargo de la diputada Nelly del
Carmen Vargas Pérez, del Grupo Parlamentario Movimien-
to Ciudadano. 

Turno: Comisiones Unidas de Relaciones Exteriores y
de Asuntos Frontera Sur-Sureste, para dictamen. 
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16. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que emita el decreto correspondiente, a fin
de que el hospital central doctor Ignacio Morones Prieto de
San Luis Potosí, sea reconocido y clasificado como hospi-
tal regional de alta especialidad, a cargo del diputado Jor-
ge Terán Juárez y suscrita por diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.»

LEY DE COORDINACION FISCAL

«Iniciativa que reforma los artículos 2o. y 6o. de la Ley de
Coordinación Fiscal, a cargo del diputado Víctor Manuel
Jorrín Lozano, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano

Víctor Manuel Jorrín Lozano, integrante de la LXII Legis-
latura del Congreso de la Unión y del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, así como en el artículo 6, fracción
I, del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a
consideración del pleno de esta honorable asamblea la si-
guiente iniciativa que contiene el proyecto por el que se re-
forman los artículos 2o. y 6o. de la Ley de Coordinación
Fiscal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Tanto el presidencialismo como el federalismo mexicano
pueden enmarcarse dentro de las figuras o fenómenos polí-
ticos que se han visto influenciados de manera importante
por la impronta de los padres fundadores norteamericanos,
los cuales embebieron a su vez de los grandes pensadores
de la ilustración para forjar su pensamiento de corte liberal. 

Aunque por lo que ve al municipio, dicha institución tiene
raíces precoloniales. Recuérdese que el primer ayunta-
miento que se estableció en lo que hoy es México fue el de
la Villa Rica de Veracruz en 1519. Posteriormente, a mer-
ced de las Reformas Borbónicas, la Nueva España fue re
organizada política y administrativamente, a través de la
creación de las intendencias dentro de las provincias. 

En los albores del movimiento de Independencia, los ayun-
tamientos jugaron un papel importante en la lucha por
emancipar los derechos de los habitantes de la Nueva Es-
paña y por reivindicar la autonomía de las demarcaciones
político administrativas.

Con la Constitución de 1824, la cúpula política de la flore-
ciente nación, optó por el sistema federal, y desde enton-
ces, la figura del municipio habría de encontrar sus posibi-
lidades de reconocimiento, subsistencia y reivindicación en
la misma medida en que el federalismo se abriera paso en
el mundo fáctico; se entenderían como inmanentes y se-
guirían la misma suerte.

El federalismo es la forma más democrática de organiza-
ción de un Estado nacional, porque nace desde las profun-
didades de las comunidades y las localidades, espacio re-
gional donde los ciudadanos actúan diariamente y luchan
por defender sus derechos e intereses.

Así lo concibieron nuestros padres fundadores y lo refleja-
ron en la Constitución Política de 1824, para refrendarlo
más tarde en la de 1857. Sin embargo, durante el porfiria-
to, y aún ahora, en la etapa post revolucionaria, las tenden-
cias reaccionarias han anulado la posibilidad de dotar de
plena eficacia a la democracia, el republicanismo y el mu-
nicipalismo.

No obstante, esta justificación inicial para apostar por el
centralismo se convirtió en regla no escrita y se hicieron
nugatorios los principios fundamentales del sistema cons-
titucional mexicano, como lo son la democracia, el federa-
lismo y el municipio libre.

Aunado a lo anterior, se dejó de lado la visión constitucio-
nal del desarrollo nacional, y una vez que el modelo de par-
tido hegemónico pragmático se mostró vetusto e incapaz
de afrontar los retos sociales correspondientes, dado el ca-
rácter anquilosado con el que procesaba las energías políti-
cas, ideológicas y culturales, la entrada improvisada e in-
cauta al modelo neoliberal terminó por sepultar las
esperanzas de revivir el proyecto de nación consagrado en
nuestra Carta Magna.   

Una de las más grandes consecuencias de esto, se mani-
fiesta en el endeudamiento desmedido de Estados y muni-
cipios, lo cual ha hecho que los pasivos asciendan a nive-
les sin precedentes.



De acuerdo con información de la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público a marzo de 2012, las obligaciones finan-
cieras de Entidades Federativas y ayuntamientos represen-
tan 59.4% de los ingresos totales garantizables, 78.6% de
las participaciones federales y 2.7% del PIB estatal.

El endeudamiento municipal registrado ante Hacienda se
extiende a poco más de 43 mil millones de pesos, no obs-
tante, existen deudas a corto plazo, principalmente con pro-
veedores, que no se dan a conocer.

Basados en información de diferentes agencias calificado-
ras, podemos argumentar que la crisis de incumplimiento
de pago y debilidad de las finanzas públicas de los munici-
pios está tomando un nivel sin precedentes.

Datos de Moody’s exponen que, de los 47 municipios que
evalúa, tan sólo uno tiene perspectiva positiva, Tlalnepan-
tla, mientras que el 87 por ciento de ellos tienen califica-
ción en grado especulativo, es decir, es incierto que puedan
pagar las deudas que tienen con sus acreedores.

Los resultados de Fitch Ratings no son más alentadores, de
los 74 ayuntamientos que calificó, el 27% refleja debilidad
en sus finanzas públicas.

Como consecuencia, numerosos municipios fueron envia-
dos a la calificación más baja disponible, por caer en in-
cumplimiento en el pago de sus obligaciones.

Se encuentran en esta situación: Zamora, Michoacán; Santa
Catarina y Guadalupe, Nuevo León; Cuernavaca, Morelos;
San Luis Potosí, San Luis Potosí, y Acapulco, Guerrero. 

Claramente tener casos de ayuntamientos en buró de crédi-
to, como Acapulco, o declarados en quiebra, como Cuer-
navaca y más de la mitad de los de Chiapas, nos hace dar-
nos cuenta que es menester realizar acciones que corrijan
esta situación. 

Los municipios no cuentan con recursos, de no realizar
cambios con premura, se corre el riesgo de una crisis fi-
nanciera que trastoque los cimientos económicos del país. 

Con base en lo anteriormente expuesto, se propone la mo-
dificación del esquema diseñado en los artículos 2o. y 6o.
de la Ley de Coordinación Fiscal.

El artículo 2o. de la Ley mencionada plantea que el Fondo
General de Participaciones se constituirá con el 20% de la

recaudación federal participable que obtenga la federación
en un ejercicio. De este modo, 80% de los ingresos perte-
necen a la federación y 20% a las Entidades Federativas.

Por su parte el artículo 6o. estipula que del 20% dividido
entre los Estados, no menos del 20% corresponderá a los
municipios. Es decir que los ayuntamientos reciben en re-
alidad tan sólo el 4% de los recursos totales.  ¿Resulta
asombroso, observando los porcentajes, que dichas demar-
caciones presenten deudas tan elevadas?

Aunado a esto, los recursos otorgados al municipio no se
entregan de manera directa, se otorgan al Estado, el cual
debe destinarlos al mismo. Las diferencias políticas y co-
rrupción estatal han hecho que en la mayoría de ocasiones,
los montos no terminen en su destino final.

Para mantener vigente una República federal y democráti-
ca, que respete decisiones y necesidades de las comunida-
des y municipios, los ayuntamientos deben dejar de ser un
gremio de burócratas que defienden mayormente sus pro-
pios intereses o los de su partido político, para convertirse
en una institución en la que los ciudadanos participen di-
rectamente de las decisiones y se conviertan en la base de
la vida política de las entidades federativas. 

Es por esto que proponemos un cambio paulatino en la Ley
de Coordinación Fiscal. Al entrar en vigor, en el primer año
los artículos quedarán de la siguiente forma:

Artículo 2o. El Fondo General de Participaciones se
constituirá con el 20% para los Estados de la recauda-
ción federal participable que obtenga la federación en
un ejercicio y 10% para los municipios.

Artículo 6o. Las participaciones federales que recibirán
los municipios del total del Fondo General de Participa-
ciones incluyendo sus incrementos, nunca serán inferio-
res al 10% de las cantidades que correspondan al Esta-
do, el cual habrá de cubrírselas. Las legislaturas locales
establecerán su distribución entre los municipios me-
diante disposiciones de carácter general.

Para fijarse en los años posteriores así:

Artículo 2o. El Fondo General de Participaciones se
constituirá con el 20% para los Estados  de la recauda-
ción federal participable que obtenga la federación en
un ejercicio y 20% para los municipios.
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Artículo 6o. Se derogan los primeros dos párrafos.

Asimismo, se otorgará a la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público la facultad de establecer las reglas de opera-
ción y distribución de los recursos, implementando los can-
dados necesarios para evitar fraudes y anomalías en las
comunidades. 

Ha llegado la hora de dejar de lado las banderas partidistas
y sumarnos a un proyecto que nos afecta a todos. Ya basta
de vivir en un centralismo disfrazado de federalismo. La
Iniciativa planteada logrará que los municipios tengan re-
cursos directos, eliminando así burocracia absurda y en-
deudamientos excesivos.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración de esta H. Cámara de Diputados la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 2o. y 6o. de la
Ley de Coordinación Fiscal

Único. Se reforman y adicionan los artículos 2o. y 6o. de
la Ley de Coordinación Fiscal, para quedar como sigue:

Artículo 2o. El Fondo General de Participaciones se cons-
tituirá con el 20% para los estados de la recaudación fe-
deral participable que obtenga la federación en un ejercicio
y 20% para los municipios.

…

Artículo 6o. Se derogan los primeros dos párrafos.

Los municipios y, tratándose del Distrito Federal, sus de-
marcaciones territoriales, recibirán como mínimo el 20%
de la recaudación que corresponda al Estado en los térmi-
nos del último párrafo del artículo 2o. de esta Ley.

Las participaciones serán cubiertas en efectivo, no en obra,
sin condicionamiento alguno y no podrán ser objeto de de-
ducciones, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 9 de
esta Ley. Los Gobiernos de las entidades, quince días des-
pués de que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
publique en el Diario Oficial de la Federación el calenda-
rio de entrega, porcentaje, fórmulas y variables utilizadas,
así como el monto, estimados, a que está obligada confor-
me al artículo 3 de esta Ley, deberán publicar en el Perió-
dico Oficial de la entidad los mismos datos antes referidos,

de las participaciones que las entidades reciban y de las que
tengan obligación de participar a sus municipios o Demar-
caciones Territoriales. También deberán publicar trimes-
tralmente el importe de las participaciones entregadas y, en
su caso, el ajuste realizado al término de cada ejercicio fis-
cal. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público publicará
en el Diario Oficial de la Federación la lista de las entida-
des que incumplan con esta disposición.
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 1° de ene-
ro del 2014.

Segundo. De conformidad con lo que establece el presen-
te Decreto el porcentaje de participación otorgado a los
municipios aumentará de la siguiente manera:

En el año 2014: 

Artículo 2o. El Fondo General de Participaciones se cons-
tituirá con el 20% para los Estados de la recaudación fe-
deral participable que obtenga la federación en un ejercicio
y 10% para los municipios.

Artículo 6o. Las participaciones federales que recibirán
los municipios del total del Fondo General de Participacio-
nes incluyendo sus incrementos, nunca serán inferiores al
10% de las cantidades que correspondan al Estado, el cual
habrá de cubrírselas. Las legislaturas locales establecerán
su distribución entre los municipios mediante disposicio-
nes de carácter general.

Para fijarse en el año 2015:

Artículo 2o. El Fondo General de Participaciones se cons-
tituirá con el 20% para los Estados de la recaudación fe-
deral participable que obtenga la federación en un ejercicio
y 20% para los municipios.

Artículo 6o. Se derogan los primeros dos párrafos.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a los 12 días del mes de
marzo de 2013.— Diputados: Víctor Manuel Jorrín Lozano, 

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

CODIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que reforma los artículos 294 y 306 del Código
Penal Federal, a cargo de Ricardo Monreal Ávila y suscri-
ta por Ricardo Mejía Berdeja, diputados del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano

Ricardo Monreal Ávila y Ricardo Mejía Berdeja, integran-
tes de la LXII Legislatura del Congreso de la Unión y del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el ar-
tículo 6, fracción I, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someten a consideración del pleno de esta honorable
asamblea la siguiente iniciativa por la que se que se da una
nueva redacción a los artículos 294 y 306 (actualmente de-
rogados) del Código Penal Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa está sustentada en la obligación de
garantizar de manera efectiva el respeto y cumplimiento de
los derechos fundamentales de las personas que se encuen-
tran en situación de vulnerabilidad, y que por tanto son ob-
jeto de discriminación, agresiones y hechos violentos que
contravienen las máximas establecidas en el artículo pri-
mero de nuestra Carta Magna. 

Desde mediados del siglo XX, México ha realizado diver-
sos esfuerzos con la comunidad internacional en materia de
derechos humanos, bajo la premisa de que todos los seres
humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos. Se
reconoce que los derechos esenciales del hombre no son
exclusivos de los nacionales de determinado Estado, sino
que tienen como fundamento los atributos de la persona
humana. Razón por la que se justifica su protección inter-
nacional, a través de instrumentos de naturaleza conven-
cional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el
derecho interno de los Estados.

La Convención Americana sobre Derechos Humanos, ins-
trumento jurídico internacional, que entró en vigor a nivel
internacional el 18 de julio de 1978, establece en su artícu-
lo 5° el derecho que tiene toda persona a que se le respete
tanto su integridad física, psíquica y moral, como el que
nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crue-
les, inhumanos o degradantes. Dicha Convención fue apro-
bada por el Senado de la República el 18 de diciembre de
1980, entrando en vigor en la legislación mexicana el 24 de
marzo de 1981. De igual manera, se fundamenta en el art
24°, la igualdad ante la ley, es decir que todas las personas
tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de
ley.

Asimismo, la Declaración Universal de Derechos Huma-
nos reafirma el principio de la no discriminación, así como



que toda persona puede invocar todos los derechos y liber-
tades proclamados en dicha Declaración sin distinción al-
guna. 

México ha sido reconocido como una de los países proac-
tivos en materia de derecho internacional de los derechos
humanos, y de este modo, ha sido anuente en suscribir y ra-
tificar una diversidad de instrumentos internacionales para
garantizar el efectivo cumplimiento de los derechos funda-
mentales de sus gobernados. 

Así, suscribió el 17 de julio de 1980, la Convención sobre
la eliminación de todas las formas de discriminación con-
tra la mujer, acuerdo internacional que entraría en vigor
hasta el 3 de septiembre de 1981 en México. En el inciso
c) del artículo 2° de dicha Convención, se establece la pro-
tección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base
de igualdad, y se garantiza su protección ante los tribuna-
les nacionales o competentes contra todo acto de discrimi-
nación.

Asimismo, el artículo 5o. de la Declaración Universal de
Derechos Humanos y el artículo 7o. del Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, proclaman que nadie
será sometido a tortura ni a tratos o penas crueles, inhuma-
nos o degradantes. La Declaración sobre la Protección de
todas las personas contra la Tortura y Otros Tratos o Pe-
nas Crueles, Inhumanos o Degradantes, aprobada por la
Asamblea General el 9 de diciembre de 1975, constituye
un avance importante en la construcción de garantías para
salvaguardar estos derechos fundamentales. México se su-
ma al frente jurídico internacional por hacer más eficaz la
lucha contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhu-
manos o degradantes en todo el mundo, firmando el 18 de
marzo de 1985 la Convención Contra la Tortura y Otros
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, la cual
entró en vigor el 26 de junio de 1987.

En esta misma década, México firma una serie de instru-
mentos internacionales para consolidar en el continente las
condiciones que permitan el ejercicio pleno de las liberta-
des y derechos fundamentales de todo individuo. Por ello,
firma el 10 de febrero de 1986 la Convención Interameri-
cana para Prevenir y Sancionar la Tortura, la cual entró en
vigor el 22 de julio de 1987; el 4 de junio de 1995 firma la
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y
Erradicar la Violencia contra la mujer, la cual entró en vi-
gor el 12 de diciembre de 1998. 

Como se aprecia del análisis histórico del derecho interna-
cional de los derechos humanos, se ha buscado diseñar ins-
trumentos especializados que garanticen de una mejor ma-
nera el respeto y el cumplimiento efectivo de los derechos
fundamentales de las personas o grupos que se encuentran
en alguna situación de vulnerabilidad. 

En el 2006, el Programa Conjunto de las Naciones Unidas
sobre el VIH/Sida (ONUSIDA), reconoció que es necesa-
rio luchar contra la homofobia. En el mismo año, en una
reunión de expertos en materia de derechos humanos, se
tomaron algunas medidas en contra de la discriminación
por motivos relacionados con la orientación sexual. En el
cual se rechaza la penalización de la homosexualidad y se
asevera que las personas lesbianas, gays, bisexuales, trans-
géneros, transexuales e Intersexuales (LGBTTI) tienen de-
recho a una vida libre de violencia, a la privacidad, al ac-
ceso a la justicia, a la libertad de expresión, a la igualdad,
a la personalidad jurídica, a la seguridad, al trabajo, a la
protección, al acceso a los servicios de salud y protección,
y a la participación en la vida pública entre otros.

Los mecanismos de la Organización de Naciones Unidas
han defendido el goce universal de los derechos humanos,
así como la total inclusión en ellos de todas las personas,
independientemente de su orientación sexual e identidad
de género. Los documentos elaborados a petición del ex
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Dere-
chos Humanos, Louise Arbor, se basan en el desarrollo po-
sitivo del derecho internacional, con la intención de abor-
dar con claridad las violaciones de derechos humanos de
lesbianas, gays, bisexuales, personas transexuales, transgé-
neros e intersexuales, que se dan habitualmente en nume-
rosos países. Dicho documento fue ratificado por la Comi-
sión Internacional de Juristas.1

En 2008, Naciones Unidas continuó en su labor en dicha
materia, y elaboró la Declaración sobre Orientación Se-
xual e Identidad de Género de las Naciones Unidas, ini-
ciativa francesa, respaldada por la Unión Europea, presen-
tada ante la Asamblea General de Naciones Unidas el 18 de
diciembre de 2008. 

La declaración condena la violencia, el acoso, la discrimi-
nación, la exclusión, la estigmatización y el prejuicio basa-
do en la orientación sexual y la identidad de género. De
igual modo, condena los asesinatos y ejecuciones, las tor-
turas, los arrestos arbitrarios y la privación de derechos
económicos, sociales y culturales por estos motivos. 
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Para el 22 de diciembre de 2008, la Asamblea General, en
su sexagésimo periodo de sesiones, giró una carta para
transmitir la Declaración en nombre de 66 de los 192 Esta-
dos miembros de Naciones Unidas que firmaron la presen-
te, entre los que se encuentra México. En dicha epístola se
hace un llamado a todos los Estados y mecanismos inter-
nacionales relevantes de derechos humanos para que se
comprometan con la promoción y protección de los dere-
chos humanos de todas las personas, independientemente
de su orientación sexual e identidad de género.

Con esta serie de tratados, principios y declaraciones, se
busca erradicar entre otras cosas, prácticas totalmente re-
prochables como los llamados crímenes de odio, los cuales
constituyen hechos lamentables cuya base se sustenta en la
intolerancia, los prejuicios sociales, la incivilidad y en el
desdén por el respeto de los derechos humanos de personas
o grupos que se encuentran en situación de vulnerabilidad.
Los crímenes de odio son: “una ofensa cometida contra una
persona, propiedad o sociedad motivada completamente
por los prejuicios del ofensor contra la raza, la religión, la
discapacidad, la orientación sexual, o el origen étnico/na-
cional de la víctima”.2

Atendiendo al hecho de que los derechos humanos son va-
lores universales e inherentes a toda persona, sin importar
la orientación sexual o identidad de género, deben imple-
mentarse políticas públicas que eviten en lo posible las
prácticas que lesionen sistemáticamente esta máxima. Los
crímenes de odio por homofobia se ubican precisamente en
este eje de prácticas nocivas que deben evitarse, puesto que
además de involucrar una afectación directa a los derechos
individuales de la víctima, tienen como trasfondo un per-
verso mensaje para los pares de ésta, que se nutre de la dis-
criminación y el repudio basado en la intolerancia y los
prejuicios.

Con base en lo anterior, el mecanismo del Examen Perió-
dico Universal (EPU) de las Naciones Unidas, ha dado una
serie de recomendaciones, entre las que se encuentran: la
revisión de la legislación nacional y la adopción de planes
que tiendan a la promoción y protección de los derechos
humanos de la población de estos grupos en situación vul-
nerabilidad.

La manifestación más violenta de los crímenes de odio, la
encontramos en el homicidio. Según reportes estadísticos,
el segundo país de América Latina que reporta mayor nú-
mero de crímenes de odio es México. Con base en la Rela-
ción de Crímenes por Homofobia, 1995-2008, se tiene una

media de 58.75 homicidios registrados en los primeros
ocho años del siglo XXI. Las lesiones también se suman a
estos actos violentos perpetrados en contra del grupo vul-
nerable en cuestión; 222 víctimas, de las registradas, fue-
ron agredidas con arma blanca; 116 víctimas fueron golpe-
adas; 101 fueron asfixiados, y se encuentra registrado uno
como mutilado.

Cabe hacer mención que en el estudio de los crímenes de
odio, se dificulta su contabilización, ya que el acceso a las
constancias judiciales es mínimo, y a ello hay que sumarle
el hecho de que son muchos los delitos que no se denun-
cian por diversos motivos.

Atento a lo anterior, y tomando en cuenta las recomenda-
ciones de Naciones Unidas en la materia por lo que ve a la
revisión de la legislación, resulta dable establecer en el có-
digo penal sustantivo una agravante para los delitos de le-
siones y homicidio, relacionada con las circunstancias del
agente activo y con los motivos que lo llevan a delinquir.

Son varios los criminólogos que han observado que el cri-
men que se dirige contra una víctima que pertenece a un
grupo discriminado en razón de un prejuicio con objeto
persecutorio no impacta sólo a la víctima sino que es un
mensaje que se envía a través de ella, víctima que general-
mente es intercambiable a todo el grupo. En este sentido, el
agente pasivo, como individuo, tiene poca importancia.
Simplemente, es el individuo que da en el estereotipo y, a
través de la lesión al sujeto, lo que se pretende es enviar un
mensaje a todo el grupo o colectividad, a todos los que pre-
sentan las mismas características del sujeto pasivo o la víc-
tima.

Por esto, resulta necesario combatir este fenómeno tan la-
mentable como lo son los crímenes de odio por homofobia.
Como ya se mencionó con antelación, México ocupa el
deshonroso segundo lugar en América Latina en este rubro,
empero, no se han hecho los esfuerzos suficientes, ni des-
de la dimensión legislativa ni desde la dimensión ejecutiva,
para inhibirlo o erradicarlo.

De este modo, cabría hacer el reconocimiento en la legis-
lación penal, de un hecho antijurídico que tiene como tras-
fondo la agresión a una comunidad o a un grupo conside-
rado en situación de vulnerabilidad, por motivos que tienen
su base en el prejuicio y la intolerancia respecto de la
orientación sexual y la identidad de género, o el origen ét-
nico. 



Al pretender hacer nugatorios los derechos fundamentales
de personas, que una sociedad como la nuestra, siguen en-
frentando una visible discriminación, se está transgredien-
do además los cimientos del pacto social de la nación me-
xicana. Pues estos nos refieren a una República
democrática, representativa y popular; de personas libres e
iguales; que no deben ser objeto de discriminación y que
deben de disfrutar plenamente de todos los derechos y ga-
rantías plasmados en la Carta Magna.

Va de suyo, que al reconocer algunas de las expresiones de
los llamados crímenes de odio, No se pretende penalizar el
prejuicio, que es una mera actitud, sino la conducta que,
además de lesionar el correspondiente bien jurídico (como
sería la integridad física o la vida), resulta más reprochable
por ser discriminatoria y por implicar un mensaje para to-
dos los que se ven afectados por el prejuicio.

Análisis comparado

España

A principios de este año se presentó en el consejo de mi-
nistros de España el anteproyecto de “Ley Integral de
Igualdad de Trato y No Discriminación” el que fuera
aprobado el 7 de Enero del año 2011; con la aprobación
de este se crea, entre otras cosas, una ley que consta de
cinco títulos, tres capítulos y 47 artículos todos estos es-
clareciendo la postura estatal frente a la discriminación
y las conductas ilícitas que de esta devienen y a su vez
regulando las sanciones a quien quebrante el derecho al
trato igual y a la no exclusión del mismo modo propone
modificaciones a otros códigos por ejemplo: la Ley de
Organización y Funcionamiento de la Administración
General del Estado y la Ley del Estatuto de los Trabaja-
dores, para generar un cambio tangible en el trato que se
le da a grupos segregados como lo son los homosexua-
les y los gitanos.

Reino Unido

El Reino Unido ha desarrollado legislación para comba-
tir la discriminación por razón de sexo desde la década
de los 70, como lo son la “Sex Discrimination Act
(1975)” y la “Sex Discrimination Order (Irlanda del
norte, 1976)”, en la actualidad han enriquecido su le-
gislación con la “ley de igualdad de orientación se-
xual”, además de la legislación enunciada se promovió
una enmienda al código penal que tipifica el delito de
“incitación al odio en función de orientación sexual”

y finalmente se añadió “la discriminación por orienta-
ción sexual” todo esto en el año 2007, 

Unión Europea

El concepto de orientación sexual es ampliamente co-
nocido, a partir de las premisas encontradas en los Prin-
cipios de Yakarta, en donde se define a la misma como
la capacidad de cada persona de sentir una intensa atrac-
ción sexual, emocional o afectiva por, y de tener rela-
ciones íntimas con, individuos de diferente género o del
mismo género o de más de un género.

En la jurisprudencia del Tribunal o Corte Europea de
Derechos Humanos, se ha establecido que las leyes, los
actos o las prácticas gubernamentales no pueden res-
tringir, limitar o comprometer los derechos fundamenta-
les de personas o grupos vulnerables, so pretexto de
cumplir a cabalidad causas o fines específicos, relacio-
nados con la moralidad pública o las instituciones que se
ubican en la tabla de valores dominante.

Fines legítimos en sí mismos, pero que no justifican por
ello, la violación a los derechos fundamentales de per-
sonas o grupos, por razones derivadas del prejuicio so-
cial y la discriminación. 

Estados Unidos 

En el año 2009 la cámara de representantes de Estados
Unidos aprobó la ley H.R. 1913, mejor conocida como
“Local Law Enforcement Hate Crimes Prevention”,
la cual proponía que instancias federales tomaran parte
en juicios de crímenes de odio, además esta añade las
agresiones incitadas por las diferencias en cuanto a la
orientación sexual y la identidad de género, a los ele-
mentos normativos y subjetivos de dicho delito, aumen-
tando la cobertura y protección de la Ley de Prevención
de Crímenes de Odio a personas homosexuales.

Descripción del proyecto

Fundándonos en lo anteriormente expuesto, con la presen-
te se pretende hacer el reconocimiento de las expresiones
más palpables de los llamados crímenes de odio, como lo
son las lesiones y el homicidio por homofobia. 

La intolerancia, la ignorancia y el prejuicio social que se
encuentran en la base de estos crímenes de odio, significan
claramente un riesgo para la estabilidad y la paz social. Por
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lo que se justifica agregar cuando menos una agravante al
delito de lesiones y al delito de homicidio establecidos en
el Código Penal Federal, con la intención de inhibir y a la
vez evidenciar la comisión de tan reprochables prácticas.
Lo anterior, mediante la incorporación de una nueva redac-
ción a los artículos 294 y 306 respectivamente, actualmen-
te derogados. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a esta Soberanía la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se da una nueva redacción a los ar-
tículos 294 y 306 (actualmente derogados) del Código
Penal Federal

Único. Se dota de un nuevo contenido a los artículos 294 y
306 del Código Penal Federal, actualmente derogados, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 294. Las penas se aumentarán hasta un tanto más
cuando el que infiera las lesiones, actué con base en pre-
juicios o diferencias respecto de la orientación sexual o
identidad de género de la víctima o del grupo al que perte-
nezca.

Artículo 306.- Al responsable de un homicidio cuya moti-
vación se base en prejuicios o diferencias respecto de la
orientación sexual o identidad de género de la víctima o del
grupo al que pertenezca, se le impondrán de treinta a se-
senta años de prisión.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 Sin embargo, cabe decir, que tal documento no está exento de cues-
tionamientos; así, para Carmen González Marsal, los <>, son un inten-
to de redefinición de la legislación internacional en materia de dere-
chos humanos con la finalidad de crear nuevos derechos humanos para
quienes dicen ser homosexuales y prohibir toda manifestación contra-
ria a la homosexualidad. Pretenden elevar las prácticas homosexuales
al derecho humano universal y conseguir que en todos los ámbitos se-
an presentadas y comprendidas dentro de la normalidad.

2 Brito, Alejandro, et. Al. 2009. Informe de crímenes de odio por ho-

mofobia. México 1995-2008, “resultados preliminares”. Letra S, Sida,
Cultura y Vida Cotidiana A.C. Pp. 5

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a los 14 días del mes de
marzo de 2013.— Diputado Ricardo Monreal Ávila (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. 

LEY GENERAL DE EDUCACION - 
LEY GENERAL DE SALUD - 

LEY PARA LA PROTECCION DE LOS DERECHOS
DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

«Iniciativa que reforma los artículos 7o. de la Ley General
de Educación, 113 de la Ley General de Salud y 28 de la
Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, a cargo de Ricardo Mejía Berdeja y suscrita
por Ricardo Monreal Ávila, diputados del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano

Los proponentes, Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monre-
al Ávila, integrantes del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, y 135 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a
consideración del pleno iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman el artículo 7o., fracción IX, de la
Ley General de Educación; el artículo 113 de la Ley Gene-
ral de Salud; y el artículo 28, inciso D, de la Ley para la
Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescen-
tes, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

La obesidad infantil es un problema de salud en México,
actualmente 4 millones de niños padecen de sobrepeso y
obesidad.

Estudios del Unicef revelan que México ocupa el primer
lugar en obesidad infantil y el segundo en obesidad en
adultos. Aquí, la obesidad contribuye a un número cercano
a 200 mil muertes por año; es un importante factor de ries-
go para padecer enfermedades crónico-degenerativas que
provoca severas complicaciones, como algunos factores
asociados a la obesidad son cáncer de seno, cáncer de co-
lon, cirrosis, crecimiento del hígado, gastritis, gota, reflujo
gastroesofágico, diabetes mellitus, depresión, trastornos
de discos cervicales, ansiedad, hipertensión, infertilidad,
trastornos de rodillas y osteoartritis.



La obesidad ha alcanzado en México el grado de pande-
mia, y sus principales víctimas son los niños. El problema
se agudiza cuando los padres de los niños también padecen
de obesidad y tienen antecedentes directos de este padeci-
miento: 35 millones de mexicanos adultos (7 de cada 10)
padecen de sobre peso u obesidad, que se traduce en un pe-
riodo de enfermedad de 18.5 años.

Uno de los detonantes de la obesidad en niños son los ma-
los hábitos alimentarios: provocan que 1 de cada 5 niños en
edad de 4-15 años padezca esta problemática.

México libra una fuerte batalla contra la desnutrición y el
hambre, concentrada en los estados del sur del país, con al-
rededor de 7.4 millones de mexicanos con insuficiencia
alimentaria; mientras, en los estados del norte, la obesidad
afecta a la mayoría de niños y de adolescentes.

La obesidad es resultado de una fallida política de nutrición
que muestra sus dos vertientes en polos opuestos: desnutri-
ción y obesidad. 

Datos del Informe de Misión a México del relator especial
de la ONU sobre el Derecho a la Alimentación 2012 mues-
tran que las consecuencias son considerables. El sobre pe-
so y la obesidad causan diabetes de tipo 2, así como diver-
sas formas de cáncer y enfermedades cardiovasculares. La
Secretaría de Salud ha calculado que este fenómeno costó
a México 42 mil 246 millones de pesos en atención de la
salud en 2008, es decir, 0.3 por ciento del producto interno
bruto (PIB), y 25 mil 99 millones de pesos, es decir, 0.2 por
ciento del PIB, en muertes prematuras. De aquí a 2017, el
costo directo de la obesidad aumentará a 78 mil millones
de pesos. Ya en la actualidad, 15 por ciento del gasto en
atención de la salud en México se destina al tratamiento de
la diabetes.

Esas cifras se recrudecen en el sector infantil: los niños que
hoy padecen de obesidad serán ancianos a los 30 años, de-
teriorando su calidad de vida y no encontrando las posibi-
lidades de desarrollar al máximo sus capacidades y habili-
dades.

El entorno escolar es propicio para consolidar los malos
hábitos alimentarios.

En enero de 2010 se logró un acuerdo nacional sobre la sa-
lud nutricional entre varias dependencias de la administra-
ción pública federal en los tres ámbitos de gobierno y otras

autoridades públicas, organizaciones no gubernamentales,
sindicatos, medios de comunicación y el sector agroali-
mentario para tratar de resolver el problema.

El objetivo del acuerdo es llevar la incidencia del sobrepe-
so y la obesidad en los niños de entre 2 y 5 años a niveles
inferiores a los de 2006; detener el aumento del sobrepeso
y la obesidad en los niños y los adolescentes (con edades
comprendidas entre 5 y 19 años); y frenar el crecimiento
del sobrepeso y la obesidad en los adultos.

Se enumeran 117 medidas para lograr estos objetivos, des-
de la promoción de más ejercicio físico en las escuelas y en
los lugares de trabajo hasta el aumento de la accesibilidad,
la disponibilidad y el consumo de agua y desde la influen-
cia en la dieta hasta la promoción de la lactancia materna
durante los seis primeros meses de vida.

La aprobación de los lineamientos vinculantes para la dis-
tribución de alimentos y bebidas en los establecimientos
escolares, publicados en el Diario Oficial de la Federación
el 23 de agosto de 2010, supone un paso adelante en esa di-
rección.

Argumentación

Sin embargo, a la fecha el porcentaje de niños con diabetes
va en aumento: México ocupa el primer lugar mundial
en obesidad infantil, y el segundo en obesidad en adultos,
precedido sólo por Estados Unidos. El problema está pre-
sente no sólo en la infancia y la adolescencia sino, también,
en población en edad preescolar.

Datos de la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición indi-
can que 1 de cada 3 adolescentes de entre 12 y 19 años
presenta sobrepeso u obesidad. Para los escolares, la pre-
valencia combinada de sobrepeso y obesidad ascendió un
promedio de 26 por ciento para ambos sexos, lo cual re-
presenta más de 4.1 millones de escolares conviviendo con
este problema.

La principal causa a que se apunta son los malos hábitos en
la alimentación, que desembocan en la prevalencia de so-
brepeso de 70 por ciento en la edad adulta. En el largo pla-
zo, la obesidad favorece la aparición de enfermedades tales
como diabetes, infartos, altos niveles de colesterol o insu-
ficiencia renal, entre otros. Actualmente, la diabetes es el
mayor problema al que se enfrenta el sistema nacional de
salud: es la principal causa de muerte en adultos, la prime-
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ra causa de demanda de atención médica y la enfermedad
que consume el mayor porcentaje de gastos en las institu-
ciones públicas.

La experiencia demuestra que una correcta alimentación
previene los problemas de sobrepeso y obesidad.

La diabetes tipo 2 en niños ha mostrado un incremento im-
portante en los 15 años por la obesidad que registra la po-
blación infantil en México.

La Secretaría de Salud destacó que la diabetes tipo 2 en la
población infantil derivada de la obesidad muestra un in-
cremento importante.

La escuela forma parte de la vida de las y los niños y es in-
dispensable para la armonía de su desarrollo en una condi-
ción como la diabetes, su importancia es aún mayor. El pa-
pel de la escuela para integración del niño con diabetes es
decisivo, favoreciendo situaciones de convivencia no dis-
criminatorias, y fomentando hábitos de una sana y equili-
brada alimentación.

México enfrenta carencia e ineficacia en el abasto de me-
dicamentos, equipo inadecuado y obsoleto en las unidades
de salud, la inaccesibilidad a exámenes de laboratorio, li-
mitaciones de los servicios de apoyo psicológico y nutri-
cional, nula promoción de la actividad física y escasa su-
pervisión de los servicios para alcanzar la adherencia
terapéutica.

Entre las enfermedades crónicas no transmisibles, la epide-
mia de la diabetes mellitus es reconocida por la OMS co-
mo una amenaza mundial, y una de las principales causas
de morbilidad y mortalidad.

Fundamento legal

La iniciativa se presenta con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados.

Por lo fundado y expuesto se somete a consideración de la
Cámara de Diputados el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman el artículo 7o., fracción
IX, de la Ley General de Educación; el artículo 113 de
la Ley General de Salud; y el artículo 28, inciso D, de la
Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes

Artículo Primero. Se reforma y adiciona el artículo 7o.,
fracción IX, de la Ley General de Educación, para quedar
como sigue:

Artículo 7o. La educación que impartan el Estado, sus or-
ganismos descentralizados y los particulares con autoriza-
ción o con reconocimiento de validez oficial de estudios
tendrá, además de los fines establecidos en el segundo pá-
rrafo del artículo 3o. de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, los siguientes:

I. a VIII. …

IX. Fomentar la educación en materia de nutrición y
buenos hábitos alimenticios mediante una dieta ba-
lanceada, a fin de combatir el sobrepeso y la obesi-
dad, y estimular la educación física y la práctica del de-
porte;

X. a XVI. …

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 113 de la Ley
General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 113. La Secretaría de Salud, en coordinación con
la Secretaría de Educación Pública y los gobiernos de las
entidades federativas, y con la colaboración de las depen-
dencias y entidades del sector salud, formulará, propondrá,
desarrollará y fortalecerá programas de educación y nu-
trición para la salud, que tiene por objeto promover há-
bitos alimenticios adecuados para contrarrestar, preve-
nir y controlar la obesidad, así como disminuir los
índices de prevalencia de diabetes mellitus, procurando
optimizar los recursos y alcanzar una cobertura total de la
población.

Tratándose de las comunidades indígenas, los programas a
que se refiere el párrafo anterior deberán difundirse en es-
pañol y la lengua o lenguas indígenas que correspondan.

Artículo Tercero. Se reforma el artículo 28, inciso D, de la
Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, para quedar como sigue:



Artículo 28. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a
la salud. Las autoridades federales, del Distrito Federal, es-
tatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas com-
petencias, se mantendrán coordinados a fin de

A. a C. …

D. Combatir la desnutrición, el sobrepeso y la obesi-
dad, los cuales tienen graves consecuencias para la sa-
lud, mediante la promoción de una alimentación ade-
cuada.

E. a J. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de marzo de
2013.— Diputado Ricardo Mejía Berdeja (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Educación Públi-
ca y Servicios Educativos, y de Salud, para dictamen, y
a la Comisión de Derechos de la Niñez, para opinión. 

CONSTITUCION POLITICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 123 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de Ri-
cardo Mejía Berdeja y suscrita por Ricardo Monreal Ávila,
diputados del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano

Los proponentes, Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monre-
al Ávila, integrantes del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, y 135 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, fracción 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a consi-
deración del pleno iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma y adiciona un segundo párrafo al inciso c),
fracción XI, Apartado B, del artículo 123 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor del
siguiente

Planteamiento del problema

La igualdad de derechos y oportunidades para mujeres y
hombres constituye una prioridad que beneficia y debe in-
volucrar a toda la sociedad, debiendo participar ambos gé-
neros de forma conjunta, solidaria y respetuosa.

Tradicionalmente se han asociado estereotipos, a los varo-
nes y otros a las mujeres. Así, se consideraba que todo ser
humano nacido varón tenía que ser valeroso, inteligente,
fuerte y ganar mucho dinero para mantener a su familia.

Del mismo modo, toda mujer debía ser bella, débil, ino-
cente y tener como objetivo vital casarse y tener hijos.

De este modo, había muchos comportamientos o activida-
des que un hombre no podía desempeñar por el simple he-
cho de ser hombre. Asimismo, las mujeres tampoco podían
actuar con libertad. Sin embargo, hoy sabemos que tanto
varones como mujeres pueden realizar numerosas tareas
que inicialmente estaban vetadas e incluso dedicarse profe-
sionalmente a ellas.

Es fundamental trabajar para lograr una modificación de
los patrones socio culturales de la sociedad, que permita la
toma de conciencia acerca de la igualdad de derechos entre
mujeres y hombres, así como promover transformaciones
en las relaciones desiguales de género en el ámbito fami-
liar, político, social, económico laboral y cultural.

En la actualidad, los roles sociales de mujeres y hombres
no han tenido un cambio considerable por lo tanto se re-
quiere un marco normativo en donde las prestaciones por
maternidad en México no sigan siendo exclusivas para las
mujeres, siendo esta una prestación familiar, es decir don-
de se proteja el riesgo, como un riesgo social originado en
familia, cuyos beneficiarios directos son ambos padres,
propiciando así la equidad de género frente a la paterni-
dad.

La nueva paternidad esta menos centrada en el rol de pro-
veedor económico de la familia y más en las diversas for-
mas de ejercer la paternidad, así como en la importancia
de establecer relaciones más cercanas y afectivas con sus
hijos.

La nueva paternidad involucra una mayor responsabilidad,
compromiso y coparticipación de los varones en la vida fa-
miliar, el comportamiento sexual y reproductivo saludable,
incluida la planificación de la familia; la salud prenatal,
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materna e infantil; la prevención de las enfermedades de
transmisión sexual, incluido el VIH; la prevención de los
embarazos no deseados y de alto riesgo; la participación y
la contribución al ingreso familiar; la educación de los hi-
jos, la salud y la nutrición; y el reconocimiento y la pro-
moción de que los hijos de ambos sexos tienen igual valor.

Una participación equilibrada de hombres y mujeres en la
actividad laboral y en la vida familiar, como las licencias
de paternidad y las prestaciones de guarderías.

Argumentación

El diseño y la ejecución de políticas públicas para el desa-
rrollo sostenible deben incorporar un enfoque de igualdad
de oportunidades y prestaciones para mujeres y hombres,
equiparando las oportunidades y la participación de ambos
en la toma de decisiones para lograr un desarrollo social,
político, económico y con distribución equitativa.

La relevancia de esta protección integral hace que la ma-
ternidad no sea única y exclusiva de la mujer y establece
como obligación para que los Estados tomen medidas apro-
piadas para modificar patrones socio culturales sobre los
roles tanto masculinos como femeninos, a fin de lograr una
mayor corresponsabilidad de hombre y mujeres en las tare-
as relacionadas con los hijos en igualdad de circunstancias.
Por tanto, el Estado mexicano tiene la obligación de esta-
blecer leyes y políticas publicas respetuosas de los dere-
chos humanos que protejan la maternidad de las mujeres
pero de igual modo garantizar el involucramiento de los
hombres en la crianza y cuidado de los hijos.

Los estereotipos de género, arraigados en la cultura, son los
que han marcado estas tareas con asignaciones diferencia-
les para hombres y mujeres. Sin embargo, cualquier perso-
na, sin importar su sexo, que esté dispuesta a cuidar, vigi-
lar y proteger a un niño, está ejerciendo la maternidad y
paternidad. Por tanto, se deben fomentar las responsabili-
dades y derechos compartidos entre hombres y mujeres.

Para la aplicación del derecho social a los varones es fun-
damental su reconocimiento y plasmarlo en el marco legal
adecuado, para su aplicación y ejecución de la participa-
ción activa de ellos en la paternidad responsable.

En el ámbito laboral cabe recalcar que las estancias o guar-
derías infantiles otorgan la oportunidad a las madres traba-
jadoras de dejar a los infantes en un entorno seguro y sano
para su desarrollo, mientras ellas trabajan.

Esa situación genera desigualdad a los padres trabajadores,
que se encuentran viudos, solos con hijos o niños bajo su
cuidado.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en el artículo 123, Apartado B, fracción XI, inciso c), cita:
“Las mujeres durante el embarazo no realizarán trabajos
que exijan un esfuerzo considerable y signifiquen un peli-
gro para su salud en relación con la gestación; gozarán for-
zosamente de un mes de descanso antes de la fecha fijada
aproximadamente para el parto y de otros dos después del
mismo, debiendo percibir su salario íntegro y conservar su
empleo y los derechos que hubieren adquirido por la rela-
ción de trabajo. En el periodo de lactancia tendrán dos des-
cansos extraordinarios por día, de media hora cada uno, pa-
ra alimentar a sus hijos. Además, disfrutarán de asistencia
médica y obstétrica, de medicinas, de ayudas para la lac-
tancia y del servicio de guarderías infantiles”.

Deriva de lo anterior la urgencia de adicionar un párrafo al
inciso c) de la fracción XI del artículo 123 constitucional
para que los trabajadores varones cuenten con el beneficio
del servicio de guarderías.

Fundamento legal

La iniciativa se presenta con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción 11, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados.

Por lo fundado y expuesto, sometemos a consideración de
la Cámara de Diputados el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma y adiciona un segundo
párrafo al inciso c), fracción XI, Apartado B, del ar-
tículo 123 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se reforma y adiciona un segundo párrafo
al inciso c), fracción XI, Apartado B, del artículo 123 de la
Constitución Política de los estados Unidos Mexicanos, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y
socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de em-
pleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley.

El Congreso de la Unión, sin contravenir las bases siguien-
tes, deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales regirán



B. Entre los…

c) Las mujeres durante el embarazo no realizarán traba-
jos que exijan un esfuerzo considerable y signifiquen un
peligro para su salud en relación con la gestación; goza-
rán forzosamente de un mes de descanso antes de la fe-
cha fijada aproximadamente para el parto y de otros dos
después del mismo, debiendo percibir su salario íntegro
y conservar su empleo y los derechos que hubieren ad-
quirido por la relación de trabajo. En el período de lac-
tancia tendrán dos descansos extraordinarios por día, de
media hora cada uno, para alimentar a sus hijos. Ade-
más, disfrutarán de asistencia médica y obstétrica, de
medicinas, de ayudas para la lactancia y del servicio de
guarderías infantiles.

Los varones gozarán del servicio de guarderías infanti-
les durante las horas de su jornada laboral, privilegian-
do el acceso a éstas a los padres solos con hijos o niños
bajo su cuidado.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de marzo de 2013.— Diputado
Ricardo Mejía Berdeja (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen. 

LEY GENERAL DE EDUCACION

«Iniciativa que reforma el artículo 33 de la Ley General de
Educación, a cargo de Ricardo Monreal Ávila y suscrita
por Ricardo Mejía Berdeja, diputados del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano

Ricardo Monreal Ávila y Ricardo Mejía Berdeja, integran-
tes de la LXII Legislatura del Congreso de la Unión y del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el ar-
tículo 6, fracción I, del Reglamento de la Cámara de Dipu-

tados, someten a la consideración del pleno de esta hono-
rable asamblea la siguiente iniciativa que reforma la Ley
General de Educación y adiciona una fracción XII Bis al
artículo 33 al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En la actualidad una de las grandes problemáticas que exis-
ten en la República Mexicana, especialmente en ciudades
con alta densidad poblacional, como el Distrito Federal,
Monterrey y Guadalajara, y gradualmente en ciudades en
crecimiento, radica en el exceso de automóviles que circu-
lan cotidianamente y generan grandes cantidades de gases
tóxicos, entre otros agentes contaminantes.

Existe un crecimiento desmesurado en la adquisición de
automóviles y una gran parte del tráfico y de la alta conta-
minación vehicular se genera, entre otras causas, por la
cantidad de alumnos que son diariamente trasladados a sus
escuelas, sin que exista para ello un programa efectivo que
conduzca a la reducción en el número de coches que se di-
rigen al mismo sitio, sin prever que dicha reducción puede
alcanzarse de manera eficaz, mediante la prestación del
servicio de transporte escolar propio obligatorio, a cargo de
las instituciones educativas, en favor de los alumnos.

Debemos tomar conciencia de que el problema que tene-
mos frente a nosotros es muy grave, especialmente en la
Ciudad de México, y el daño que se genera al medio am-
biente por la inmensa cantidad de automóviles que circulan
con rumbo a las escuelas, es irreversible y contribuye a los
congestionamientos de las avenidas a lo largo de nuestro
país.

El gobierno federal, apoyado en los ordenamientos legales,
debe tomar medidas urgentes, necesarias para detener esta
problemática de nuestra era.

Con una adecuada política de educación, basada en los
apoyos que se proponen, a cargo de las autoridades educa-
tivas, se puede lograr reducir el tráfico vehicular y la con-
taminación por gases tóxicos y agentes contaminantes.

En nuestro país circulan actualmente alrededor de 26.5 mi-
llones de automotores, cantidad que representa un incre-
mento de 5.7 por ciento con respecto al año pasado.

Nuestro país experimentará un incremento de 29.69 por
ciento de vehículos en circulación para 2016, esto signifi-
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ca que estarán en funcionamiento 34 millones 298 mil 199
unidades, lo que representa 7 millones 853 mil 636 auto-
motores más.

En lo referente a automóviles, actualmente hay 13.9 millo-
nes en circulación, pero en cinco años el número aumenta-
rá a 16.6 millones, lo que representa un incremento de
19.45 por ciento.

Si hacemos un ejercicio como ejemplo y suponemos que en
un automóvil viajan un promedio de 2 niños, y en un ca-
mión entran alrededor de 40 niños entonces, si se implan-
tara un camión para transporte, dejarían de circular en pro-
medio 39 automóviles por cada camión, disminuyendo así
la contaminación por dióxido de azufre (SO2), monóxido
de carbono (CO), vapores de combustibles y solventes,
plomo (Pb) y partículas suspendidas, lo cual implica una
considerable disminución, con los beneficios consecuen-
tes.

Si tomamos en cuenta que las emisiones anuales de conta-
minantes en el país son superiores a 16 millones de tonela-
das, de las cuales el 65 por ciento es de origen vehicular,
entonces podemos ayudar en gran medida a disminuir di-
chas emisiones implantando el uso de autobuses escolares
en las escuelas públicas.

Por lo fundado sometemos a consideración del pleno de es-
ta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 33 de la Ley
General de Educación

Artículo 33. Para cumplir con lo dispuesto en el artículo
anterior, las autoridades educativas en el ámbito de sus res-
pectivas competencias llevarán a cabo las actividades si-
guientes:

I. a XI. …

XII. Concederán reconocimientos y distinciones a quie-
nes contribuyan a la consecución de los propósitos men-
cionados en el Artículo anterior;  

XII Bis. Las autoridades educativas en el ámbito fe-
deral, estatal y municipal, estimularán que, confor-
me a sus posibilidades, las escuelas públicas y priva-
das logren gradualmente contar y adquirir su propio
transporte escolar para dar el servicio a los educan-
dos en los niveles de primaria y secundaria, y

XIII. …

Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Los recursos para dar cumplimiento a los objeti-
vos de la presente disposición entraran dentro del presu-
puesto otorgado al ramo de educación, para el ejercicio fis-
cal 2013. Será a partir de 2014 se destinara una partida del
PEF para dicho fin.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de marzo de
2013.— Diputado Ricardo Monreal Ávila (rúbrica.).»

Se turna a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, para dictamen. 

LEY FEDERAL DE PROTECCION AL CONSUMIDOR -
LEY FEDERAL DE RADIO Y TELEVISION

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes Federales de Protección al Consumidor, y de
Radio y Televisión, a cargo de Ricardo Mejía Berdeja y
suscrita por Ricardo Monreal Ávila, diputados del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Ricardo Monreal Ávila, integrante de la LXII Legislatura
del Congreso de la Unión y del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, con fundamento en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y 6, fracción I, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno de
esta asamblea iniciativa por la que se reforman diversas
disposiciones de la Ley Federal de Protección al Consumi-
dor y de la Ley Federal de Radio y Televisión, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

La alimentación es un tema que requiere especial atención
en nuestro marco constitucional, ya que no sólo es un he-
cho sociocultural; abarca representaciones, modales, plati-
llos, ingredientes, producción, transformación, distribución



y consumo de alimentos, así como aspectos de nutrición,
salud, soberanía y seguridad alimentaria.1

La alimentación es una de las necesidades básicas del ser
humano, la cual a través de los años ha sido satisfecha a
través del campo, considerándola como un proceso cultu-
ral; significado de la sedentarización humana y del uso tec-
nológico derivado del conocimiento humano sobre la utili-
zación de especies que le eran más adecuadas para el
desarrollo agropecuario. Haciendo referencia a la alimen-
tación que tenían nuestros antepasados, podemos decir que
basaban su dieta principalmente en el maíz, frijol, chile y
calabaza, complementándola con los productos obtenidos
de la agricultura, caza, pesca y recolección.

La cultura alimentaria, con el tiempo se ha transformado
con relación a prácticas, consumos y valores alimentarios.
Así, la alimentación se vincula con otros aspectos como los
procesos históricos, la formación de costumbres y tradicio-
nes, los modos de organización social, las prácticas ritua-
les, los conceptos sobre el binomio salud-enfermedad, el
pensamiento místico, las creencias religiosas y las mani-
festaciones artísticas. La alimentación está presente en la
vida cotidiana y es componente ineludible de festividades,
conmemoraciones y sucesos relevantes en la vida indivi-
dual, familiar y comunitaria.2

A lo largo de la historia, la alimentación humana y, de for-
ma global, los comportamientos asociados a ella, han ido
variando a tenor de la confluencia de diversas circunstan-
cias de orden socioeconómico, político, ecológico, biológi-
co, psicológico o religioso. En tanto que la alimentación y
la cultura forman parte de una misma realidad social, los
procesos de cambio que afectan al conjunto de la sociedad
inciden también en las prácticas, los consumos y los valo-
res alimentarios, modificándolos, adaptándolos al nuevo
contexto social.3

De acuerdo con Mestries, las reformas neoliberales imple-
mentadas desde 1986 en el país, se han traducido en la des-
regulación de los mercados, el retiro por parte del Estado
en la producción de ciertos rubros básicos, la privatización
o liquidación de empresas paraestatales, la contracción del
fomento a la infraestructura y a la pequeña producción, el
desmantelamiento del Estado de bienestar y la cancelación
de subsidios destinados a la producción agropecuaria y al
consumo.

Así, con la apertura de mercados comerciales y financieros,
se han puesto en marcha políticas para la atracción de in-

versiones, las cuales han implicado facilidades para la en-
trada y salida de capitales, renunciando a otros tipos de po-
líticas de control del mercado laboral. Asimismo, se ha ob-
servado el abandono de parcelas de gestión directa de
sectores económicos estratégicos mediante privatizacio-
nes, que en general han alimentado los recursos políticos
de las empresas transnacionales.

Como parte del panorama neoliberal, una de las medidas
impuestas por el FMI y el BM, fue la firma del Tratado de
Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), el cual
entre sus diversas consecuencias, ha generado profundas
desigualdades comerciales y una inequitativa distribución
de alimentos en el país. Como ejemplo de lo anterior, he-
mos sido testigos de la cancelación de programas y depen-
dencias que apoyaban de alguna manera al sector agrario.
Igualmente, hemos sido testigos de la eliminación de in-
centivos a la producción y el consumo, como los represen-
tados por la Comisión Nacional de Subsistencias Popula-
res, mejor conocida como Conasupo.

Por otra parte, también podemos destacar el incremento de
la dependencia alimentaria y con ello la disminución de
probabilidades de poner en marcha programas que incenti-
ven la soberanía y seguridad alimentaria4 en México; que
mitiguen la falta de oportunidades laborales en el sector ru-
ral; que desalienten el aumento de la migración a zonas ur-
banas y el aumento de las importaciones alimentarias; que
reduzcan los escenarios monopólicos de empresas transna-
cionales a escala nacional, y que combatan el aumento de
la incorporación de alimentos industrializados en la dieta
de la población mexicana (como son los productos elabo-
rados con harinas refinadas ricas en carbohidratos y gra-
sa que a veces resultan más baratos y más fáciles de pre-
parar).

A nivel de consumo alimentario y practicas asociadas, los
cambios han afectado a las formas de aprovisionamiento y
adquisición de los productos alimentarios; al perfil de los
miembros que participan en las tareas de la alimentación
doméstica; a la estructura del gasto y al presupuesto desti-
nado a la alimentación diaria; a los equipamientos culina-
rios; a las formas de almacenamiento y técnicas de conser-
vación y a las maneras de cocinar. Con relación a los
valores y la ideología alimentaria los cambios se registran,
entre otros aspectos, en las normas y en el espacio de ser-
vicio y consumo, en las fórmulas de aprendizaje y transmi-
sión de los conocimientos alimentarios, en el lenguaje o en
la imagen del cuerpo y la salud.5
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De esta manera, la globalización económica en sus distin-
tas vertientes –como ha sido a través de la construcción de
tiendas de autoservicio y la introducción de alimentos es-
tándar– ha traído un alud de importaciones, muchas veces
a precios de dumping;6 el desplome de los precios de los
productos agrícolas; la decadencia de los productos tradi-
cionales de exportación y de los bienes sin procesar, y la
reorganización del espacio productivo nacional. Todo lo
cual ha generado en parte el desplazamiento de los polos de
desarrollo regional hacia el norte.

De acuerdo con esta perspectiva, la denominada “gran dis-
tribución” (GD) ha generado un juego de dependencia en
la comercialización de alimentos y en la producción agrí-
cola, con un resquebrajamiento y pérdida paulatina de pro-
tagonismo de las cadenas de producción y distribución lo-
cales; ante esto, Gerardo Torres señala:

La distribución no dependerá sólo de las fuerzas del mer-
cado o de la disponibilidad de alimentos, sino del desarro-
llo de nuevas tecnologías, de nuevos procesos de trabajo y
de la reestructuración de las organizaciones. Desde una
misma propuesta institucional, el problema de la distribu-
ción y comercialización de alimentos en sociedades en las
que la pobreza y la desigualdad afectan a una proporción
significativa de la población, es crucial la formulación de
programas sociales de distribución de alimentos bajo una
visión integral y estratégica, para la seguridad alimentaria,
para la legitimidad gubernamental y para la integración de
los sistemas de producción, distribución y consumo.7

La superioridad de la gran producción y distribución res-
pecto a los sistemas nacionales y locales, ha conducido a la
idea persistente de que la GD es motor del nuevo capitalis-
mo, lo que incentiva permanentemente la modernización
tecnológica de la agricultura con altos costos y beneficios
decrecientes para los productores.

Aunado a ello, el crecimiento de las grandes firmas de dis-
tribución en el territorio nacional, la falta de regulaciones
en este rubro, las fallas gubernamentales e institucionales,
así como el nulo compromiso social y ético, han configu-
rado un escenario de polarización, representado por los be-
neficios menguantes de los agricultores y campesinos, y la
abundancia de alimentos industrializados. Escenario en el
que la distribución de los alimentos sigue operando bajo la
lógica de escasez y desigualdad.

Ante el crecimiento de grandes cadenas de distribución y
de monopolios, los acuerdos oligopólicos son parte consti-

tutiva de la reestructuración del sistema productivo y con
ello los hábitos de consumo de los actores sociales. Así se
puede corroborar que en distintos ámbitos del entorno ru-
ral y urbano, existe una disponibilidad masiva de produc-
tos homogéneos o estándar que integran en gran medida la
dieta de la población.

Con ello, la competencia entre grandes tiendas destinadas
al autoservicio con una flexibilidad de horarios y produc-
tos a muy bajo costo, en contraste con el comercio inde-
pendiente de abarrotes y misceláneas, así como el de frutas
y verduras, tianguis, mercados públicos y concentraciones
informales, es sumamente desigual.

Uno de los múltiples efectos del TLCAN aunado a la aper-
tura de grandes cadenas de distribución, ha sido la trans-
formación paulatina de las prácticas alimentarias en la po-
blación mexicana. Ante este panorama, marcado por los
procesos de urbanización, la expropiación de terrenos y el
abandono de la tierra, se han dejado de practicar técnicas
de cultivo tradicionales; intensificándose la agricultura me-
diante el uso de agroquímicos que a largo plazo termina
por extinguir a determinadas variedades de plantas.

En el ámbito internacional, México se encuentra entre los
cinco países denominados megadiversos,8 debido a su vas-
ta diversidad biológica y cultural.9 Esto cobra una dimen-
sión trascendente en la medida en que son las comunidades
tradicionales las que juegan un papel relevante en la pre-
servación de esta diversidad.

México tiene una amplia variedad de cultivos que se utili-
zan en la alimentación base, son alrededor de 232 cultivos,
de los cuales 53 son de especies nativas; hecho que de-
muestra que nuestras cocinas utilizan ingredientes muy por
encima del ámbito mundial, ya que 90 por ciento de los ali-
mentos se basan solamente en 20 cultivos. De ahí que los
recursos filogenéticos sean una auténtica fuente de diversi-
dad, de resistencia a condiciones adversas y de nuevas al-
ternativas de alimentos. Es innegable el hecho que esta
gran diversidad citogenética ha sido construida por nues-
tras comunidades indígenas, que han sabido transformar a
través del tiempo los frutos de la tierra.

Cabe resaltar que para Calvo, la alimentación “es una coti-
dianidad sometida al pasado individual y colectivo, y se
encuentra vinculada a los sistemas de producción, consu-
mo y comunicación en los cuales se inscribe”.10



Las prácticas alimentarias se han transformado a un ritmo
acelerado, debido a: las marcadas exigencias de los ciclos
económicos a gran escala; a las redefiniciones jerárquicas
que suceden en la esfera doméstica, respecto de la división
genérica del trabajo; a la migración, y la incidencia de los
medios de comunicación masivos.

Respecto a esto último, la publicidad se ha convertido en
una práctica y en un discurso. En una práctica en cuanto
que se perfila como una herramienta específicamente crea-
da para hacer públicos los artículos elaborados por las
grandes cadenas corporativas de alimentación; y en discur-
so, en cuanto se trascienden las características objetivas del
producto anunciado, proporcionando una ideología global
acerca no sólo de su uso, de la utilidad o de sus beneficios,
sino acerca de cuál ha de ser el comportamiento ideal de
los consumidores con base a diferentes cuestiones: el tra-
bajo, la familia, el tiempo libre, la educación, el cuidado
del cuerpo o la salud.11

En efecto, la publicidad ha logrado mantener la relación
constante entre la producción y la adquisición de bienes y
servicios, recordando reiteradamente la conveniencia de
satisfacer deseos y necesidades.12

La cultura alimentaria se ha caracterizado por una doble di-
mensión; por un lado tiene aspectos que articulan las prác-
ticas cotidianas y de consumo de alimentos, y por el otro,
contiene a la ideología alimentaria, que es testigo de sus
transformaciones. Éstas últimas incluyen procesos de des-
aparición/sustitución y adición de alimentos, los cuales no
solo han afectado a las prácticas y valores del sistema ali-
mentario, sino también a la salud de la población mexica-
na, principalmente de niños y de adolescentes.

De 1980 a la fecha, la prevalencia de sobrepeso y obesidad
se ha triplicado en todas las edades, regiones y grupos so-
cioeconómicos, y continúa creciendo a un ritmo acelerado,
lo que ha llevado a nuestro país a ocupar los primeros lu-
gares en obesidad en el mundo.

Todavía peor: México no sólo ocupa el deshonroso primer
lugar en obesidad, sino que además ocupa el primer lugar
en mensajes dirigidos a niños.

La población infantil y adolescente de entre 4 y 11 años,
tienen sobrepeso y obesidad, situación alarmante si consi-
deramos que el 70 por ciento de la población escolar no re-
aliza actividad física regular, y consumen 561 calorías en
el refrigerio escolar y no 276 que es lo recomendado. Lo

cual los lleva a que padezcan enfermedades que pueden
afectar el curso de sus vidas y que antaño eran exclusivas de
los adultos, como la diabetes mellitus tipo 2, hipertensión ar-
terial, aumento de triglicéridos y colesterol, entre otras.

Por lo anterior resulta indispensable contar con una políti-
ca incluyente, donde converjan diversos sectores así como
los distintos órdenes de gobierno; los actores del mercado
de alimentos, desde su producción hasta su venta, los me-
dios de comunicación y la sociedad civil de manera pri-
mordial.

En este orden de ideas, la iniciativa que nos ocupa, busca
reformar una serie de dispositivos de la Ley Federal de
Protección al Consumidor, como lo son el 1, 32, 38, así co-
mo de la Ley Federal de Radio y Televisión, como lo son
el 5, 12, 64 y 67. Con el objeto de disminuir los contenidos
de los medios de comunicación que directa o indirecta-
mente, produzcan o reproduzcan publicidad en torno al
consumo de alimentos “chatarra”. Esperado con esto, dar
un giro hacia una cultura mediática en la que se proporcio-
ne información veraz y comprobable; carente de elementos
que induzcan a error o confusión por publicidad engañosa
o abusiva.

Con las presentes reformas se busca disminuir el uso abu-
sivo y desmedido de los medios masivos de comunicación,
por parte de las empresas que integran el mercado de ali-
mentos; uno de los principales factores para detonar los
malos hábitos alimenticios. Los especialistas han compro-
bado que los productos chatarra les encantan a los niños y
jóvenes y a no pocos adultos debido a la publicidad, espe-
cialmente la televisiva.

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración del ple-
no el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman la fracción III del ar-
tículo 1 y el artículo 32, y se adiciona un segundo pá-
rrafo al artículo 38 de la Ley Federal de Protección al
Consumidor; asimismo, se reforman las fracciones II y
III del artículo 5, II del artículo 12 y IV del artículo 67,
y se adiciona la fracción III del artículo 64 de la Ley Fe-
deral de Radio y Televisión

Primero. Se reforma la fracción III del artículo 1; se refor-
ma el primer párrafo del artículo 32 y se adiciona un se-
gundo párrafo al artículo 38, todos de la Ley Federal de
Protección al Consumidor, para quedar redactados como
sigue:
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Reforma propuesta

Artículo 1. La presente ley es de orden público e interés
social y de observancia en toda la república. Sus disposi-
ciones son irrenunciables y contra su observancia no po-
drán alegarse costumbres, usos, prácticas, convenios o es-
tipulaciones en contrario.

…

Son principios básicos en las relaciones de consumo:

I. y II. …

III. La información adecuada y clara sobre los diferen-
tes productos y servicios, con especificación correcta de
cantidad, características, composición, calidad y precio,
así como sobre los riesgos y enfermedades que repre-
senten;

…

…

Artículo 32. La información o publicidad relativa a bienes,
alimentos, productos o servicios que se difundan por cual-
quier medio o forma, deberán ser veraces, comprobables y
exentos de textos, diálogos, sonidos, imágenes, marcas, de-
nominaciones de origen y otras descripciones que induzcan
o puedan inducir a error o confusión por engañosas o abu-
sivas.

…

Artículo 38. Las leyendas que restrinjan o limiten el uso
del bien o el servicio deberán hacerse patentes en forma
clara, veraz y sin ambigüedades.

Tales leyendas también deben informar los posibles
riesgos, daños y enfermedades que produzca el consu-
mo de dichos bienes y servicios, principalmente los ali-
mentos.

Segundo. Se reforman la fracción II y III del artículo 5; la
fracción II al artículo 12; la fracción IV del artículo 67, y
se adiciona la fracción III al artículo 64, todos de la Ley Fe-
deral de Radio y Televisión, para quedar redactada como
sigue:

Reforma propuesta

Artículo 5. La radio y la televisión tienen la función social
de contribuir al fortalecimiento de la integración nacional
y el mejoramiento de las formas de convivencia humana.
Al efecto, a través de sus transmisiones, procurarán

I. …;

II. Evitar influencias nocivas o perturbadoras a la salud
o al desarrollo armónico de la niñez y la juventud;

III. Contribuir a elevar el nivel cultural del pueblo y a
conservar las características nacionales, las costumbres
del país, sus tradiciones, la cultura alimentaria, la pro-
piedad del idioma y a exaltar los valores de la naciona-
lidad mexicana.

IV. …

Artículo 12. A la Secretaría de Salud compete

I. …;

II. Autorizar y revisar exhaustivamente la propaganda
de comestibles, bebidas, medicamentos, insecticidas,
instalaciones y aparatos terapéuticos, tratamientos y ar-
tículos de higiene y embellecimiento y de prevención o
de curación de enfermedades;

…

Artículo 64. No se podrán transmitir

I. y II. …;

III. Propaganda comercial que difunda el consumo
de comida chatarra o de productos que distorsionen
la adecuada nutrición.

Artículo 67. La propaganda comercial que se transmita por
la radio y la televisión se ajustará a las siguientes bases:

I. a III. …;

IV. No deberá haber, en la programación referida por el
artículo 59 Bis, publicidad que incite a la violencia.



Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:
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1990, Ministerio de Educación y Cultura, Madrid, 1997, página 28.

4 Seguridad alimentaria es el derecho de los distintos sectores sociales
a una alimentación de calidad y suficiente. Este derecho estará garan-
tizado por una integración de sistemas productivos y de consumo, sin
que esto implique necesariamente cesar el intercambio internacional de
alimentos, desde una perspectiva que fortalezca el mercado nacional.
Gerardo Torres Salcido, Distribución de alimentos. Mercados y políti-

cas sociales, México, Universidad Nacional Autónoma de México,
Centro de Investigaciones Interdisciplinarias en Ciencias y Humanida-
des, 2010, página 11.

5 Arnaiz, Mabel Gracia. La transformación de la cultura alimentaria,

Cambios y permanencias en un contexto urbano: Barcelona 1960-

1990, Ministerio de Educación y Cultura, Madrid, 1997, página 133.

6 El concepto dumping hace referencia a la competencia desigual, en
la cual la mercancía es vendida a muy bajo costo, generalmente a cos-
to de producción, lo cual en gran medida puede generar el desplome
del mercado local.

7 Torres, Salcido Gerardo, Distribución de alimentos. Mercados y po-

líticas, página 13.

8 Por megadiversidad se entiende el complejo sistema biológico y cul-
tural conformado por la interacción entre culturas y ambientes natura-
les que se ha configurado históricamente. Entre esta diversidad se en-
cuentra la genética, lingüística, cognitiva, paisajística y agrícola.
Concepto adaptado de Víctor Manuel Toledo y Narciso Barrera-Bas-
sols La memoria biocultural: la importancia ecológica de las sabidu-

rías tradicionales, España, Icaria, 2008, página 25.

9 Datos obtenidos de la plataforma virtual de la Comisión Nacional pa-
ra el Conocimiento y Uso de la Biodiversidad, de acuerdo con la in-
formación de la página nuestro país junto con China, India, Colombia
y Perú se encuentra entre los países “megadiversos”, éstos forman 60
y 70 por ciento de la diversidad biológica en el mundo. Es así que Mé-
xico representa 12 por ciento de la diversidad terrestre del planeta,
existen incluso ecosistemas que son exclusivos del país. Véase
http://www.conabio.gob.mx/institucion/cooperacion_internacional/do
ctos/db_mexico.html [material consultado el 26 de febrero de 2011].

10 Citado por Silvia Carrasco Ipons, artículo en línea “Orientaciones
teóricas y formulación de problemas de estudio socioantropológico de
la alimentación”, en Alteridades, julio-diciembre, volumen 13, núme-
ro 026, Universidad Autónoma Metropolitana, Iztapalapa, Distrito Fe-
deral, páginas 105-113, 2003.

11 Arnaiz, obra citada, página 253.

12 Ibídem, página 269.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de abril de 2013.—
Diputado Ricardo Monreal Ávila (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Economía, y de
Radio y Televisión, para dictamen. 

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma los artículos 320, 324 y 334 de la
Ley General de Salud, a cargo de Ricardo Monreal Ávila y
suscrita por Ricardo Mejía Berdeja, diputados del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Ricardo Monreal Ávila y Ricardo Mejía Berdeja, integran-
tes de la LXII Legislatura del Congreso de la Unión y del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el Ar-
tículo 6, fracción I del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, sometemos a la consideración del pleno de esta ho-
norable asamblea la siguiente iniciativa que reforma los
artículos 320, 324 y 334  de la Ley General de Salud, al te-
nor de la siguiente
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Exposición de Motivos

Los seres humanos nacemos con grandes cualidades y una
de ellas es la de ayudar a otros. Cuando hablamos de donar
nuestros órganos, hablamos de ayudar a salvar una vida.

La decisión de ayudar a otros, donando órganos o tejidos se
dificulta desafortunadamente, cuando dejamos que la duda,
la desinformación y los miedos compliquen nuestra deci-
sión.

Todos los seres humanos nacemos con la cualidad de dar,
donar un órgano o tejido a quien lo necesita, es un acto de
dar vida. Un solo donante puede salvar y mejorar las con-
diciones de vida de más de 50 personas, donando órganos
como riñones, corazón, hígado, pulmones y páncreas, entre
otros, y tejidos como córneas, huesos, piel, tendones y vál-
vulas del corazón.

Actualmente, hay miles de personas en nuestro país y en el
mundo que para seguir viviendo o mejorar su calidad de vi-
da necesita un trasplante, y la realidad es que la lista de es-
pera para recibir órganos y tejidos sigue creciendo. La úni-
ca manera de resolver la escasez de órganos para trasplante
es ser donante; cuanto más donante haya, mayor será el nú-
mero de vidas que pueden salvarse.

El trasplante es un tratamiento médico muy complejo, me-
diante el cual se reemplaza un órgano vital o un tejido en-
fermo sin posibilidad de recuperación, por otro sano.

Para que un trasplante llegue a realizarse se precisa de alta
tecnología médica y fundamentalmente de la solidaridad
de la sociedad con sus donaciones, ya que sin donaciones
de órganos, no hay trasplantes. Más de 50 por ciento de los
pacientes con falla crónica y terminal de algún órgano cu-
ya única oportunidad era esta cirugía hoy día fallecen en
nuestro país. 

Son donantes potenciales, por ejemplo, las personas que
sufren un grave daño en el sistema nervioso. Una vez diag-
nosticada la muerte cada minuto es vital para que los órga-
nos sigan siendo aptos para un trasplante.

La realización exitosa de un trasplante depende de una gran
cantidad de factores, entre otros, la compatibilidad inmu-
nológica entre receptor y donante, y la infraestructura hos-
pitalaria. Todo ello se encuentra contemplado en la Ley
General de Salud, que regula dicha actividad.

Cualquier persona mayor de 18 años, en pleno uso de sus
derechos y facultades, puede expresar en vida su voluntad
de ser donante de órganos y tejidos mediante la firma de un
acta de donación. Es importante que la familia tenga cono-
cimiento de esta decisión porque en el momento del falle-
cimiento será consultada. La expresión de voluntad de ser
donante de órganos, de tejidos o de ambos siempre es re-
vocable.

La donación de órganos en México es un tema nuevo, y es-
tá en proceso de aceptación cultural.

En el proceso de donar existen varios aspectos médicos,
sociales, psicológicos, legales, y otros más. Se unen estas
disciplinas para un solo fin, salvar una vida. 

La donación de órganos y tejidos es dar algo de sí mismo a
otra persona, y esto sólo es posible actualmente, con la
aprobación de las personas que están dispuestas a donar a
quien espera pacientemente la oportunidad.

El trasplante de órganos, tejidos, y células se presenta co-
mo una oportunidad invaluable para aquellos pacientes con
padecimientos crónicos degenerativos cuya consecuencia
es la insuficiencia de algún órgano, y en la mayoría de los
casos un trasplante es la única opción de corregir la falla y
por supuesto conservar la vida.

Un donante es quien toma la decisión de donar sus órganos,
tejidos o ambos después de la vida y sólo en circunstancias
especiales donar en vida. Puede revocar su decisión y ele-
gir no hacerlo, pero tienen que informarlo. Es importante
que la familia lo sepa, pues ellos serán sus portavoces.

Tenemos que, por ejemplo, por paro cardiaco se pueden do-
nar tejidos como hueso, piel, córneas, tendones, válvulas
cardiacas, cartílago y vasos sanguíneos arteriales y venosos.

Por muerte cerebral, se pueden donar corazón, pulmón, hí-
gado, riñones, intestino, páncreas y los tejidos menciona-
dos anteriormente.

En vida se puede donar segmentos de pulmón, de hígado,
de páncreas e intestino; además riñón y médula ósea.

En vida pueden ser donadores hombres entre 18 y 60 años,
aunque han existido donadores de más de 60 años que se
encontraron en buen estado de salud y fueron aceptados,
pero en este caso se debe tener un parentesco por consan-
guinidad, afinidad o civil.



Después de la vida, se consideran a personas de entre 2 me-
ses a 90 años de edad, claro que la donación va a depender
de la valorización de los médicos si existen tejidos u órga-
nos sanos. En el caso de los menores de edad podrán donar
tejidos músculo-esquelético y córnea, en tanto sea autori-
zado por los padres del menor.

Los trasplantes de tejidos iniciaron desde el siglo XIX, y
día a día se han venido convirtiendo en una mejor herra-
mienta para el manejo complementario de pacientes con
quemaduras, tumores y lesiones oculares producto de acci-
dentes ó secuelas de cirugía.

Con relación a los órganos, la actividad es más joven ya
que el primer trasplante renal exitoso entre humanos en el
mundo, se llevó a cabo en 1953 en la Cleveland Clinic y
desde entonces se han venido desarrollando los programas
de trasplante hepático, pancreático, cardíaco y pulmonar,
eso sin contar con que en los últimos años se están reali-
zando trasplantes multiorgánicos en un solo paciente y en
la misma cirugía. Sin embargo, ésta es solamente la punta
del iceberg en una cadena de actividades que culmina con
un trasplante exitoso y que una persona vuelva a nacer.

La razón es que el proceso de trasplante comienza mucho
antes y significa entrar en un terreno desconocido para la
mayoría de nosotros y es algo que llamamos cultura de do-
nación de órganos y tejidos con fines de trasplante.

Estamos acostumbrados culturalmente, a rendirle culto a la
muerte pero no a la vida y eso significa que por diferentes
razones como desconocimiento del tema, tabúes, creencias
religiosas y costumbres, no estamos relacionados con do-
nación y trasplantes.

Los trasplantes de órganos pueden ser de donante vivo o
cadavérico. Actualmente de donante vivo se realizan todos
excepto de corazón, y todos se pueden realizar de donante
cadavérico, pero a pesar de haber fallecimientos diarios,
como no hemos sido educados en la cultura del trasplante,
los órganos terminan descomponiéndose o cremados.

La muerte puede llegar legalmente por dos caminos, el pri-
mero es que el corazón pare de manera irreversible y el se-
gundo es que el cerebro muera (por un trauma, tumor, in-
fección o hemorragia cerebral) que es conocido como
muerte cerebral o muerte encefálica.

La diferencia está en que al morir, a causa de muerte cere-
bral, algunos órganos conservan autonomía de funciona-

miento temporalmente, y en pocas horas dejan de funcio-
nar sin importar lo que se haga para impedirlo.

La muerte cerebral es diferente al coma y al estado vegeta-
tivo, ya que en estas dos últimas uno está vivo y con algu-
na posibilidad de recuperación, mientras que la muerte ce-
rebral es desafortunadamente irreversible.

Una vez que los especialistas han hecho el diagnóstico de
muerte cerebral, es el único momento en que se pueden ex-
traer los órganos para que puedan ser utilizados con fines
de trasplante.

Si se deja pasar ésta valiosa oportunidad, los órganos se co-
agulan por dentro y a pesar de utilizarlos, nunca van a fun-
cionar lo que puede significar la muerte para la persona que
lo recibe.

Tomando en cuenta el aspecto religioso, podemos mencio-
nar que casi ninguna religión se opone actualmente a la do-
nación y los trasplantes; y permiten que sea una libre deci-
sión de sus feligreses sin que ello signifique que incurran
en alguna falta.

El catolicismo, por ejemplo, se ha manifestado pública-
mente, a través de la Encíclica a la Vida, en la que Juan Pa-
blo II se refiere a la donación y los trasplantes como el ac-
to de amor más grande que puede hacer un ser humano.

El tema de la muerte es un tema tabú, hasta al interior de
nuestros hogares y esto nos impide hablar con tranquilidad
de ello con nuestros familiares y contarles nuestra decisión
con relación a la donación y los trasplantes.

Finalmente, el temor a la mutilación y a las deformidades
por ser donantes no debe existir, ya que el procedimiento
es realizado por especialistas en trasplantes, en salas de ci-
rugía con todas las normas exigidas por ley, y se reempla-
zan los tejidos extraídos por prótesis que hace práctica-
mente imposible saber si uno fue o no donante.

Desde el punto de vista jurídico, debemos buscar que se fa-
cilite la donación de un órgano o tejido en beneficio del
prójimo, asimismo, la normatividad debe favorecer los
procesos científicos y evitar el tráfico lucrativo de órganos
y los abusos experimentales.

Es muy importante que conozcamos todo lo que significa
trasplante de órganos y tejidos ya que el tener claridad con
lo que significa esto y el beneficio que puede generar, nos
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permite tomar la mejor decisión que es “dar vida después
de la vida”.

Por lo expuesto, diputados del Grupo Parlamentaria de
Movimiento Ciudadano someten a su consideración la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 320, 324 y
334  de la Ley General de Salud

Primero. Se reforma el artículo 320 de la Ley General de
Salud, para quedar como sigue:

Artículo 320. Toda persona es disponente de su cuerpo y
podrá donarlo total o parcialmente y será considerada por
la ley donante de órganos y tejidos para trasplante en el
momento de su fallecimiento, para los fines y con los re-
quisitos previstos en el presente título.

Segundo. Se reforma el artículo 324 de la Ley General de
Salud, para quedar como sigue:

Artículo 324. Habrá consentimiento tácito del donante
cuando no haya manifestado su negativa a que su cuerpo o
componentes sean utilizados para trasplantes y cuando no
exista negativa de alguna de las siguientes personas: el o la
cónyuge, el concubinario, la concubina, los descendientes,
los ascendientes, los hermanos, el adoptado o el adoptante,
conforme a la prelación señalada.

El escrito por el que la persona exprese no ser donador, po-
drá ser privado o público y deberá estar firmado por éste, o
bien, la negativa expresa podrá constar en alguno de los
documentos públicos que para este propósito determine la
Secretaría de Salud en coordinación con otras autoridades
competentes.

Las disposiciones reglamentarias determinarán la forma
para obtener dicho consentimiento.

Tercero. Se reforma la fracción II del artículo 334 para
quedar como sigue:

Artículo 334. Para realizar trasplantes de donantes que ha-
yan perdido la vida, deberá cumplirse lo siguiente:

I. ...

II. No existir negativa expresa o revocación del consen-
timiento tácito del disponente o su familia, para la do-
nación de sus órganos y tejidos; y 

La autoridad deberá verificar la veracidad de dicho
consentimiento y, en su caso, denunciar ante la auto-
ridad competente cualquier irregularidad.

III. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 2013.—
Diputado Ricardo Monreal Ávila (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. 

LEY DE LA COMISION NACIONAL
DE LOS DERECHOS HUMANOS

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones de la Ley de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos, a cargo de la diputada Miriam Cárdenas
Cantú, del Grupo Parlamentario del PRI

La que suscribe, Miriam Cárdenas Cantú, diputada de la
LXII Legislatura e integrante de la Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, en ejercicio de las
facultades que le confiere el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
conforme lo dispuesto en los artículos 6, numeral 1, frac-
ción I; y 77, numeral 1, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, presenta a consideración del pleno iniciativa
con proyecto de decreto con arreglo a la siguiente

Exposición de Motivos

La reforma constitucional de junio de 2011 en materia de
derechos humanos, por sus importantes alcances en benefi-
cio de quienes habitamos este país, constituye sin duda,  la
reestructura más relevante que se haya realizado a la Cons-



titución Política de los Estados Unidos Mexicanos en el
México contemporáneo. 

Las disposiciones que, con motivo de esa reforma fueron
incorporadas al texto constitucional,  definen un nuevo
marco de reconocimiento y garantía de los derechos inhe-
rentes a la naturaleza y dignidad de las personas y, su apli-
cación traerá a corto plazo la transformación entera de la
forma de operar de los poderes públicos en todos los nive-
les de gobierno, pero sobre todo, una modificación sustan-
cial para las personas que habitan en el territorio nacional,
cuya esfera de derechos se fortalece bajo estándares inter-
nacionales sin precedentes en el ordenamiento jurídico me-
xicano.

Aunado a lo anterior, con la modificación citada se fortale-
ció a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos en
diversos aspectos y, de entre ellos,  resulta conveniente
destacar dos cuya reglamentación resulta necesaria para
fortalecer su marco de actuación. 

El primero se refiere al traslado a este organismo nacional
de la facultad de investigación de violaciones graves a los
derechos humanos que, en origen, el constituyente de 1917
encomendó a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. La
decisión del constituyente permanente de trasladar esta
facultad a la Comisión Nacional, no la convierte en una
atribución ordinaria ni la fusiona con el procedimiento de
queja. 

Lo anterior porque esa facultad de investigación tiene su
propia naturaleza y características delineadas por la histo-
ria constitucional, por tratarse de una atribución de natura-
leza extraordinaria si se analizan los entes que pueden  so-
licitarla, los Poderes Ejecutivo y Legislativo Federal y sus
pares de las entidades federativas, además como respuesta
institucional ante una situación de crisis.

Sin duda, no se trata de una atribución ordinaria que forme
parte del devenir diario de la Comisión, sino que requiere
ser instada y ejercida en momentos extraordinarios o de
crisis que se traduzcan en una violación grave a los dere-
chos humanos, y que trastoquen los fundamentos del Esta-
do, requiriendo una respuesta puntual y contundente. La
prudencia en su ejercicio es una nota tradicional, en tanto
que la misma significa adquirir un compromiso fundamen-
tal ante la sociedad de realizar una investigación rápida y
exhaustiva, que brinde certeza a la colectividad y abone al
ejercicio del derecho a la verdad en hechos polémicos o de

difícil aclaración que hayan conmocionado a la opinión pú-
blica.

El segundo aspecto a regular se refiere a la nueva facultad
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos de so-
licitar la comparecencia ante el Senado de la República o,
en sus recesos, ante la Comisión Permanente, de los servi-
dores públicos que se nieguen a aceptar sus recomendacio-
nes o bien, que se nieguen a cumplirlas. 

Cabe mencionar que ambas facultades fueron ejercidas por
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos a escasos
meses de la entrada en vigor de la citada reforma constitu-
cional; esto nos lleva a considerar que su reglamentación
legal sea una situación que resulta importante acometer, a
fin de dar plena efectividad a dicha reforma.

Por lo que se refiere al ejercicio de la facultad de investi-
gación, debe tomarse en cuenta que en el procedimiento de
reforma constitucional se discutió si el Consejo Consultivo
de la Comisión Nacional debía intervenir en el ejercicio de
dicha facultad, sin embargo, esta situación no generó un
consenso entre las Cámaras de Diputados y de Senadores,
pero dejó en claro que la intervención del Consejo Consul-
tivo es una decisión de índole constitucional, y mientras és-
ta no sea tomada, la facultad debe ser ejercida, sin lugar a
dudas, por el presidente de la Comisión Nacional, en tanto
que a éste corresponde el ejercicio de sus principales fa-
cultades y, especialmente, de aquellas de índole constitu-
cional como es la acción de inconstitucionalidad.

Es por lo tanto objeto de esta propuesta esclarecer dicha si-
tuación, atendiendo, además a la circunstancia de que la ac-
tuación de la Comisión Nacional de Derechos Humanos en
los temas que implican las violaciones graves a derechos
humanos, debe tener como eje rector la inmediatez, celeri-
dad, eficiencia y acción expedita que exigen los casos de
extrema gravedad de los que trata el texto constitucional.

También conviene reflexionar en que si bien la facultad de-
be ejercerse, por regla general, en los casos en que se inste
por los órganos legitimados, existe un margen de decisión
que corresponde al presidente de la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos, quien deberá motivar, en su caso,
las razones por las cuales determina procedente o, en su ca-
so, improcedente el ejercicio de la facultad.

Por lo que se refiere a la regulación del procedimiento que
debe regir la facultad de investigación, es preciso recordar
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que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos cuen-
ta ya en su ley y reglamento con disposiciones que regulan
el procedimiento ante la misma, así como las reglas sobre
la emisión y cumplimiento de recomendaciones, las cuales
pueden aplicarse, en lo general, al ejercicio de la facultad
de investigación. Sin embargo, en razón de la naturaleza
constitucional de esa facultad, resulta necesario regular al-
gunas cuestiones específicas, por lo que se propone en es-
ta iniciativa adicionar a la Ley de la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos  un Título VII.

En las reglas específicas que propongo para regular el ejer-
cicio de esa facultad, se establecen obligaciones para las
autoridades, incluyendo la de enviar toda la información
requerida durante la investigación, aún la que tenga el ca-
rácter de reservada o confidencial, y, en contrapartida, se
prevé la obligación de los servidores públicos de la Comi-
sión Nacional de tratarla bajo la más estricta confidenciali-
dad. 

También se establece la facultad del presidente, de citar a
cualquier servidor público cuya presencia sea necesaria pa-
ra esclarecer los hechos que originaron la investigación. Al
respecto, resulta conveniente indicar que el ejercicio de la
facultad de investigación por violaciones graves a derechos
humanos, requiere la comparecencia personal de los titula-
res de los poderes u órganos involucrados o de cualquier
servidor público, a fin de que estos contribuyan al esclare-
cimiento de los hechos y a la misión constitucional de la
Comisión Nacional.

Asimismo, resulta adecuado establecer que uno de los re-
sultados de la facultad de investigación puede ser la solici-
tud del incoamiento de juicios políticos contra los servido-
res públicos responsables. 

Ello es así en razón de que la armonía entre los distintos
procedimientos constitucionales exige que, de ser el caso,
tanto las Cámaras de Diputados y Senadores como las Le-
gislaturas de los Estados, den curso de manera inmediata a
aquella solicitud, a fin de que los controles constituciona-
les que establece nuestra Constitución operen en plenitud,
en tanto que la demostración de una violación grave a de-
rechos humanos, exige que se finquen responsabilidades
políticas. 

En el caso de los gobernadores de los estados, diputados
locales, magistrados de los Tribunales Superiores de Justi-
cia locales y, en su caso, los miembros de los Consejos de
las Judicaturas locales, se considera que la emisión de la

recomendación por violaciones graves a derechos humanos
actualiza por sí el supuesto de gravedad a que se refiere el
segundo párrafo del artículo 110 constitucional, sin que sea
necesario otro pronunciamiento para colmar este requisito
de procedibilidad.

Por cuanto se refiere a la facultad de la Comisión Nacional
de solicitar la comparecencia ante el Senado de la Repúbli-
ca o, en sus recesos, ante la Comisión Permanente, a los
servidores públicos que se nieguen a aceptar las recomen-
daciones que emita o bien, que se nieguen a cumplirlas, se
propone la adición de un Título VIII.

Las experiencias de la aplicación de esa atribución denotan
la necesidad de dotar de reglas claras al procedimiento co-
rrespondiente en este rubro, a fin de que la reforma consti-
tucional no se vuelva letra muerta y de que las autoridades
cumplan a plenitud con la obligación de respetar los dere-
chos humanos que les impone el artículo 1 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la
protesta que han rendido en términos del artículo 128 cons-
titucional.

Por ello, tomando como base lo dispuesto por el tercer pá-
rrafo del artículo 46 recientemente reformado, en esta ini-
ciativa se precisa que ante la Cámara de Senadores debe re-
alizarse la comparecencia y, en el caso de que se trate de
recomendaciones derivadas de la facultad de investigación
de violaciones graves a derechos humanos, la comparecen-
cia forzosamente deberá realizarse ante el Pleno del Sena-
do de la República.

Si bien las recomendaciones no son vinculatorias per se,
queda claro que el proceso previsto en el artículo 102,
Apartado B, de la Constitución Federal, no puede tomarse
a la ligera. Si una autoridad persiste en su negativa después
de comparecer ante la Cámara de Senadores y subsiste la
determinación de la insuficiencia de fundamentación y mo-
tivación de la negativa, se considera necesario definir co-
mo conducta objeto de responsabilidad de un servidor pú-
blico esta circunstancia, por lo que la reiteración de dicha
conducta se sancionará conforme a lo establecido en el Tí-
tulo IV, Capítulo II de la ley, mismo que establece que las
autoridades y servidores públicos serán responsables penal
y administrativamente de conformidad con las disposicio-
nes constitucionales y legales aplicables.

En virtud de lo anteriormente expuesto, con fundamento en
los artículos 71, fracción II de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y conforme a lo dispuesto



por los artículos 6, numeral 1, fracción I; y 77, numeral 1
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a con-
sideración de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan di-
versas disposiciones de la Ley de la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos

Artículo Único. Se reforma la fracción X del artículo 15;
se deroga el párrafo tercero, y sus incisos, del artículo 46
de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos y se adiciona el Título VII denominado Del ejercicio
de la facultad de investigación de violaciones graves a de-
rechos humanos, así como el Título VIII, denominado Del
procedimiento para la comparecencia de los servidores pú-
blicos que no acepten o se nieguen a cumplir las recomen-
daciones, que comprenden del  artículo 77 al 83,  a la cita-
da ley  para quedar como siguen:

Artículo 15. …

I a IX. …

X. Solicitar, en los términos previstos por esta ley a la
Cámara de Senadores o en sus recesos, a la Comisión
Permanente, o a las legislaturas de las entidades federa-
tivas, según corresponda, se llame a comparecer a las
autoridades o servidores públicos responsables para ex-
plicar el motivo de su negativa a aceptar o cumplir las
recomendaciones emitidas por la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos; 

XI a XII. …

Artículo 46. La Recomendación será pública y no tendrá
carácter imperativo para la autoridad o servidor público a
los cuales se dirigirá y, en consecuencia, no podrá por sí
misma anular, modificar o dejar sin efecto las resoluciones
o actos contra los cuales se hubiese presentado la queja o
denuncia. 

En todo caso, una vez recibida, la autoridad o servidor pú-
blico de que se trate informará, dentro de los quince días
hábiles siguientes a su notificación, si acepta dicha Reco-
mendación. Entregará, en su caso, en otros quince días adi-
cionales, las pruebas correspondientes de que ha cumplido
con la Recomendación. Dicho plazo podrá ser ampliado
cuando la naturaleza de la Recomendación así lo amerite. 

Derogado.

Título VII
Del ejercicio de la facultad de investigación 
de violaciones graves a derechos humanos 

Capítulo Único

Artículo 77. La Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos podrá investigar hechos que constituyan violaciones
graves de derechos humanos, cuando así lo juzgue conve-
niente o lo solicite el Ejecutivo Federal por conducto de la
Consejería Jurídica de la Presidencia, alguna de las Cáma-
ras del Congreso de la Unión, el gobernador de un estado,
el jefe de gobierno del Distrito Federal o las legislaturas de
las entidades federativas.

Corresponde al presidente de la Comisión Nacional la fa-
cultad de decidir, mediante acuerdo fundado y motivado, si
ha lugar o no a ejercer la facultad de investigación. La de-
terminación será informada al Consejo Consultivo y, de in-
mediato, al ente legitimado que haya instado su ejercicio.

Artículo 78. Serán aplicables al ejercicio de la facultad de
investigación a que se refiere este capítulo, en lo general,
las reglas previstas en el Título IV de esta ley, relativas al
procedimiento ante la Comisión Nacional, así como, en lo
conducente, las contenidas en su reglamento.

Artículo 79. Una vez acordado el inicio de la investiga-
ción, dicha determinación deberá ponerse en conocimiento
de las autoridades presuntamente responsables a través del
medio de comunicación más ágil posible.

En la misma comunicación, la Comisión Nacional les soli-
citará un informe respecto de los actos u omisiones que se
hayan determinado en el acuerdo de inicio de la investiga-
ción o de aquellos hechos íntimamente relacionados con
aquellos que motivaron su ejercicio. Dicho informe lo de-
berán presentar, por los medios que sean conveniente, en
un plazo máximo de siete días naturales contados a partir
de la fecha en que surta efectos la notificación, conside-
rando que se trata de una facultad extraordinaria. En situa-
ciones urgentes, el presidente podrá reducir dicho término
hasta por el plazo que estime conveniente en razón de la
gravedad del asunto.

Artículo 80. Todas las autoridades están obligadas a enviar
la información que les sea requerida en el curso de la in-
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vestigación, aun la reservada o confidencial. Los servido-
res públicos de la Comisión Nacional están obligados a tra-
tar la información que con tal carácter sea recibida guar-
dando la más estricta confidencialidad.

El presidente de la Comisión Nacional estará facultado pa-
ra citar a todos los servidores públicos que considere deban
comparecer ante la misma, a fin de esclarecer los hechos
que originaron el inicio de la investigación, incluyendo a
Secretarios de Estado, a los gobernadores de las Entidades
Federativas y al Jefe de Gobierno del Distrito Federal,
quienes estarán obligados a comparecer de manera perso-
nal, protestar decir verdad, y responder a todos los cuestio-
namientos que les sean realizados, pudiendo reservarse, en
los términos de las disposiciones aplicables, el derecho de
hacerlo por escrito.

Artículo 81. En las Recomendaciones que se emitan con
motivo del ejercicio de la facultad de investigación, la Co-
misión Nacional podrá presentar denuncia de juicio políti-
co ante la Cámara de Diputados o ante las legislaturas de
los estados, según corresponda. Las Cámaras de Diputados
y de Senadores o las legislaturas estatales deberán dar cur-
so de inmediato a la solicitud, y determinar a la brevedad,
respecto de la sustanciación del procedimiento. En el caso
de los servidores públicos referidos en el párrafo segundo
del artículo 110 constitucional, bastará con la emisión de la
Recomendación para que se inicie el procedimiento de jui-
cio político. 

En caso de que una Recomendación emitida en ejercicio de
esta facultad no sea aceptada o cumplida, la comparecencia
a que se refiere el Título VIII se hará invariablemente ante
el Pleno de la Cámara de Senadores.

Título VIII
Del procedimiento para la comparecencia 

de los servidores públicos que no acepten o se 
nieguen a cumplir las recomendaciones

Capítulo Único

Artículo 82. Cuando las recomendaciones emitidas no se-
an aceptadas o cumplidas, la autoridad o servidor público
de que se trate deberá fundar, motivar y hacer pública su
negativa.

Asimismo, la autoridad o el servidor público quedará obli-
gado a comparecer personalmente, en cuanto sea citado,
ante la Cámara de Senadores o, en sus recesos, ante la Co-

misión Permanente, salvo el caso a que se refiere el artícu-
lo 81, a efecto de explicar el motivo de su negativa

La comparecencia versará única y exclusivamente sobre
los motivos de la negativa de aceptar la recomendación o a
dar cumplimiento a aquéllas aceptadas y se extenderá el
tiempo que sea necesario para agotar el tema

Una vez concluida la sesión, se turnará al presidente de la
Comisión Nacional de Derechos Humanos copia de los do-
cumentos que hayan sido entregados por las autoridades.

Artículo 83. La Comisión Nacional determinará, previa
consulta con la Cámara de Senadores, en su caso, si la fun-
damentación y motivación presentadas por la autoridad o
servidor público que se hubiese negado a aceptar o a cum-
plir las recomendaciones emitidas, son suficientes, y hará
saber dicha circunstancia por escrito a la propia autoridad
o servidor público y, en su caso, a sus superiores jerárqui-
cos. 

Las autoridades o servidores públicos a quienes se les hu-
biese notificado la insuficiencia de la fundamentación y
motivación de la negativa, informarán dentro de los quince
días hábiles siguientes a la notificación del escrito referido
en el párrafo que antecede, si persisten o no en la posición
de no aceptar o no cumplir la recomendación.

Si persiste la negativa, la Comisión Nacional hará del co-
nocimiento público dicha circunstancia y podrá denunciar
ante el Ministerio Público o ante la autoridad administrati-
va que corresponda a los servidores públicos señalados en
la recomendación como responsables, procediendo confor-
me a lo dispuesto en el Título IV, Capítulo II de esta ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de abril de 2013.— Diputada
Miriam Cárdenas Cantú (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen. 



LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma los artículos 132 y 170 de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo de Ricardo Monreal Ávila y
suscrita por Ricardo Mejía Berdeja, diputados del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Ricardo Monreal Ávila y Ricardo Mejía Berdeja, integran-
tes de la LXII Legislatura del Congreso de la Unión y del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en el
6, fracción I, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
someten a la consideración del pleno de esta honorable
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se modifican diversas disposiciones de la Ley
Federal de Trabajo en relación con las licencias de paterni-
dad al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El trabajo es la actividad humana que transforma la natura-
leza y produce los bienes y servicios requeridos para satis-
facer las necesidades de la sociedad; por ello, es una de las
actividades más importantes que desarrollan hombres y
mujeres.

Históricamente, esta actividad se ha concebido con una re-
lación directa con la naturaleza, desde el inicio de la pro-
ducción económica social surgió una determinada división
del trabajo, en donde el hombre apareció como el provee-
dor de los bienes para la manutención del hogar y la mujer
como la responsable de las actividades dentro del hogar, di-
visión que se ha perpetuado hasta nuestros días.

Lo cierto es que el desarrollo de las sociedades ha llevado
aparejado un proceso de transformación de la división se-
xual del trabajo, abriendo un espacio cada vez más amplio
para las mujeres en el mercado laboral, pero quedando
prácticamente sin cambios la esfera familiar, pues los roles
de género en el ámbito familiar no han cambiado en la mis-
ma proporción que lo hace la participación de las mujeres
en la fuerza laboral.

Así pues, el trabajo como actividad humana ocupa un lugar
preponderante en la sociedad, no sólo por ser indispensable
para la producción de los bienes y servicios, sino porque
constituye un elemento sustantivo de pertenencia social,
pero a la vez también se convierte en un elemento de ex-
clusión y de discriminación.

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Ocupación y Em-
pleo (ENOE) del segundo trimestre del 2010, la tasa de
participación económica femenina (TPEF) ascendía a 42.5
por ciento y la masculina a 77.6 por ciento; para 2012 di-
chas tasas fueron de, 43.5 por ciento y 77.5 por ciento res-
pectivamente. En zonas de elevada marginación y rezago
social, la participación económica de las mujeres es cerca-
na al 20 por ciento.

Los resultados de la ENOE para el segundo trimestre de
2012 muestran que el 62 por ciento de las mujeres ocupa-
das se concentran en el sector terciario de la actividad eco-
nómica, 22 por ciento en el secundario y 16 por ciento en
el primario. El promedio de horas trabajadas a la semana
en el mercado laboral por parte de los hombres fue de 44.7
por ciento y en las mujeres de 37.1 por ciento, el ingreso
promedio por hora trabajada fue de 31.21 pesos para los
hombres y 30.73 pesos para las mujeres.

Un tipo de discriminación laboral contra las mujeres es por
razón de la maternidad que deriva de un hecho biológico
que pone en desventaja a las mujeres frente a los hombres
en el acceso al mercado laboral, pues los empleadores no
quieren contratar mujeres que tengan planes de embarazar-
se o que se encuentren en la edad de hacerlo, pues éstas por
ley deberán ausentarse del trabajo con cien por ciento de
sueldo y otras prestaciones.

La Convención sobre la Eliminación de todas las formas de
Discriminación contra la Mujer (CEDAW por sus siglas en
inglés), firmada y ratificada por México en fecha 17 de ju-
lio de 1980 y 23 de marzo de 1981 respectivamente, alude
a la discriminación laboral por razón de estado civil y ma-
ternidad, señalado en su artículo 11 de CEDAW establece
que:

…

2. A fin de impedir la discriminación contra la mujer por
razones de matrimonio o maternidad y asegurar la efec-
tividad de su derecho a trabajar, los Estados parte toma-
rán medidas adecuadas para:

a. Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido por mo-
tivo de embarazo o licencia de maternidad y la discri-
minación en los despidos sobre la base de estado civil;

b. Implantar la licencia de maternidad con sueldo paga-
do o con prestaciones sociales comparables sin pérdida
del empleo previo, la antigüedad o beneficios sociales;
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c. Alentar el suministro de los servicios sociales de apo-
yo necesarios para permitir que los padres combinen las
obligaciones para con la familia con las responsabilida-
des del trabajo y la participación en la vida pública, es-
pecialmente mediante el fomento de la creación y desa-
rrollo de una red de servicios destinados al cuidado de
los niños;

d. Prestar protección especial a la mujer durante el em-
barazo en los tipos de trabajos que se haya probado pue-
dan resultar perjudiciales para ella.

La reforma de junio de 2011, en materia de derechos hu-
manos, al artículo 1o. de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos otorga a los derechos fundamen-
tales derivados de los tratados internacionales rango
constitucional, si además atendemos al artículo 133 que ha-
bla de la jerarquía normativa no cabe duda que en nuestro
marco jurídico está plenamente reconocida la vigencia de
la CEDAW.

De acuerdo al manual de CEDAW publicado por la SRE,
los compromisos asumidos por el Estado de acuerdo al ar-
tículo 11.2 son: eliminar la discriminación en la esfera del
empleo, a fin de que las mujeres gocen de los mismos de-
rechos y oportunidades para elegir profesión y empleo, pa-
ra permanecer en él y gozar de todas las prestaciones de la
ley, así como garantizarles igual remuneración por trabajo
de igual valor; Impedir las discriminaciones por razones de
matrimonio o maternidad y prohibir bajo pena de sanciones
el despido por motivos de embarazo.

A partir de estos antecedentes, nos basaremos en la impor-
tancia de la adecuación de la legislación para este tema, pe-
se a la reciente reforma en materia laboral, aún sigue sien-
do fuertemente sexista, ya que según las normas laborales,
los padres no cuidan niños.

Hecho a todas luces contradictorio, pues de conformidad
con lo dispuesto por el artículo 4° constitucional ante la
ley, los hombres y las mujeres son considerados iguales, en
cuanto a oportunidades laborales y en cuanto a la manu-
tención, protección y educación de sus hijos, entonces de-
ben tener derechos similares en cuanto a la incapacidad la-
boral post parto, pues para lograr equidad de género, es
indispensable que se nivele en el ámbito laboral los dere-
chos de hombres y mujeres al cuidado de su familia y de su
hogar.

El Estado tiene el deber de intervenir para tratar de corre-
gir tal desigualdad pues de lo contrario las mujeres se ven
obligadas a decidir entre la disyuntiva de optar por tener
una vida familiar o una vida profesional, lo cual claramen-
te viola derechos fundamentales como el de igualdad, libre
desarrollo de la personalidad, autonomía reproductiva, et-
cétera.

Para dar cumplimiento a lo anterior se deben establecer
mecanismos relacionados con la igualdad de oportunidades
y no discriminación contra las mujeres como puede ser la
licencia de paternidad, la cual tiene por objetivo la distri-
bución de tareas en el hogar y del cuidado de los hijos, pa-
ra así buscar mayor participación del género masculino en
el trabajo de la casa y un mayor equilibrio en las responsa-
bilidades y atenciones que se requieren en una familia con
la llegada de un nuevo integrante.

En algunos países las licencias por paternidad existen des-
de hace décadas, pues con base en las mejores prácticas in-
ternacionales a través de la licencia de paternidad se ha
permitido que el hombre permanezca en el hogar después
del nacimiento de un hijo, recibiendo su salario íntegro, y
la mujer tener derecho a la ayuda en el hogar en este pe-
riodo de integración con un nuevo miembro en la familia,
así como continuar con su vida laboral.

Suecia fue el primer país que reglamentó la licencia por pa-
ternidad en el año 1974, Noruega y Finlandia la imple-
mentaron  dos años después. En España se aprobaron 30
días para la licencia de paternidad, en Inglaterra fue apro-
bada por seis meses completos, Canadá otorga 35 semanas,
Estados Unidos, dos semanas es la regla general, aunque en
cada Estado y en cada compañía se reglamente de una ma-
nera diferente, Venezuela desde 2007 otorga 14 días, Ecua-
dor desde 2009, otorgándola por 14 días; Brasil, Chile y
muy recientemente México la aprobaron por sólo 5 días.

Como podemos ver son muchos los países en los que ya se
implementa el permiso por paternidad, pero no en todos se
ha reglamentado de la misma manera.

La importancia de que el padre brinde apoyo a la madre
después del parto surge con motivo de la gran demanda fí-
sica que supone el nacimiento de un hijo la llegada de un
recién nacido, que sólo puede que sólo puede ser atravesa-
da con el apoyo del padre gracias al rol activo que ejercen
ellos en su función de padres.



Lo cierto es que la existencia de una licencia de paternidad
que no permita realmente cumplir con el objetivo de la
misma, como es el caso concreto de nuestro país, en el que
la temporalidad de 5 días por la que se ha reconocido no
prescribe las conductas violatorias de derechos tanto de la
mujer porque refuerza el estereotipo de que son ellas las
encargadas de cuidar del hogar y la familia; como del hom-
bre porque les prescribe que son ellos los encargados de
proveer y no deben descuidar su trabajo.

Por lo expuesto, sometemos a consideración de esta hono-
rable Cámara de Diputados el siguiente

Decreto por el que se reforma diversas disposiciones de
la Ley Federal del Trabajo

Único. Se reforma la fracción XVII Bis del artículo 132 y
la fracción II del artículo 170 de la Ley Federal del Traba-
jo, para quedar como sigue: 

Artículo 132. Son obligaciones de los patrones:

…

XXVII Bis. Otorgar licencia de paternidad de seis se-
manas posteriores al parto con goce de sueldo, a los
hombres trabajadores, por el nacimiento de sus hijos y
de igual manera en el caso de la adopción de un infante,
que podrán ejercerse de la manera continua o como és-
te decida durante las nueve semanas posteriores al naci-
miento.

…

Artículo 170. Las madres trabajadoras tendrán los siguien-
tes derechos:

…

II. Disfrutarán de una licencia de seis semanas anterio-
res y seis posteriores al parto que serán ejercidas de
manera continúa o como ésta lo prefiera dentro de
las nueve semanas posteriores al nacimiento;

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 9 días del mes de
abril de 2013.— Diputado Ricardo Monreal Ávila (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen. 

CONSTITUCION POLITICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 74 y 89 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
de la diputada Loretta Ortiz Ahlf, del Grupo Parlamentario
del PT

Loretta Ortiz Ahlf, diputada federal de la LXII Legislatura,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo
en la Cámara de Diputados, con fundamento en lo dispues-
to por el artículo 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artí-
culos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, someto a consideración de esta Soberanía, la
presente Iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona la fracción III, actualmente derogada, al artículo
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74 y se adiciona la fracción XVII, actualmente derogada, al
Artículo 89 ambos de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La inmunidad jurisdiccional y de ejecución del Estado pue-
de definirse como el atributo de todo Estado soberano, que
impide que otros Estados ejerzan jurisdicción o actos de
ejecución, en relación a los actos que realice un Estado en
ejercicio de su potestad soberna, o bien sobre los bienes de
los cuales es titular o utiliza en ejercicio de dicha potestad
soberana.

La práctica mexicana se caracteriza por reconocer dicha in-
munidad de que gozan los Estados extranjeros, de acuerdo
con las normas del Derecho Internacional Público en la
materia. Esta inmunidad se concede por todos los actos que
realice un Estado extranjero en el ejercicio de su potestad
estatal, además de comprender los bienes de los cuales di-
chos Estados son titulares y utilicen en ejercicio de tal po-
testad.

El Estado Mexicano no concede la inmunidad jurisdiccio-
nal en los siguientes casos:

1. Demandas en que el Estado extranjero demandado,
voluntaria y expresamente acepte o haya aceptado la ju-
risdicción del tribunal nacional que conozca la causa.

2. Demandas en que el Estado extranjero no invoque ex-
presamente su inmunidad.

3. Demandas entabladas por el Estado extranjero ante
un tribunal nacional.

4. Demandas que no se refieren a actividades desempe-
ñadas por el Estado extranjero en el ejercicio de su po-
testad soberna, sino aquellos propios de una persona pri-
vada; por ejemplo, actividades esencialmente
mercantiles o civiles, demandadas en el territorio nacio-
nal, etc.

5. No se concede la inmunidad a los Estados extranjeros
que en litigios presentados ante sus tribunales, no reco-
nozcan en reciprocidad la inmunidad jurisdiccional del
Estado mexicano.

Como puede observarse, la postura adoptada por México
es restrictiva, por cuanto establece excepciones a la regla

general de inmunidad y además requiere, para ser recono-
cida, que al Estado Mexicano se le haya dado un trato re-
cíproco.

La falta de regulación internacional sobre el tema de inmu-
nidad jurisdiccional del Estado ha ocasionado que varios
países regulen el tema en el ámbito interno, en el caso de
México no sólo carecemos de una ley sobre la materia, si-
no lo que es peor aún, no se ha regulado la renuncia de la
inmunidad de jurisdicción y de ejecución que corresponde
al Estado Mexicano, dicha falta de regulación ha permitido
que organismos descentralizados o autónomos como Pe-
mex y el Banco de México celebren contratos o acuerdos
en virtud de los cuales se somete el Estado mexicano a tri-
bunales extranjeros en caso de incumplimiento de los mis-
mos y queden afectos a procedimientos de ejecución bienes
pertenecientes a la Nación, los cuales pueden ser objeto de
embargo y medidas de ejecución.

En razón de los riesgos que conlleva el acto de renuncia de
inmunidad de jurisdicción y de ejecución, se requiere por
lo menos de la intervención personal del Presidente de la
República y de la aprobación de las dos terceras partes de
la Cámara de Diputados.

Cabe señalar que en varias ocasiones el gobierno del Mé-
xico ha renunciado o renuncia a la inmunidad que le co-
rresponde al Estado en los contratos y tratados en materia
de deuda externa, aceptando someterse a la jurisdicción de
tribunales extranjeros y la ejecución de dichas sentencias
sobre las reservas monetarias o bienes pertenecientes al Es-
tado Mexicano. De igual forma, en diversos instrumentos
formalizados por Petróleos Mexicanos se incluyen clausu-
las en virtud de las cuales no sólo se somete al Estado Me-
xicano a tribunales extranjeros, sino que también se acepta
la ejecución de las sentencias que dicten dichos tribunales
sobre bienes pertenecientes a la Nación.

Por las consideraciones antes expresadas y con fundamen-
to en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, someto a consideración de
esta soberanía, la presente iniciativa con proyecto de 



Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Primero: Se adiciona la fracción III, actualmente deroga-
da, al Artículo 74 y se adiciona la fracción XVII, actual-
mente derogada, al Artículo 89 ambos de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar co-
mo siguen:

Decreto

Artículo 74. Son facultades exclusivas de la Cámara de
Diputados:

I. a II. …

III. Aprobar por las dos terceras partes de los Dipu-
tados presentes la renuncia a la inmunidad de juris-
dicción o ejecución que corresponde a los Estados
Unidos Mexicanos.

IV. a VIII. …

Artículo 89: Las facultades y obligaciones del Presidente
son las siguientes:

I. a XVI. …

XVII. Renunciar a la inmunidad de jurisdicción y
ejecución que corresponde a los Estados Unidos Me-
xicanos, previa aprobación de las dos terceras partes
de los presentes de la Cámara de Diputados de con-
formidad con el Artículo 74, fracción III de esta
Constitución.

XVIII. a XX. …

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro; a los nueve días del mes
de abril del año dos mil trece.— Diputada Loretta Ortiz Ahlf (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen. 

LEY ORGANICA DE LA PROCURADURIA
DE LA DEFENSA DEL CONTRIBUYENTE

«Iniciativa que reforma el artículo 25 de la Ley Orgánica
de la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente, a car-
go de María Sanjuana Cerda Franco y suscrita por Rosen-
do Serrano Toledo, diputados de los Grupos Parlamenta-
rios de Nueva Alianza y del PRD, respectivamente

Los suscritos, María Sanjuana Cerda Franco del Grupo
Parlamentario de Nueva Alianza, y Rosendo Serrano Tole-
do del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, ambos diputados integrantes de la LXII Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, en ejercicio de la facultad conferida en la fracción
II del artículo 71, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y de conformidad con lo dispuesto en
los artículos 6, fracción I, numeral 1, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someten a la considera-
ción del pleno de la honorable Cámara de Diputados la pre-
sente iniciativa que adiciona un sexto párrafo al artículo 25
de la Ley Orgánica de la Procuraduría de Defensa del Con-
tribuyente, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

La Procuraduría de la Defensa del Contribuyente (Prode-
con) surge de la necesidad de fortalecer la relación entre las
autoridades fiscales y los contribuyentes, creando un espa-
cio neutral de encuentro, acuerdos y confianza mutua.

La Prodecon tiene por objetivo proteger los derechos y ga-
rantías de los contribuyentes, mediante la asesoría, repre-
sentación y defensa; así como la recepción de quejas y emi-
sión de recomendaciones en materia fiscal; además de otras
importantes facultades como son la identificación de los
problemas endémicos del sistema, celebrar reuniones pe-
riódicas con las asociaciones empresariales y profesiona-
les, con síndicos y contribuyentes organizados, a las que
deberán acudir las autoridades fiscales de alto nivel; pro-
poner medidas correctivas; interpretar normas tributarias a
petición del Sistema de Administración Tributaria (SAT);
fomentar la cultura contributiva, al igual que acudir ante la
Comisión de Hacienda y Crédito Público de la Cámara de
Diputados con propuestas de modificación a las normas
fiscales. 

La Prodecon surge por decreto de ley publicado en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 4 de septiembre de 2006, el
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cual fue impugnado por el procurador general de la repú-
blica ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación me-
diante la acción de inconstitucionalidad 38/2006 resuelta el
16 de mayo de 2008, por lo que la ley fue publicada con sus
últimas reformas el 7 de septiembre de 2009.

El 28 de abril de 2011 de una terna propuesta por el titular
del Ejecutivo federal fue electa por el Senado de la Repú-
blica la licenciada Diana Bernal Ladrón de Guevara como
primer Ombudsman fiscal del país. A partir del nombra-
miento de la procuradora, y de conformidad con su ley or-
gánica la procuraduría, contó con 120 días para entrar en
funciones, por lo que el 1 de septiembre de 2011 la Prode-
con abrió sus puertas al público.

Con fecha 29 de marzo de 2011, el senador Alfonso Elías
Serrano, presentó iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos y de la Ley
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Ser-
vidores Públicos. En dicha iniciativa se expone que uno de
los principales obstáculos de la institución del Ombudsman
en nuestro país es la percepción arraigada en el poder pú-
blico de que las recomendaciones de estas instituciones,
son meros exhortos o simples opiniones con relación al ac-
tuar de una autoridad o funcionario del estado.

Esta particularidad se ha convertido en México en un im-
portante obstáculo para que estos organismos se constitu-
yan como auténticos defensores del ciudadano en contra de
los abusos y violaciones a los derechos fundamentales por
parte de los gobiernos.

En los últimos tiempos el derecho constitucional mexicano
ha sido sujeto de modificaciones, a raíz de la reforma del
10 de junio de 2011, a través de la cual se hace un recono-
cimiento expreso en el artículo 1 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos de que las personas
gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta
Constitución y en los tratados internacionales de los que el
Estado mexicano sea parte, así como de las garantías para
su protección, se fortaleció el marco normativo de los de-
rechos fundamentales en México.

En materia tributaria, el fundamento de los derechos hu-
manos, viene dado por el artículo 31, fracción IV de la ley
fundamental que establece los principios rectores del siste-
ma contributivo, y la sujeción inminente a los principios de
proporcionalidad y equidad, mismos que tienen su origen
desde la Declaración de los Derechos del Hombre y del

Ciudadano, de 1789, que en sus artículos 13 y 14, esbozan
dichos principios y a la letra de la ley dispone:

Artículo 13o. Para el mantenimiento de la fuerza públi-
ca y para los gastos de administración es indispensable
una contribución común: debe ser igualmente repartida
entre todos los ciudadanos en razón a sus posibilidades.

Artículo 14o. Todos los ciudadanos tienen el derecho de
verificar por sí mismos o por sus representantes la necesi-
dad de la contribución pública, de aceptarla libremente, de
vigilar su empleo y de determinar la cuota, la base, la re-
caudación y la duración.

En virtud de lo anterior, surge la necesidad de seguir fo-
mentando la función de la Prodecon en cuanto a garantizar
el derecho de los contribuyentes a recibir justicia en mate-
ria fiscal en el orden federal, a través de la prestación de los
servicios gratuitos de asesoría, representación y defensa;
velando por el cumplimiento efectivo de sus derechos, pa-
ra contribuir a propiciar un ambiente favorable en la cons-
trucción de una cultura de plena vigencia de los derechos
del contribuyente en nuestro país; así como en la recepción
de quejas, reclamaciones o emisión de recomendaciones
públicas a las autoridades fiscales federales, a efecto de
que se lleguen a corregir aquellas prácticas que indebida-
mente lesionan o les causan molestias excesivas o innece-
sarias a los contribuyentes.

A la fecha, se han hecho públicas 38 Recomendaciones
desde el 1 de septiembre de 2011, 6 durante dicho año y 32
durante 2012, de las cuales una tercera parte de las reco-
mendaciones han sido relativas a la inmovilización de
cuentas bancarias.

De acuerdo con los datos vertidos por la propia Prodecon,
nueve de las recomendaciones han sido aceptadas por las
autoridades a quienes se les han dirigido.

Entre los casos más destacables están las recomendaciones
3/2011 y 5, 19 y 29 de 2012.

Lo anterior muestra la excelente labor que ha tenido
la Prodecon, a prácticamente año y medio de entrar
en funciones. Sin embargo, debe subrayarse, que el
número de recomendaciones emitidas y no atendidas
se irá incrementando, por lo que consideramos nece-
sario fortalecer el sistema, para que se dé un mejor
cumplimiento a las recomendaciones o bien se funde
y motive el objeto del rechazo.



Con fecha 27 de abril de 2012, se hizo la declaratoria
de publicidad del dictamen de las Comisiones Unidas
de Derechos Humanos, y de la Función Pública, con
proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga
diversas disposiciones de la Ley de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos (LCNDH) y adicio-
na el artículo 8 de la Ley Federal de Responsabilida-
des Administrativas de los Servidores Públicos.

El mismo tuvo como efecto adecuar la LCNDH con la re-
forma constitucional en materia de derechos humanos, de
10 de junio de 2011. De tal manera que se cumplimentara
los vacíos legales que se presentaban para su efectiva apli-
cación y que las reformas constitucionales se reflejaran en
beneficios reales para las personas en nuestro país.

Por lo tanto, la reforma tuvo como objeto promover, respe-
tar, proteger y garantizar los derechos humanos, de confor-
midad con los principios rectores de los derechos humanos,
consagrados en el artículo 1o. constitucional.

Argumentación

No podemos dejar de lado, el hecho de que la Prodecon
funge como ombudsman en materia fiscal. Esta figura
de defensor del ciudadano fue instituido en Suecia hace
doscientos años. El vocablo significa: agente, vocero,
abogado o consejero legal, gestor, procurador, repre-
sentante, mandatario o delegado de justicia: Es un fun-
cionario que investiga las quejas de los ciudadanos en el
sentido de que han sido injustamente tratados por al-
guna dependencia y que cuando encuentran la queja
justificada, le buscan el remedio.

En tal sentido, las recomendaciones que emite, si bien
no son obligatorias para las autoridades, tienen un pe-
so moral que obliga a la autoridad a su acatamiento.
Con base en el principio de imparcialidad del ombuds-
man y las características especializadas del dictamen
técnico jurídico que emite, sugieren cuáles deben ser las
acciones para enmendar el error o vicio, las sanciones
que deben imponerse y las medidas tendientes a que no
se produzcan violaciones similares en lo futuro.

El Grupo Parlamentario de Nueva Alianza es conscien-
te que de dar carácter vinculatorio a las recomendacio-
nes, se desnaturalizaría la figura del ombudsman en
materia fiscal. Empero, como legisladores, estamos lla-
mados a procurar los mecanismos legales para fortale-

cer dichas instituciones en protección de los derechos de
los gobernados.

Derivado de lo anterior se propone que la autoridad o
servidor público de que se trate deberá fundar, motivar y
hacer pública su negativa, y atender los llamados de la Cá-
mara de Diputados o en sus recesos la Comisión Perma-
nente, a comparecer ante dichos órganos legislativos, a
efecto de que expliquen el motivo de su negativa.

Lo anterior tiene una lógica innegable. En primer término,
se busca homologar la Ley Orgánica de la Procuraduría de
Defensa del Contribuyente, con la Ley de la Comisión Na-
cional de Derechos Humanos, para efecto de que la autori-
dad o servidor público, respondan ante la sociedad por el
desacato o incumplimiento de una recomendación emitida
por el ombudsman en materia de derechos humanos y en
materia de derechos del contribuyente.

Por otro lado, la única diferencia radica en que la autoridad
o servidor público renuente a acatar una recomendación de
la Prodecon, deberá atender los llamados de la Cámara ba-
ja, y no del Senado como está dispuesto por la CNDH. La
lógica de esto responde a dos factores de suma importan-
cia: el primero radica en que la Cámara de Diputados es en
la que realmente radica la representación de la soberanía
del pueblo, pues el Senado representa a las entidades fede-
rativas, y no directamente a los gobernados; por otro lado,
atendiendo al fundamento constitucional contenido en el
artículo 72 fracción H, que estable “La formación de las le-
yes o decretos puede comenzar indistintamente en cual-
quiera de las dos Cámaras, con excepción de los proyectos
que versaren sobre empréstitos, contribuciones o impues-
tos, o sobre reclutamiento de tropas, todos los cuales debe-
rán discutirse primero en la Cámara de Diputados”. Siendo
la Prodecon, el defensor en materia fiscal, y la Cámara de
Diputados, la cámara de origen en materia de contribucio-
nes, es imperioso, que sean ante dicha soberanía que la au-
toridad o servidor público del que se trate, funde y motive,
la razón para no acatar una recomendación, emitida por la
Prodecon.

El espíritu de esta reforma no radica en que la autoridad sea
constantemente llamada por la Cámara de Diputados a ex-
poner las razones de su negativa a acatar una recomenda-
ción, sino que lo que se busca es fortalecer el carácter de
las recomendaciones. Más importante aún, el propósito es
fomentar el estricto apego de la autoridad al principio de
legalidad consagrado en el artículo 16 constitucional, así
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como la garantía de audiencia estipulado en el artículo 14
del mismo ordenamiento, para efecto de que se dejen de
llevar a cabo violaciones a los derechos de los contribu-
yentes, y dejen de recurrir en carácter de agraviados ante la
Prodecon.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad de dipu-
tada federal del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza de
la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 6o. numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a conside-
ración del pleno de esta soberanía, la iniciativa con pro-
yecto de

Decreto por el que se adiciona un sexto párrafo al ar-
tículo 25 de la Ley Orgánica de la Procuraduría de De-
fensa del Contribuyente

Único. Se adiciona un sexto párrafo al artículo 25 de la Ley
Orgánica de la Procuraduría de Defensa del Contribuyente,
para que dar como sigue:

Artículo 25. ...
…
…
…
…

La autoridad o servidor público de que se trate deberá
fundar, motivar y hacer pública su negativa, y atender
los llamados de la Cámara de Diputados, o en sus rece-
sos la Comisión Permanente, a comparecer ante dichos
órganos legislativos, a efecto de que expliquen el moti-
vo de su negativa.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de abril de 2013.— Diputados:
María Sanjuana Cerda Franco, Rosendo Serrano Toledo (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

LEY GENERAL DE SALUD - 
CODIGO CIVIL FEDERAL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Salud y del Código Civil Federal, a
cargo de Ricardo Mejía Berdeja y suscrita por Ricardo
Monreal Ávila, diputados del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano

Los proponentes, Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monre-
al Ávila, integrantes del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, y 135 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someten a considera-
ción del pleno iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma la Ley General de Salud, adicionando los artí-
culos 71 Bis a 71 Quáter, y del Código Civil Federal los ar-
tículos 60, 360 y 370, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

Reconocida por la Organización Mundial de la Salud como
asunto de salud pública mundial, la infertilidad es una en-
fermedad del sistema reproductivo definido como la inca-
pacidad de lograr un embarazo clínico después de 12 me-
ses.

La infertilidad afecta cerca de un 1.5 millones de parejas.
Se calcula que 1 de cada 6 parejas padece problemas de
concepción y un porcentaje mínimo sabe que existen posi-
bilidades reales y accesibles para lograr la fecundación.

Sin embargo, el manejo de la infertilidad, es ahora más ágil
y eficiente debido a los significantes logros que se han ob-
tenido en los últimos años. En la actualidad, dentro del ám-
bito de la medicina de la reproducción, los términos infer-
tilidad y esterilidad se ocupan de manera indistinta para
hablar de pacientes que no pueden concebir.

De esa manera, esterilidad se define como la ausencia de
concepción luego de un año de relaciones sexuales sin pro-
tección. Esta problemática afecta a 1.5 por ciento de pare-
jas en México, sin posibilidad a tener descendencia.

Sin embargo, el desarrollo científico y tecnológico no, es
solo una herramienta útil para que las mujeres y hombres
puedan tener descendencia, sino coadyuvan a ejercer el de-
recho que tiene toda persona a participar en el progreso
científico y a los beneficios que resulten de él.



Uno de los principales avances científicos y tecnológicos
son los métodos de reproducción asistida, que han sido un
solución eficaz para combatir los problemas de salud más
importantes en la materia: la esterilidad e infertilidad, pero
también han hecho posible que los individuos cuenten con
alternativas de instituir una familia, y con ello su desarro-
llo personal pleno.

Sin duda, desde hace unas décadas la fecundidad y la ma-
ternidad han pasado a pertenecer al “orden médico”. La
concepción y la maternidad ya no dependen sólo del azar y
la incertidumbre. Los avances y descubrimientos científi-
cos y tecnológicos han posibilitado el desarrollo y utiliza-
ción de técnicas de reproducción asistidas como opcio-
nes a la esterilidad, algunas de ellas inimaginables hasta
hace muy poco tiempo. Entre estas “maternidades interve-
nidas”, la maternidad subrogada constituye en la actuali-
dad uno de los temas bioéticos de relevancia en el debate
público en algunos países como Inglaterra y Estados Uni-
dos. La aparición de estas nuevas tecnologías plantea nue-
vos retos éticos y nuevas respuestas socio-culturales para
los países latinoamericanos en materia de salud reproducti-
va.

En la reproducción asistida encontramos a la denominada
maternidad subrogada, que tiene la peculiaridad de agru-
par para su realización a varias técnicas de reproducción
asistida a la vez, dependiendo de la modalidad que se tra-
te, de esta manera podemos encontrar el uso de la insemi-
nación artificial, la fecundación in vitro, la implantación
del embrión en el útero, e incluso la manipulación embrio-
naria para corregir errores congénitos o para simplemente
seleccionar el sexo del nuevo ser.

Se denomina maternidad subrogada la gestación de sus-
titución o alquiler de útero al acto productor que genera el
nacimiento de un niño gestado por una mujer sujeta a un
pacto o compromiso mediante el cual debe ceder todos los
derechos sobre el recién nacido a favor de otra mujer que
figurará como madre de éste.

Para realizar esta técnica hay varias combinaciones de per-
sonas que pueden contribuir a la concepción y al naci-
miento; el bebé puede ser hijo biológico de la mujer en es-
tado gestacional, o ser fruto del óvulo de otra mujer
previamente fertilizada e implantado en el útero de la ges-
tante, mediante la técnica de transferencia de embriones, en
este segundo caso, la gestante no tiene ninguna conexión
genética con el bebé, siendo la madre biológica la donante
del óvulo.

La maternidad de sustitución admite las siguientes modali-
dades:

1. Subrogación tradicional; y 2. Subrogación gestacional.

Subrogación tradicional. La madre gestacional aporta
también su óvulo, pero el espermatozoide proviene del pa-
dre que solicita la subrogación o de un donante. El bebé es
concebido por medio de inseminación artificial o fecunda-
ción in vitro.

Subrogación gestacional. Cuando el óvulo y espermato-
zoide son aportados por la pareja que solicita la subroga-
ción. En estos casos, la mujer embarazada no tiene ningu-
na relación genética con el bebé, y se le conoce como
madre portadora o madre gestacional. Este embarazo se al-
canza mediante fecundación in vitro.

La maternidad subrogada también se subdivide en

3. Subrogación lucrativa; y 4. Subrogación altruista.

Subrogación lucrativa: Cuando la madre gestacional
ofrece llevar el embarazo acabo de una suma de dinero. En
este caso, las madres suelen trabajar por medio de una
agencia especializada en maternidad subrogada. El monto
a recibir varía según el contrato negociado, y suele con-
templar pagos adicionales para embarazos múltiples y de
alto riesgo.

Subrogación altruista: Se da cuando una mujer acepta
gestar un hijo por cuenta de otra de manera gratuita, gene-
ralmente por mediar entre ella y la pareja implicada un la-
zo de amor, amistad o parentesco.

Esta clase de maternidad subrogada se realizará sin fines
de lucro para los padres subrogados y la mujer gestante,
además procurará el bienestar y el sano desarrollo del pro-
ducto durante el periodo gestacional. Por lo cual dentro de
las modalidades de la figura de maternidad subrogada, en
la subrogación altruista se debe de concretar de un marco
jurídico adecuado a las necesidades y avances científicos y
tecnológicos acorde a nuestra realidad social.

En el marco normativo de las técnicas de reproducción hu-
mana asistida en nuestro país, consideramos pertinente
puntualizar que, de alguna manera, las legislaciones civiles
del Distrito Federal y del estado de Tabasco son las que van
marcando la pauta en cuanto a poca legislación que existe
en ésta materia, y por ende, son estas legislaciones en las
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que encontramos disposiciones más expresas en materia de
reproducción asistida.

Al respecto, el Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano considera en su actividad legislativa la obligación
de plasmar la realidad social actual, con el objetivo que, las
mujeres y sus parejas puedan ejercer sus derechos repro-
ductivos tanto como otros derechos fundamentales.

Argumentación

Es menester dejar implícito en la ley el derecho a la pro-
creación considerado en los derechos reproductivos, me-
diante técnicas de reproducción asistida, reglamentando
cada una de sus vertientes garantizando así la maternidad
cuando las mujeres y sus parejas se vean imposibilitadas de
concebir de manera natural, en casos de infertilidad y este-
rilidad.

La asistencia a los individuos para llevar a cabo su derecho
a la procreación corresponde a la ciencia bajo la tutela del
Estado y en beneficio de la población en el marco de los
derechos humanos que implican el reconocimiento de los
derechos reproductivos.

La importancia de proponer y regular ésta técnica de re-
producción, representa el desarrollo legislativo que permi-
tirá regular este tema trascendental, al garantizar el acceso
a los servicios que involucra para toda la población en un
marco de certeza de diferentes accionalidades de la bioéti-
ca, atendiendo la necesidad de parejas con problemas re-
productivos.

Independientemente del desarrollo científico respecto a las
técnicas de reproducción asistida, en el aspecto social las
técnicas de reproducción asistida tratan los aspectos emo-
cionales y psicológicos que afectan a la pareja con proble-
mas irreversibles de esterilidad e infertilidad, y que no lo-
gran adoptar, por tanto, el avance de la ciencia,
especialmente en el campo de la medicina, ha posibilitado
el desarrollo y utilización de las técnicas de reproducción
asistida; una posibilidad más de poder formar una familia.

Cabe recalcar que debe respetarse el deseo de la pareja a
ser padres, al aplicar las diversas técnicas de reproducción
asistida y de esa manera desarrollar la maternidad y pater-
nidad.

Debe reconocerse que quienes acuden a las prácticas de
maternidad subrogada o gestante lo hacen inspirados en

el deseo de ejercer sus derechos reproductivos, del mismo
modo de quienes procrean de una manera natural. Existen
casos en donde la maternidad subrogada o gestante es el
único medio al alcance de una persona o una pareja para te-
ner un hijo cuando ellos mismos no lo pueden engendrar
biológicamente, o la mujer médicamente carece de la posi-
bilidad de llevar a cabo un embarazo a buen término.

Hay otra justificación a la maternidad por sustitución en la
gestación cuando esta práctica sirva de instrumento para
hacer efectivo el derecho a la reproducción garantizado en
el artículo 4° constitucional, el derecho a decidir de mane-
ra libre, responsable e informada sobre el número y el es-
paciamiento de los hijos.

La sociedad debe adaptarse a los cambios tecnológicos, en
especial cuando pueden resolver problemas de esterilidad e
infertilidad, en todo caso, es mejor, sentar unas bases com-
prensivas y no cerrar los ojos ante una realidad.

Por otro lado, la ley debe prever el cumplimiento de las
obligaciones para la maternidad subrogada, mediante un
instrumento suscrito ante un notario, en el que se establece
el acuerdo de voluntades a título gratuito mediante el cual
una mujer con capacidad de goce y ejercicio se compro-
mete a gestar el producto fecundado e implantado en su
útero y gestarlo hasta las 40 semanas de embarazo o antes,
por existir prescripción médica; lo anterior en beneficio de
dos personas unidas mediante matrimonio o que viven en
concubinato y aportan su carga o material genético a través
de un óvulo y un espermatozoide fecundados e implantado
en el útero de la mujer que se faculta como mujer gestante
y que concluye con el nacimiento.

Se requiere necesariamente la previa tipificación legal y la
intervención de la autoridad pública. Así como al juez le
corresponde verificar que los requisitos y procedimientos
para que la adopción se cumpla, del mismo modo debería
atribuirse a ésta autoridad la facultad para revisar las soli-
citudes de maternidad subrogada o gestante, comprobar el
cumplimiento de requisitos y dictar la resolución corres-
pondiente.

Fundamento legal

La iniciativa se presenta con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción 11, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados.



Por lo fundado y expuesto, sometemos a consideración de
la Cámara de Diputados el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma la Ley General de Salud,
adicionando los artículos 71 Bis a 71 Quáter, y del Có-
digo Civil Federal los artículos 60, 360 y 370

Artículo Primero. Se reforma la Ley General de Salud,
adicionando los artículos 71 Bis a 71 Quáter, para quedar
como sigue:

Artículo 71. La Secretaría de Salud prestará, a través del
Consejo Nacional de Población, el asesoramiento que para
la elaboración de programas educativos en materia de pla-
nificación familiar y educación sexual le requiera el siste-
ma educativo nacional.

Se denomina maternidad subrogada, la gestación de
substitución o alquiler de útero al acto productor que
genera el nacimiento de un niño gestado por una mujer
sujeta a un pacto o compromiso mediante el cual debe
ceder todos los derechos sobre el recién nacido a favor
de otra mujer que figurará como madre de éste.

Artículo 71 Bis. Se definen las técnicas de reproducción
asistida como todos los tratamientos o procedimientos
que incluyen la manipulación tanto de ovocitos como de
espermatozoides o embriones humanos para el estable-
cimiento de un embarazo. Esto incluye pero no está li-
mitado sólo a la fecundación in vitro y la transferencia
de embriones, la transferencia intratubárica de game-
tos, la transferencia intratubárica de cigotos, la transfe-
rencia intratubárica de embriones, la criopreservación
de ovocitos y embriones, la donación de ovocitos y em-
briones, y el útero subrogado.

I. Las técnicas de reproducción asistida, se deberán lle-
var a cabo en centros autorizados por la Secretaría de
Salud que cuenten con el equipo especializado y nece-
sario que la misma indique. Se permite la práctica de
las siguientes técnicas de reproducción asistida:

a) Fertilización extracorpórea: GIFT (transferencia
de gametos a las trompas de Falopio), FIV (fertiliza-
ción in vitro), la que se llevará a cabo

1. Cuando el embrión se implante en el útero de
la misma mujer que otorga el óvulo.

2. Cuando el embrión se implante en el útero de
mujer distinta a la que otorga el óvulo; el proce-
dimiento debe ser bajo la modalidad de subroga-
ción altruista; sin fines lucro a través de un con-
trato.

b) Inseminación artificial: intravaginal, intracervi-
cal, intrauterina, intraperitonial, intratubaria.

Artículo 71 Ter. La técnica de gestación subrogada se
realizará solamente

I. Cuando haya posibilidades razonables de éxito y
no supongan riesgo grave para la salud de la mujer
o la posible descendencia;

II. En mujeres mayores de edad, en edad reproduc-
tiva en buen estado de salud psicofísica, psicológica,
no ser adicta a bebidas alcohólicas ni sustancias psi-
cotrópicas y no padecer ninguna enfermedad que
pueda ser transmitida mediante la gestación.

III. Cuando se compruebe que alguno o ambos pro-
genitores, luego de rigurosos estudios realizados an-
te las instituciones de salud, no puedan tener descen-
dencia directa por su deficiencia fisiológica o
patológica irremediablemente.

IV. Cuando se conste de un instrumento suscrito an-
te un notario, en que se establece el acuerdo de vo-
luntades a título gratuito mediante el cual una mujer
con capacidad de goce y ejercicio se compromete a
gestar el producto fecundado e implantado en su úte-
ro y gestarlo hasta las 40 semanas de embarazo o an-
tes, por existir prescripción médica; lo anterior en
beneficio de dos personas unidas mediante matrimo-
nio o que viven en concubinato y aportan su carga o
material genético a través de un óvulo y un esper-
matozoide fecundados e implantado en el útero de la
mujer que se faculta como mujer gestante y que con-
cluye con el nacimiento. De igual manera la mujer y
el hombre que contratan a la mujer gestante deberán
asumir los derechos y obligaciones que les corres-
ponda, independientemente de las características o
condiciones es que nazca el producto.

Artículo 71 Quáter. Los centros hospitalarios donde se
desarrollen las técnicas de reproducción asistida, debe-
rán llevar un registro de las historias clínicas indivi-
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duales, en las que se deberá de precisar el tipo de técni-
ca adoptada para cada caso y los resultados médicos,
además tales registros deberán de ser tratados con las
reservas exigibles en lo relativo al escrito secreto de la
esterilidad de los usuarios; así como también ambos
progenitores y la persona que llevará a cabo la gesta-
ción deberán tener pleno conocimiento del procedi-
miento al que serán sometidos, así como de las implica-
ciones y riesgos médicos que podrán ocurrir.

I. Se deberá implantar al útero solamente el número de
embriones considerando científicamente como el más
adecuado para asegurar el embarazo, en caso de que
durante el embarazo o el parto se presente alguna com-
plicación se deberá atender en primera instancia la vi-
da de la madre gestante.

II. Una vez realizada la gestación subrogada, los pa-
dres, así como la mujer gestante sustituta se deberán so-
meter a un tratamiento psicológico durante el embara-
zo así como después del parto, principalmente la madre
gestante. La mujer gestante deberá ser sometida a un
examen ginecológico mensual, lo anterior para llevar
un seguimiento del desarrollo adecuado del embrión.

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 60, 360 y 373
del Código Civil Federal, para quedar como sigue:

Artículo 60. Para que se haga constar en el acta de naci-
miento el nombre del padre de un hijo fuera del matrimo-
nio…

La madre no tiene derecho…

En las actas de nacimiento no se expresará que se trata en
su caso de hijo natural, o habido como consecuencia de
cualquier método de reproducción asistida, en los casos
en los que participe la madre subrogada, deberá estar
ordenado por la adopción plena.

Se entiende por maternidad subrogada, gestación de
sustitución o alquiler de útero al acto productor que ge-
nera el nacimiento de un niño gestado por una mujer,
sujeta a un pacto o compromiso mediante el cual debe
ceder todos los derechos sobre el recién nacido a favor
de otra mujer que figurará como madre de éste.

Artículo 360. La filiación de los hijos nacidos fuera de ma-
trimonio resulta, con relación a la madre, del solo hecho

del nacimiento. Respecto del padre sólo se establece por el
reconocimiento voluntario o por una sentencia que declare
la paternidad.

Sin embargo, como una excepción de esta presunción,
cuando en el proceso reproductivo participe una segun-
da mujer, se presumirá madre legal a la mujer que con-
trata, ya sea que esta última provea o no el óvulo.

Artículo 373. Cuando se trate de un hijo nacido como
resultado de un contrato de maternidad subrogada, el
hijo de una mujer casada no podrá ser reconocido co-
mo hijo de otro hombre distinto al marido, sino cuando
éste lo haya desconocido y por sentencia ejecutoria se
haya declarado que no es hijo suyo.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de abril de 2013.—
Diputado Ricardo Monreal Ávila (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Salud, y de Justi-
cia, para dictamen. 

CONSTITUCION POLITICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 26 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado José Francisco Coronato Rodríguez, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano

José Francisco Coronato Rodríguez, integrante de la LXII
Legislatura del Congreso de la Unión y del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como el Artículo 6,
fracción I del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meto a la consideración del pleno de esta honorable asam-
blea iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
ma el apartado B del artículo 26 constitucional, al tenor de
la siguiente



Exposición de Motivos

Los programas sociales deben cumplir una tarea vital den-
tro del aparato estatal. Éstos se diseñan con el fin de cum-
plir objetivos o metas que las instituciones estatales no
pueden realizar directamente, a modo  de brazo ejecutor
del Estado, o bien para solventar algunos vacíos de la or-
ganización institucional.

Lo cierto es que los programas sociales solventan las fallas
o vacíos propios del sistema gubernamental. Si el Estado
estuviese cumpliendo cabal e integralmente con las obliga-
ciones que tiene con respecto a la ciudadanía, no tendría
mucho sentido echar mano de los programas sociales.

Al privilegiar una política gubernamental eficaz y eficien-
te que reduzca las fallas o carencias estatales, se disminui-
rían gastos innecesarios en programas inútiles. Así, en ca-
so de ser realmente indispensable, los programas sociales
existentes deben coadyuvar a solventar carencias o necesi-
dades sociales realmente apremiantes, con lo que se dirigi-
rían los recursos de manera más controlada. 

Hoy día, la mayoría de los programas sociales son meros
paliativos, diseñados para sobre llevar problemas estructu-
rales del sistema económico-administrativo del país, no pa-
ra resolverlos. Por otro lado, es lamentable que en nuestro
país sea característica la inoperatividad de múltiples pro-
gramas sociales, debido entre otras cosas a un mal diseño
o, lo que es peor, a la desviación de sus objetivos para ser-
vir a intereses o fines ajenos a los planteados por el pro-
grama y las necesidades verdaderas de la población.

No son pocos los intereses políticos que pueden potenciar
o limitar un programa social. A lo largo de estos años, he-
mos sido testigos de cómo se crean y abandonan programas
en cada una de las distintas administraciones, en sus dife-
rentes órdenes, para responder a intereses pragmáticos de
índole partidista o particular.

Resulta atroz el hecho de que, tomando conciencia de las
copiosas necesidades de la gente, se sigan llevando a cabo
programas efímeros e ineficaces, y más lamentable aún, el
que los recursos sean dilapidados y desviados de sus fines
reales.

No han sido pocos los funcionarios que han sido acusados
de acciones como éstas. Recientemente, la Procuraduría
General de la República (PGR) atrajo la investigación re-
ferente al desvío por parte del ex gobernador de Tabasco de

mil 900 millones de pesos1 destinados a programas socia-
les en Tabasco, lo que es un claro ejemplo de la corrupción
y la impunidad que impera los gobiernos, solo para poner
un ejemplo.

Asimismo, en lo que se piensa que constituye una reedi-
ción del Programa Nacional Solidaridad (Pronasol), instau-
rado durante la administración salinista, el nuevo gobierno
emprendió la llamada Cruzada Nacional contra el Hambre.
La cual ha sido caracterizada por los fuertes señalamientos
de que persigue fines electorales. 

Ya que tan solo en el 2013, se llevarán a cabo comicios en
14 estados. Y es precisamente en éstos donde casualmente
se encuentran muchos de los municipios en donde se ubica
la población en extrema pobreza y en carencia alimentaria,
a la que está dirigido el programa

La Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol) ha expresado
a través de sus voceros que en una primera fase, el progra-
ma para combatir la pobreza se aplicará en 213 municipios.
De los mil 348 municipios donde habrá comicios, la Cru-
zada llegará inicialmente a 213 de los 400 que se anuncia-
ron. Empero, resulta importante identificar cuáles son esos
400 municipios.

Cabe agregar que la participación de organismos públicos
y no gubernamentales especializados en la materia, tuvie-
ron una participación apenas marginal en cuanto a la ela-
boración y ejecución del programa. Entre estos organismos
se encuentra el Consejo Nacional de Evaluación de la Po-
lítica de Desarrollo Social (Coneval), del Instituto Nacio-
nal de Estadística y Geografía (Inegi) y el Centro de Estu-
dios para el Desarrollo Rural Sustentable y la Soberanía
Alimentaria.

Precisamente, de acuerdo con el Coneval, 28 millones de
personas se encuentran en carencia alimentaria y 11.7 mi-
llones en pobreza extrema, y según la Sedesol la población
objetivo del programa en comento asciende a 7.4 millones
de personas ubicadas en dos mil 457 municipios.

Como se puede apreciar, la población objetiva apenas re-
presenta poco más de la mitad de las personas consideradas
en pobreza extrema por el propio organismo.

Los desvíos de recursos, son lamentablemente, práctica co-
mún dentro de la administración pública mexicana. En mu-
chas ocasiones, lo que se “desvía” son cuantiosos recursos
destinados a programas específicos, los cuales no llegan a
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su destino y se acumulan en los bolsillos de agentes para-
sitarios.

Éstas prácticas han sido reconocidas desde el mismo go-
bierno. En 2011, el entonces Secretario de la Función Pú-
blica, Salvador Vega Casillas, apuntó la necesidad de “blin-
dar” los programas sociales, a fin de evitar los desvíos de
recursos ante la cercanía de las elecciones presidenciales. 

Su propuesta para lograr esto consistía en incentivar la de-
nuncia ciudadana a través de un sistema de recompensas.
Con ello, se buscaba que fuera denunciada e investigada
cualquier anomalía en cuanto a desviación de recursos, en
un ambiente en el que todos seamos observadores y donde
se tome en cuenta a cualquier persona que note cualquier
circunstancia extraña.

Aún hoy, cuando la retórica en torno a la democracia abun-
da en los distintos sectores de la política; en un México
donde se supone que las elecciones se realizan libremente;
donde la firma de tratados internacionales y las propias le-
yes internas pugnan por buscar el bienestar humano más
allá de intereses mezquinos, no son raros los casos en los
que se condiciona el apoyo a las personas, obligando a és-
tas a votar o realizar acciones en pro de algún candidato o
partido político.

El uso partidista de los programas sociales es un cáncer que
debe ser erradicado. Es fundamental que estos programas
puedan desarrollarse libremente, sin que se pongan en jue-
go los intereses de los partidos políticos que detentan el po-
der o bien, la gama de estratagemas con fines electorales.

Por ello, a la par de la presente ley, se propone la creación
de un organismo nacional autónomo, que cuente con un pa-
drón de todos los programas sociales, que lleve a cabo la
gestión y la coordinación de los mismos con dependencias
gubernamentales y organizaciones civiles, pues los progra-
mas sociales, no necesariamente son diseñados desde el or-
den estatal-gubernamental. En ocasiones, son los particula-
res quienes articulan los proyectos, de modo paralelo o en
colaboración de los gobiernos en turno.

Lo cierto es que hoy día cualquier programa social es cre-
ado acorde a la política social del gobierno en turno, con lo
que los primeros se deben ajustar a los esquemas plantea-
dos por el segundo. De este modo, si la visión de la políti-
ca social de un gobierno es sesgada, el programa social los
será por añadidura. Por ende, es pertinente marcar una se-

paración de visión, puesto que el cambio de Política Social
de una administración a otra implica en pocos casos la con-
tinuación de ciertos programas específicos. 

La autonomía en la gestión de los programas sociales pue-
de favorecer a la necesaria continuidad que debe ser inhe-
rente a estos, minimizando o desapareciendo el riesgo de
que se suspendan dichos proyectos con los cambios de go-
bierno. Esto permitiría planificar de una manera más ade-
cuada, con proyectos a mediano y largo plazo, a fin de con-
seguir logros en base a objetivos claros.

En muchas ocasiones, los programas son creados y olvida-
dos en el transcurso de una misma administración. Los re-
cursos necesarios para implementarlos son tirados a la ba-
sura, toda vez que la nueva administración abandona los
proyectos del antecesor. Con esto, las personas beneficia-
rias dejan de recibir apoyos, y dar continuidad a los pro-
yectos productivos por lo que, los objetivos planteados no
logran cumplirse por falta de tiempo.

Por otro lado, no hay que olvidar que, en la medida en que
los programas sociales son diseñados para subsanar pro-
blemas inmediatos, no necesariamente atacan problemas
de fondo, pero son capaces de identificarlos. Por ello, la
nueva instancia encargada de la coordinación de los pro-
gramas, debe tener atributos para proponer medidas que
contrarresten los problemas estructurales, los cuales llegan
a ser semilla o la raíz de diversas problemáticas sociales.

Para un mejor resultado de los programas,  debe haber una
estrecha relación entre ellos, pues siempre hay puntos en
común. Para una mejor vinculación, es posible crear  un
enlace a través del padrón único, desde donde se regulen y
administren los programas sociales. De este modo se ten-
drán más elementos para decidir cuándo un programa está
fallando en su funcionamiento y, en su caso, modificarlo o
desecharlo, e incluso evitar la multiplicación del mismo
beneficiario.

De ésta manera la creación, el desarrollo y el control de los
programas llevarían a cabo con mayor eficacia y eficiencia,
pues dejaran de estar dispersos, pudiendo mejorar el mane-
jo de los recursos, minimizando a su vez el riesgo de poner
en juego los intereses particulares.

Los alcances de los programas sociales son potencialmen-
te vastos, siempre y cuando se lleven a cabo de una mane-
ra adecuada. Para esto, es necesario realizar los estudios



previos respectivos, contar con una buena planificación y
una evaluación constante, antes durante y después del pro-
yecto.

La planificación es importante a la hora de diseñar progra-
mas sociales, ya que una inadecuada planificación puede
obligar al programa en cuestión a claudicar en sus objeti-
vos o a paralizarlo total o parcialmente. 

La cobertura es un problema serio que muchas veces se re-
laciona con lo anterior. En variadas ocasiones las distancias
o los obstáculos entre los poblados y los centros de aten-
ción, ya sean centros de salud, escuelas, etc. Son fuente de
la falta de cobertura, en los cuales los programas sociales
no son la excepción.

Dicha situación la viven quienes viven en las llamadas zo-
nas de exclusión, que son lugares remotos de difícil acce-
so. En estos lugares, la atención y la información guberna-
mental encuentran serias dificultades para  llegar a las
personas que la necesitan, a pesar de que muchas veces,
son éstas las que más necesitan ayuda, en ocasiones aún
más que aquellos que están inscritos en los programas.

Esta falta de cobertura tiene diversas causas, no siempre
metodológicas, sin embargo muchas veces, la inadecuada
planificación derivada de procesos de análisis inadecuados
o sesgados, intereses políticos o mezquinos, o bien, la can-
celación del proyecto por cambio de administración, deri-
van de un desinterés real por resolver dichos flagelos so-
ciales. 

La mayoría de las veces solo se abarcan lugares de suma
importancia electoral o, en el mejor de los casos, hasta don-
de alcancen los recursos.

Otro problema serio podemos vislumbrarlo durante la apli-
cación de algunos programas sociales, cuando no son re-
sultado de una adecuada técnica de investigación social,
carecen de un diagnóstico confiable o de su necesaria ac-
tualización, pues en ocasiones, el programa no se va ade-
cuando a las necesidades cambiantes de la población en
cuestión.

Cada cierto tiempo cambian las necesidades de la gente,
quizá no en esencia, pero siempre se transforman. Por es-
to, la aplicación de los programas sociales debe actualizar-
se continuamente, a fin de  que se cumplan las metas plan-
teadas en un principio, y siendo acorde a los cambios
contextuales.

Para ello, resulta indispensable una evaluación continua, la
cual, debe brindar elementos para evitar que las nuevas ne-
cesidades, superen al programa en su transcurso. Es nece-
sario no dejar de lado los problemas que se van desarro-
llando, por lo que la metodología utilizada para su
evaluación es fundamental, ya que de ahí dependen los
cambios a realizarse y los subsecuentes resultados.

Hay que hacer la distinción entre los conceptos; investiga-
ción  evaluativa y la evaluación de programas, esto para
una mejor calidad al momento de la realización de la eva-
luación durante el proceso de aplicación del programa. Pa-
ra Díaz Mario estos conceptos se definen de la siguiente
manera:

La investigación evaluativa constituye esencialmente una
estrategia metodológica orientada a la búsqueda de eviden-
cias respecto a un programa, pero la evaluación de un pro-
grama requiere, además, abordar otros problemas relacio-
nados con los criterios a utilizar para emitir los juicios de
valor y con los procesos relativos a la toma decisiones.2

Dicha evaluación deberá ser dirigida por la instancia que
lleve  el padrón antes mencionado, el cual contará con ex-
pertos debidamente certificados en dicha materia, así como
observadores de la sociedad civil, para evitar que se des-
virtúen los objetivos iniciales. De esta manera se minimi-
zarían los riesgos de una posible desviación de fondos o del
mal uso de los recursos presupuestales, físicos y humanos.

Es necesario que se marque una separación saludable entre
el gobierno en turno y los programas sociales en sí, para lo
cual, se vuelve necesario, cierto grado de autonomía por
parte de quienes lleven la administración de los programas
sociales, que tiendan a generar su transparencia y por ende
garantizar su eficacia y eficiencia.

Debemos dejar atrás el uso asistencialista y clientelar de las
políticas sociales en México. Para ello, el Estado tiene que
ser garante y salvaguarda de las necesidades de la ciudada-
nía. Hoy día, estamos desperdiciando demasiados recursos
en políticas que no resuelven los problemas de fondo, en
vez de invertir de manera responsable y apostar por un pro-
yecto de nación que nos catapulte a mejorar las condicio-
nes de vida de la sociedad mexicana.

Lo ideal sería que no se necesitaran programas sociales,
que el Estado cumpliera con sus obligaciones que históri-
camente le han sido encomendadas. Sin embargo, los pro-
gramas sociales pertinentes pueden ayudar a que, mientras
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se resuelven los problemas de fondo, no se ahonde más el
margen de conflicto. Pero dichos programas sociales tienen
que ser planificados de manera integral, con una visión a
largo plazo, dejando de lado cuestiones ajenas al desarrollo
del país.

Es tal la disfuncionalidad e ineficacia de muchos de los
programas sociales implementados por el gobierno, que
muchas organizaciones no gubernamentales como Trans-
parencia Mexicana, se han dado a la tarea de crear los me-
canismos o medios para erradicar la corrupción en estas
áreas.

Así, se ha incentivado la implantación de medidas concre-
tas para medir la eficacia o eficiencia de los programas so-
ciales. Una de estas medidas es la Iniciativa para el forta-
lecimiento de la institucionalidad de los programas
sociales en México, desarrollada en el marco del convenio
de colaboración suscrito entre el Programa de las Naciones
Unidas para el Desarrollo, PNUD y organizaciones como
Transparencia Mexicana. 

Mediante esta iniciativa se busca involucrar a las 32 enti-
dades federativas del país y a las dependencias federales
que cuentan con programas sociales para que, de manera
voluntaria, registren los programas sociales que están lle-
vando a cabo.

Sin gastar más de lo que ya se está destinando a través de
las distintas partidas presupuestales de las diferentes de-
pendencias de gobierno, podríamos mejorar sustancial-
mente las condiciones de vida de muchos mexicanos. El
presupuesto destinado tan solo a SEDESOL es enorme y se
ha incrementado exponencialmente a lo largo de estos últi-
mos 10 años, pasando de 14 mil 814.4 mdp en 2000 a 80
mil 176.9 mdp en 2010. 

Si a esto le sumamos los recursos que las redes de organis-
mos derivados del derecho internacional puedan aportar,
veremos que hay elementos para cambiar la situación del
país, siempre y cuando se administren adecuada e impar-
cialmente y con transparencia.

Argumentación

En nuestro país, la política social o las políticas públicas
tendientes a mejorar las condiciones de vida de los mexi-
canos, vía programas sociales, son confeccionadas a pruri-
to del gobierno en turno, con lo que la eficacia o eficiencia

de dichos programas sociales se ve de continuo seriamente
comprometida.

De este modo, la visión electoral y clientelar que es propia
de la mayoría de los diferentes órdenes de gobierno, pro-
duce el sesgo que caracteriza a su vez, a la mayoría de los
programas sociales. Por ende, y en atención a lo explicita-
do en el apartado anterior, resulta totalmente oportuno pro-
fesionalizar la creación, implementación, supervisión, vigi-
lancia y evaluación de los distintos programas sociales. Lo
que a su vez implica su desvinculación de la influencia di-
recta que ejerce la administración central.

La autonomía y la imparcialidad que deben caracterizar a
los programas sociales deben favorecer a la necesaria con-
tinuidad que debe observarse en estos, minimizando o erra-
dicando el riesgo de que la vigencia o durabilidad de di-
chos proyectos dependa de los cambios de gobierno,
incluyendo la subjetividad para su otorgamiento y colori-
zación ideológica. 

Para obtener los mejores resultados a partir de la imple-
mentación de los diversos programas sociales,  se requiere
de una estrecha coordinación y relación entre ellos, pues en
todos los casos mantienen un fondo común. 

Asimismo en aras de lograr una mejor vinculación, se re-
quiere contar con un sistema imparcial, integral, indepen-
diente y objetivo que garantice la debida regulación, admi-
nistración, vigilancia y evaluación de los programas
sociales. 

Este programa debe contar con herramientas útiles que ase-
guren la consecución de los fines descritos con antelación,
como lo serían el establecimiento de manuales, registros,
bases de datos  o un padrón único, a cargo de un organis-
mo desvinculado de las pasiones políticas o electorales.

Actualmente, de conformidad a lo establecido en el Apar-
tado B del artículo 26 constitucional,  la responsabilidad de
normar y coordinar el Sistema Nacional de Información
Estadística y Geográfica, está a cargo de un organismo
constitucional autónomo, con autonomía técnica y de ges-
tión, personalidad jurídica y patrimonio propios, llamado
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), el
cual cuenta con las facultades necesarias para regular la
captación, procesamiento y publicación de la información
estadística y geográfica que se genere y proveer a su ob-
servancia.



Como se puede apreciar, dicho organismo constitucional
autónomo cuenta con una serie de competencias, faculta-
des y atribuciones necesarias para regular todo un sistema
de información confiable, eminentemente de carácter so-
cial, histórico y antropológico.

En tal virtud, el propio instituto podría estar a cargo de la
ejecución de un sistema de coordinación, supervisión y
evaluación de los programas sociales, mediante un Conse-
jo desde su seno que pueda llevar a cabo tales encomien-
das. 

Con ello, se estarían reuniendo más elementos para decidir
sobre el diseño, la creación y la implementación de los pro-
gramas sociales, así como para evaluar la eficacia, idonei-
dad y pertinencia de éstos, de modo que pueda considerar-
se en su caso su modificación o cancelación.

En esta tesitura, se insiste en que el Inegi es el más apto pa-
ra realizar dichas tareas. Al estar a cargo un organismo
constitucional autónomo que goza de buen crédito y que
cuenta con probada capacidad e independencia, el desarro-
llo y el control de los programas sociales podría llevarse a
cabo  con eficiencia, pues se mermará la dispersión, redun-
dancia e indefinición de éstos. 

Con lo que se obtendría además, un mejor manejo de los
recursos, minimizando a su vez el riesgo de sacrificar el
éxito de los programas en aras de favorecer intereses parti-
culares o de grupo, como lo son los de carácter político o
electoral.

El Inegi como instituto autónomo cuenta con lo necesario
para poder dirigir un consejo que ponga fin a estos excesos
y abusos  a cargo de personajes que ostentan el poder. Re-
cuérdese que el Inegi es un organismo gubernamental que
guarda una estrecha relación con otras dependencias y or-
ganizaciones no gubernamentales de carácter social.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración del pleno el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el apartado B del artícu-
lo 26 constitucional

Único. Se reforma el apartado B del artículo 26 constitu-
cional, en los términos siguientes:

Artículo 26

A…

B. El Estado contará con un Sistema Nacional de Informa-
ción Estadística y Geográfica, así como con un Sistema
Nacional de Coordinación, Supervisión y Evaluación de
Programas Sociales cuyos datos y directrices serán con-
siderados oficiales. Para la Federación, estados, Distrito
Federal y municipios, los datos y directrices contenidos en
los sistemas serán de observancia obligatoria en los tér-
minos que establezca la ley. 

La responsabilidad de normar y coordinar dichos sistemas
estará a cargo de un organismo con autonomía técnica y de
gestión, personalidad jurídica y patrimonio propios, con las
facultades necesarias para la coordinación, supervisión y
evaluación  de los programas sociales, así como para re-
gular la captación, procesamiento y publicación de la in-
formación que se genere y proveer a su observancia.

El organismo tendrá una Junta de Gobierno integrada por
cinco miembros, uno de los cuales fungirá como presiden-
te de ésta y del propio organismo; serán designados por el
presidente de la República con la aprobación de la Cámara
de Senadores o en sus recesos por la Comisión Permanen-
te del Congreso de la Unión. 

La ley establecerá las bases de organización y funciona-
miento de los sistemas contemplados en el primer pá-
rrafo del presente apartado, de acuerdo con los princi-
pios de accesibilidad a la información, transparencia,
objetividad, imparcialidad e independencia; los requisitos
que deberán cumplir los miembros de la Junta de Gobier-
no, la duración y escalonamiento de su encargo, y los re-
quisitos y el procedimiento para integrar un Consejo
que se encargará de lo relacionado con la coordinación,
supervisión y evaluación de los programas sociales.

Los miembros de la Junta de Gobierno sólo podrán ser re-
movidos por causa grave y no podrán tener ningún otro
empleo, cargo o comisión, con excepción de los no remu-
nerados en instituciones docentes, científicas, culturales o
de beneficencia; y estarán sujetos a lo dispuesto por el títu-
lo cuarto de esta Constitución.
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 Notimex. Solicita PGR atracción de presunto desvío de recursos en
Tabasco, visto en http://www.milenio.com/cdb/doc/noticias2011/
dd247550efd3e444c54e19d031e790e3. 6/mar/13

2 Díaz, Mario de Miguel, 2000, “La evaluación de programas sociales:
fundamentos y enfoques teóricos”, Revista de Investigación Educativa,
volumen 18, número 2, página 290.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de abril de 2013.—
Diputado José Francisco Coronato Rodríguez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen. 



GUARDERIAS SUBROGADAS 
A NIVEL NACIONAL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al director del IMSS a implantar dispositivos que regulen
las guarderías subrogadas a escala nacional, a cargo de la
diputada María Fernanda Schroeder Verdugo, del Grupo
Parlamentario del PRI

María Fernanda Schroeder Verdugo, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional en
la LXII Legislatura, en ejercicio de la facultad que confie-
ren los artículos 6, fracción I, y 79, numeral 2, y demás re-
lativos y aplicables del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta soberanía la
siguiente proposición con punto de acuerdo, por el que se
exhorta al doctor José Antonio González Anaya, director
del Instituto Mexicano del Seguro Social a implementar
mecanismos que regulen las guarderías subrogadas a nivel
nacional.

Exposición de Motivos

El esquema de guarderías subrogadas por el Instituto Me-
xicano del Seguro Social, nace en el año 1994 con un éxi-
to incuestionable “atender la demanda de este servicio a
través de micro y medianas empresas sociales coadyuvan-
tes del estado, integradas en la economía formal”.

Hasta 1999 la relación entre prestadores del servicio y el
instituto fue de cordialidad y de unión de esfuerzos para
otorgar una atención de calidad, seguridad y sobre todo de
compromiso con su trabajo.

A partir de 2001 se dio inicio al debilitamiento del esque-
ma, ya que al abaratar los costos operativos se vio afectada
directamente la atención a los usuarios, debido a la dismi-
nución de la cuota de servicio que el Instituto Mexicano del
Seguro Social (IMSS) pagaba; asimismo se redujo la plan-
tilla de personal, bajaron perfiles de puesto, cambiaron de
menús, hubo menor requerimiento de equipo y mobiliario
y además disminuyeron las horas de servicio de 12 a 9 ho-
ras, por lo que muchas madres no contaron con el apoyo en
su jornada laboral y todavía persiste esta situación.

Este fue el inicio del desmantelamiento de un esquema de
gran calidad, así llegamos a 2009 con la lamentable trage-
dia en una guardería de Sonora. A partir de ese momento
cambian los requerimientos referentes a seguridad con es-

tándares de primer mundo y que los prestadores con toda la
responsabilidad y compromiso que asumen al iniciar una
empresa de atención a niños y niñas han implementado.

Las acciones aplicadas en los últimos diez años por la au-
toridad del Instituto Mexicano del Seguro Social ha gene-
rado la inviabilidad del esquema de guarderías subrogadas
por diferentes circunstancias, pero todas han llevado a con-
siderar lamentablemente la no renovación contractual y así
se perdieron en diciembre del año 2009 más de 120 espa-
cios altamente calificados y profesionalizados.

En el mes de diciembre de 2012 se sumó la perdida de
aproximadamente 36 guarderías afectando a acerca de cin-
co mil niños y niñas aunado a la pérdida de mil quinientos
empleos directos y mil empleos indirectos aproximada-
mente a nivel nacional.

Cabe señalar que la autoridad institucional lleva tres años
solicitando, cambiando y requiriendo, según su criterio y
libre albedrío, los contratos, lo cual está llevando al esque-
ma hacia la inviabilidad.

En el mes de diciembre de este año está por llevarse a ca-
bo la renovación contractual y es inminente encontrar el
punto ganar–ganar para darle permanencia a este esquema
otrora exitoso, pero vemos con gran pesar que nuevamente
cambian requerimientos y criterios que exigen nuevas in-
versiones para lo cual ya no hay recursos y esto podrá lle-
var a que aproximadamente 250 guarderías no puedan con-
tinuar prestando el servicio, situación muy lamentable por
los altos estándares con los que actualmente ya cuentan las
guarderías y no hace falta hacer más cambios.

La autoridad institucional no ha querido asumir el costo de
estos requerimientos constantes y los prestadores están so-
licitando la actualización de la cuota de servicio, para lo-
grar la viabilidad y seguir adelante con los proyectos en
donde se atiende a los niños con gran calidad, en esta eta-
pa donde indudablemente se forman las bases del desarro-
llo de todo ser humano y además se trabaja con las madres
de familia para incidir en una buena educación, condición
nutricional, preservación y fomento de la salud.

Sería muy lamentable el cierre de al menos una guardería,
pues es terrible la idea de que pierdan el servicio y benefi-
cio las madres trabajadoras e hijos, por decisiones unilate-
rales e injustas sobre las guarderías subrogadas que son en
primer lugar asistenciales.
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Asimismo, no hay que perder de vista que el esquema real
ha generado incertidumbre jurídica y financiera, esto deno-
ta una afectación directa sobre la atención a niños y niñas,
tan es así que es obvio e indispensable generar políticas pú-
blicas que permitan ampliar la cobertura del servicio con
más y mejor calidad, atención y seguridad para las fami-
lias.

Esto va encaminado a instaurar una relación de equidad y
justicia entre la autoridad institucional y los prestadores del
servicio, lo que implica responder a los derechos funda-
mentales de niños y niñas, no sólo porque se lo merecen,
sino porque permite el crecimiento y desarrollo del esque-
ma que se inició en primera instancia con gran calidad.

Es un hecho que el cierre o cancelación del servicio de una
guardería tiene un gran impacto social:

En primer lugar, atenta contra los derechos fundamentales
de los niños y las niñas. Sin duda la actividad de las guar-
derías forma parte del desarrollo integral de la niñez, como
es:

• La alimentación, el aseo e higiene, la educación, la re-
creación, la salud, la seguridad, y demás necesidades
básicas.

• Se negaría la ayuda de resolver el aspecto social de in-
corporación laboral de la mujer en el ámbito laboral.

• Incumple con la prestación laboral y derechos de las
mujeres trabajadoras, propiciando en muchos casos que
pierdan su fuente de trabajo al no tener quién les cuide
a sus hijos.

• El proceso de desenvolvimiento y desarrollo social de
los infantes se vería afectado. Tan es así que una guar-
dería constituye una guía de la etapa más temprana de
un niño, donde se propicia un ambiente de confiabilidad
y estimulación apropiada para el crecimiento y forma-
ción de su personalidad.

De manera particular en el estado de Baja California cerra-
ron cinco guarderías el año pasado, dos en Mexicali y tres
entre Tijuana y Ensenada, esta situación ha sido alarmante.

Por ello a fin de resolver esta problemática general, nos en-
contramos con el propósito de rescatar este servicio social
organizado de atender a niños y niñas cuyos padres se ven

obligados a permanecer fuera del hogar por razones de tra-
bajo; pues se busca estimular el desarrollo físico, mental y
emocional de la niñez.

Por lo expuesto y fundado se somete a consideración del
pleno la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta de manera respetuosa al doctor José An-
tonio González Anaya, director del Instituto Mexicano del
Seguro Social, para que en el ámbito de su competencia,
establezca y fije fecha para llevar a cabo una mesa de diá-
logo con los prestadores de servicios de guarderías (subro-
gadas), con el objetivo de escuchar sus planteamientos re-
ferentes a los temas relativos a: Analizar los recursos del
ramo de guarderías; determinar la cuota que proporcione
viabilidad financiera a las guarderías subrogadas, estable-
cer y difundir el mecanismo para apoyar a las madres que
han perdido esta prestación por el cierre de guarderías a ni-
vel nacional, con la finalidad de firmar un contrato bilate-
ral que favorezca a las partes.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de abril de 2013.— Diputada
María Fernanda Schroeder Verdugo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dicta-
men. 

SECRETARIA DE ENERGIA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Sener a publicar en el DOF información relativa a la re-
gulación de los precios y las tarifas aplicables a las activi-
dades de transporte, almacenamiento y distribución de gas
LP, a cargo del diputado Germán Pacheco Díaz, del Grupo
Parlamentario del PAN

Quien suscribe, diputado federal de la LXII Legislatura del
honorable Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, con fundamento en el artículo 58 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, así como en artículo 79,
numeral 1, fracción II, numerales 2 y 3, del Reglamento de
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la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, somete a consideración del pleno de esta honorable
Cámara de Diputados la presente proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de Energía a
ordenar la publicación en el Diario Oficial de la Federación
de la directiva de regulación de los precios y tarifas aplica-
bles a las actividades de transporte, almacenamiento y dis-
tribución de Gas LP, así como el estudio a que se refiere el
numeral 2.8 del apartado primero de dicha directiva, a fin
de que esta entre en vigor, al tenor de los siguientes

Antecedentes

La Secretaría de Energía publicó la directiva, sin que ésta
a la fecha haya entrado en vigor y sin aplicarse, misma que
es total y absolutamente inoperante, toda vez que en el ar-
tículo segundo transitorio señala que la aplicación de las ta-
rifas máximas está sujeta a la publicación del estudio a que
se refiere el numeral 2.8 del apartado primero.  

La directiva establece el mecanismo económico a través
del cual los permisionarios de Gas LP podrán determinar
las “tarifas máximas” por los servicios de distribución que
prestan a los consumidores finales de dicho combustible.  

En este sentido, mientras la Secretaría de Energía no ela-
bore y publique el citado estudio, necesario para que tenga
plena vigencia la directiva, ésta será letra muerta y se con-
tinuará causando daño y perjuicio a los consumidores y a
la red de de permisionarios de Gas LP. 

De los antecedentes citados, se desprende que las obliga-
ciones a cargo de la Secretaría de Energía son las siguien-
tes:

a) Establecer mediante directiva la regulación de los
precios y tarifas aplicables a las actividades de trans-
porte, almacenamiento y distribución. 

b) Publicar la directiva en el Diario Oficial de la Fede-
ración, en un periodo que no deberá de exceder de dos-
cientos cuarenta días hábiles.

c) El periodo inició el 6 de diciembre de 2007 y conclu-
yó el 28 de noviembre de 2008.

Aún y cuando en septiembre de 2010 se publicó una direc-
tiva, dicho sea de paso, mucho tiempo después del plazo
establecido en el RGLP, ésta quedó sujeta a la publicación

del estudio a que se refiere el numeral 2.8 del apartado pri-
mero de dicha directiva.

El citado estudio no se ha publicado a la fecha, quedando
en consecuencia sin cumplir la obligación a cargo de la Se-
cretaría de Energía.

Bajo este contexto, es importante precisar que es de espe-
cial prioridad el que se publique en el Diario Oficial de la
Federación “la directiva de regulación de los precios y ta-
rifas aplicables a las actividades de transporte, almacena-
miento y distribución de Gas LP”, ya que dicho instrumen-
to dará certeza jurídica a los entes involucrados en la
comercialización del este energético, así como al consumi-
dor final del mismo.

Por tanto, es necesario mencionar la importancia que tiene
el Gas LP en el consumo nacional, dado que más del 80 por
ciento de los hogares mexicanos consumen Gas LP, la de-
manda interna de este combustible en el sector residencial
asciende a 181 mil barriles diarios. Así mismo, nuestro pa-
ís tiene que importar cerca del 30 por ciento del Gas LP que
se consume. 

Bajo este contexto, el Gas LP tiene una importancia social
considerable en México ya que representa, además de un
insumo de uso familiar, un energético estratégico, precisa-
mente por eso es relevante el que se cumpla con la publi-
cación en el Diario Oficial de la Federación de “la directi-
va de regulación de los precios y tarifas aplicables a las
actividades de transporte, almacenamiento y distribución
de Gas LP”, a fin de evitar aumentos desproporcionados en
el precio al usuario final de este bien.

Cabe mencionar que la directiva está orientada a determi-
nar las tarifas máximas que deberán observar los permisio-
narios que realicen los servicios de distribución en las si-
guientes modalidades: entrega en planta, entrega en
bodega, entrega en domicilio y entrega en estación de car-
buración, que forman parte de la actividad de distribución
de Gas LP; sin perjuicio del derecho que tienen de negociar
tarifas menores entre distribuidores, adquirentes y usuarios
finales.

Bajo este escenario, se considera relevante el punto de
acuerdo en comento, ya que busca dar certeza jurídica y
económica al funcionamiento comercial del sector del gas
natural, el cual es de suma relevancia para la población en
general.
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Por lo anteriormente expuesto, sometemos los siguientes

Considerandos

Primero. Que de conformidad con el artículo 14 de la Ley
Reglamentaria del artículo 27 Constitucional en el Ramo
de Petróleo, la regulación de las actividades a que se refie-
re el artículo 4, segundo párrafo, de la misma ley, tendrá
por objeto asegurar el suministro eficiente y comprenderá,
de conformidad con la fracción II del propio artículo 14, la
determinación de los precios y tarifas aplicables, salvo que
existan condiciones de competencia efectiva, a juicio de la
Comisión Federal de Competencia, o que sean establecidos
por el Ejecutivo Federal mediante acuerdo.

Segundo. Que de conformidad con el artículo 5 del Regla-
mento de Gas Licuado de Petróleo, publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 5 de diciembre de 2007, corres-
ponde a la Secretaría de Energía regular los términos y
condiciones a los que deberán sujetarse las actividades de
transporte, almacenamiento y distribución de Gas LP, con
excepción de aquellos supuestos cuya regulación corres-
ponda a la Comisión Reguladora de Energía en el ámbito
de sus atribuciones, mismo que en términos del artículo
primero transitorio, entró en vigor el 6 de diciembre de ese
mismo año.  

Tercero. Que de acuerdo con lo previsto en el artículo 7 del
citado Reglamento, corresponde a la Secretaría de Energía
establecer mediante directiva la regulación de precios y ta-
rifas aplicables a las actividades de transporte, almacena-
miento y distribución de Gas LP, con excepción de aque-
llos supuestos cuya regulación corresponda a la Comisión
Reguladora de Energía en el ámbito de sus atribuciones; re-
gulación de las tarifas máximas aplicables a la actividad de
distribución de Gas Licuado de Petróleo, sin que a la fecha
esté en vigor. 

En este orden de ideas, se somete a consideración de esta
honorable Cámara de Diputados los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Secretaría de Energía a ordenar la
publicación en el Diario Oficial de la Federación de “la di-
rectiva de regulación de los precios y tarifas aplicables a
las actividades de transporte, almacenamiento y distribu-
ción de Gas LP”, ya que dicho instrumento dará certeza
jurídica a los entes involucrados en la comercialización

de este energético, así como al consumidor final del mis-
mo.

Segundo. Se exhorta a la Secretaría de Energía a publicar
en el Diario Oficial de la Federación el “estudio a que se
refiere el numeral 2.8 del apartado primero de dicha direc-
tiva”.

Tercero. En caso de que la Secretaría de Energía determi-
ne que no es factible la publicación de los instrumentos re-
gulatorios señalados en los artículos anteriores, se exhorta
a dicha dependencia a expedir los mecanismos económicos
más eficientes, a fin de dotar a los permisionarios de Gas
L.P., de las “tarifas máximas” por los servicios de distribu-
ción que prestan a los consumidores finales de dicho com-
bustible.  

Presentada en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de abril de
2013.— Diputado Germán Pacheco Díaz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen. 

POLITICA PERMANENTE DE 
APLICACION DEL ALCOHOLIMETRO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
las autoridades correspondientes de las entidades federati-
vas a implantar una política permanente de aplicación del
alcoholímetro en los actos de asistencia masiva, a cargo del
diputado Enrique Aubry de Castro Palomino, del Grupo
Parlamentario del PVEM

El que suscribe, Enrique Aubry de Castro Palomino, dipu-
tado a la LXII Legislatura del Congreso de la Unión e in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Verde, con
fundamento en el artículo 79, numeral 1, fracción II, y nu-
meral 2, fracción I, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, presento la siguiente proposición con punto de
acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El pasado día domingo 31 de marzo, fueron reportados por
diversos medios de comunicación, fenómenos de violencia
acontecidos en el estadio Omnilife, el cual se encuentra
ubicado en el Municipio de Zapopan, Jalisco, al noroeste
de la zona metropolitana de Guadalajara.
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Estos lamentables hechos, ocurrieron en el marco de un
partido de fútbol, el llamado “clásico”, en donde como ya
parece una costumbre1 se liaron en una gran gresca, en di-
ferentes instantes, simpatizantes de uno y otro equipo, en
un entorno que por su construcción ascendente escalonada,
es extremadamente peligroso, pero además, los sucesos
acontecen en un escenario de una afluencia variada, en
donde se hallan familias enteras, personas con discapaci-
dad, adultos mayores, niños, mujeres embarazadas, entre
otros, que presenciaron tan denigrantes sucesos, y donde
también corrían el riesgo de resultar lesionados o imbuidos
por la turba iracunda.2

Lo acontecido, ya no puede considerarse un asunto menor,
es reiterativo y en muchas ocasiones ascendente y extensi-
vo, incluso afuera de las sedes deportivas, afectando así a
transeúntes y comercios.3

Este fenómeno, está extendido en algunos otros países, en
este contexto, para todos es conocido el caso argentino, en
donde las llamadas barras se agreden de modo absoluto y
han llegado hasta la pérdida de vidas. No obstante, hay que
recordar que en Europa los llamados Hooligans, también
tienen su historia negra de agresión, y cómo no alterarnos
del suceso de invitación, en España, de seguidores de los
equipos de Barcelona y Madrid para agredirse mutuamen-
te con botellas, de hecho, la nota llegó a la difusión públi-
ca a través del Diario El País, con el título de la nota, Pac-
tos que atizan la violencia, del pasado 05 de abril.4

En cierta medida estoy convencido de que los sucesos des-
critos, son producidos por muchos factores que van desde
la frustración social, hasta el uso de sustancias des-inhibi-
torias y dañinas para la salud. En cualquier caso, los Esta-
dos deben aplicar medidas para evitarlos.

No obstante debe de reconocerse, que los organizadores de
los eventos deportivos ya han asumido algunas medidas co-
mo revisiones, de esa manera retiran todo instrumento cuyo
uso pueda transgredirse y convertirse en arma, como los pos-
tes o palos de las banderas utilizadas para la animación, pa-
raguas, botellas de vidrio, petardos, cinturones, encendedo-
res, entre muchos otros; así mismo, se han ido instalando
detectores de metales en las entradas, de este modo las armas
deberían evidenciarse y en consecuencia retenerse.5

Lamentablemente se nota que lo anterior no es suficiente,
pues se ha demostrado que nada puede hacerse ante el con-
sumo de alcohol.

Cierto es que existen medidas como vender un número li-
mitado de bebidas alcohólicas por personas, o bien, dejar
de venderlo a partir de la mitad de los eventos, pero el pro-
blema provienen desde antes de iniciarlos, en virtud de que
la afluencia de espectadores en la gran mayoría de los ca-
sos, ya han ingerido una cierta cantidad de alcohol, lo cual,
al volver a beber al interior de la plaza correspondiente, au-
menta la posibilidad de desmanes.

Por todo lo anterior, consideramos conveniente y un factor
de orden y seguridad, tanto para la concurrencia a los even-
tos como para los vecinos de las plazas, la implantación de
un alcoholímetro al ingresar a este tipo de sedes, de esta
manera se evitarán grescas y situaciones lamentables, o en
su defecto, se reducirán significativamente.

El éxito del alcoholímetro es evidente en diversas ciudades
del país; las estadísticas comparativas de accidentes deri-
vadas del alcohol disminuyeron trascendentalmente, por lo
cual, creemos oportuno replicar este fenómeno en los esta-
dios de fútbol, el cual es el evento deportivo de mayor asi-
duidad en este país.

Sin embargo, al ser las disposiciones de espectáculos pú-
blicos competencia de las entidades federativas, este Con-
greso de la Unión y en concreto esta Cámara de Diputados,
está limitada para actuar directamente, pero no impedida
para solicitar a la totalidad de las entidades federativas, in-
cluida el Distrito Federal, considerar la pertinencia de la
implantación de alcoholímetros en las sedes en donde se
realicen espectáculos masivos y en especial, en los accesos
a los estadios de futbol profesional.

Cabe recordar que en algunas entidades del país, ya se ha
solicitado lo que en este momento pedimos, por lo cual
creo que es acertado continuar con el apoyo a esta medida
que bien podemos expresar, sirve para la mejor armonía so-
cial.

De conformidad con todo lo expuesto, me permito someter
a la consideración de esta Honorable Asamblea la siguien-
te proposición con 

Punto de Acuerdo

Único. La honorable Cámara de Diputados exhorta a las
autoridades competentes de todas las entidades federativas,
a implementar una política permanente de aplicación de al-
coholímetros en todos los eventos de asistencia masiva con
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la finalidad de evitar posibles desmanes y erradicar así, la
violencia de los espectáculos multitudinarios.

Notas:

1 Recientemente, cuando se enfrentaron los equipos Guadalajara y Le-
ón, el enfrentamiento entre porras ocasionó desmanes graves.

2 http://www.informador.com.mx/deportes/2013/448036/6/el-ambien-
te-familiar-regresa-al-clasico-nacional.htm

3 http://mx.deportes.yahoo.com/noticias/se-pelean-a-golpes-aficiones-
de-neza-y-el-am%C3%A9rica-210551793.html

4 http://deportes.elpais.com/deportes/2013/04/05/actuali-
dad/1365183186_141646.html

5 http://www.centraldeportiva.com/home/detalle/Seguridad+extre-
ma+en+el+Omnilife-66305

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 9 días del mes de
abril del año 2013.— Diputado Enrique Aubry de Castro Palomino (rú-
brica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen. 

POLITICAS PUBLICAS QUE INCLUYA LA NULA
DESCARGA DE SUSTANCIAS TOXICAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a implantar por los titulares de la Co-
nagua y de la Semarnat políticas que incluyan la nula des-
carga de sustancias tóxicas en ríos, suscrita por los diputa-
dos Ricardo Monreal Ávila y Ricardo Mejía Berdeja, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Ricardo Monreal Ávila y Ricardo Mejía Berdeja, integran-
tes de la LXII Legislatura del Congreso de la Unión y del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 6, fracción I, y 79,
numeral 2, fracción II, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, presentan ante esta asamblea proposición con
puntos de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Hoy, una tercera parte de la población mundial padece de
escasez de agua, y una sexta parte no cuenta acceso a una
fuente limpia de agua a menos de un kilómetro de su ho-
gar; y la mitad de los habitantes de países en desarrollo no
tienen un sistema de saneamiento.

A este problema que se presenta en el mundo hay que sumar
la presión demográfica y el cambio climático que influyen
directamente sobre la cantidad y calidad del vital recurso.

Desafortunadamente, el país no es la excepción: en él, más
de 70 por ciento de los cuerpos de agua presentan algún
grado de contaminación, lo que ocasiona graves problemas
de disponibilidad y acceso a este líquido vital (Informe Es-
tadísticas del agua en México, edición 2011, Comisión Na-
cional del Agua, Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, página 38).

En Ríos tóxicos, documento elaborado por Greenpeace
México, se consideran tóxicos nuestros ríos debido a la
descarga de aguas municipales y las aguas resultantes de
las actividades productivas, principalmente de la industria
y la agricultura.

Además, revela que los cuerpos contaminados afectan di-
rectamente a las comunidades que viven cerca de los ríos,
lagos y otros afluentes provocando daños a su salud y fuen-
tes de alimentos.

Los estados que presentan los casos más emblemáticos de
ríos contaminados son Puebla, Tlaxcala, Oaxaca, México,
Guanajuato, Michoacán, Jalisco y Nayarit, lo que no signi-
fica que las demás entidades no presenten la misma pro-
blemática.

Según datos del informe Human perspectives on the global
water crisis, 84 por ciento de los mexicanos consideran
que la escasez y la contaminación del agua son temas muy
preocupantes, ya que su consumo se asocia directamente a
la trasmisión de enfermedades que afectan a la salud hu-
mana, ya sea por la ingesta directa o por el consumo de ali-
mentos contaminados.

La Organización Mundial de la Salud calcula que en el
mundo cerca de 4 mil niños menores de 5 años mueren dia-
riamente a causa de enfermedades curables trasmisibles
por consumir agua contaminada.
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Académicos de la Escuela de Medicina del Instituto Poli-
técnico Nacional señalan que la prevalencia de insuficien-
cia renal crónica entre niños de 6 y 12 años es de hasta 700
casos por millón de habitantes, cuando la media nacional e
internacional es de 70.

Los infantes constituyen el grupo más vulnerable en la in-
gesta de agua contaminada, ya que son los más propensos
a desarrollar insuficiencia renal crónica, hiperqueratosis,
cáncer de piel o vejiga por el consumo de cromo, cadmio,
plomo o arsénico en el agua.

La mayor parte del problema se debe a la falta de un mar-
co normativo claro en el manejo integral del agua, perme-
ando de esta manera la capacidad de las instituciones gu-
bernamentales para monitorear, supervisar y aplicar leyes
de regulación ambiental que frenen la contaminación.

Las erróneas políticas públicas en torno al agua que se han
implantado en México han ocasionado que las industrias
“sucias” sean beneficiadas por la complicidad de las auto-
ridades federales, estatales y municipales, que incentivan
la descarga de aguas residuales con niveles de contamina-
ción por encima de lo permitido en las normas ecológicas,
a costa del medio ambiente, de la calidad del agua y de las
actividades industriales limpias.

Las administraciones federales, las cuales deberían ser el
principal promotor de condiciones factibles para el consu-
mo de agua de calidad, han olvidado su responsabilidad tal
y como lo marca la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos en su artículo 4o., que a la letra dice:

Artículo 4o. Toda persona tiene derecho al acceso, dis-
posición y saneamiento de agua para consumo personal
y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y
asequible.

(…)

Sin embargo, seguirán siendo insuficientes los esfuerzos de
las autoridades, mientras no se destinen recursos para la
construcción y mantenimiento de plantas de tratamiento,
para la utilización de tecnologías alternativas que permitan
reutilizar los caudales y poderlos regresar a la naturaleza
con buena calidad, así como un monitoreo y control per-
manente en las descargas industriales en aguas nacionales
y municipales.

Por esa razón, los diputados de Movimiento Ciudadano
proponemos los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta al Ejecutivo federal a implantar por
de los titulares de la Comisión Nacional del Agua, David
Korenfeld Federma, y de la Secretaría de Medio Ambiente
y Recursos Naturales, Juan José Guerra Abud, políticas
públicas que incluyan la nula descarga de sustancias toxi-
cas para mantener limpios los ríos del país.

Segundo. Se exhorta al Ejecutivo federal a ampliar las sus-
tancias reguladas en la NOM-001-ECOL-1996 y la NOM-
002- ECOL-1996.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de abril de 2013.—
Diputado Ricardo Monreal Ávila (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen. 

LINEAS DE METROBUS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al jefe del gobierno del Distrito Federal a replantear los
proyectos de las líneas de Metrobús para aplicar sistemas
de cero emisiones de gases de efecto invernadero, a cargo
de la diputada Cristina Olvera Barrios, del Grupo Parla-
mentario de Nueva Alianza

La que suscribe, Cristina Olvera Barrios, integrante de la
LXII Legislatura del Congreso de la Unión por el Grupo
Parlamentario de Nueva Alianza, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 6, 79, numerales 1, fracción II, y
2, fracción III, y demás relativos del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, se permite presentar ante esta sobera-
nía proposición con puntos de acuerdo por los que se ex-
horta al jefe del gobierno del Distrito Federal a replantear
los proyectos de las líneas de Metrobús a efecto de aplicar
sistemas de cero emisiones de gases de efecto invernadero,
al tenor de las siguientes
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Consideraciones

La movilidad en las grandes ciudades es una de las bases
necesarias para el crecimiento urbano ordenado y del desa-
rrollo sustentable.

Como parte del ordenamiento urbano, desde 2005 se im-
plantó el sistema conocido como autobús de tránsito rápi-
do (bus rapid transit, en inglés), con el nombre de Metro-
bús, el cual ha desplazado el transporte ineficiente,
contaminante y peligroso que existía anteriormente.

Los beneficios del sistema son claros: el tiempo de trasla-
do de los ciudadanos disminuyó al tener un carril confina-
do, la calidad de las unidades es mejor en beneficio de los
usuarios y se brinda en general mayor comodidad a éstos.

Al tener un sistema en el cual los empleados trabajan sin
competir por el pasaje sino que tienen sueldos fijos, los au-
tobuses brindan viajes más seguros a los pasajeros. Tam-
bién la seguridad en las estaciones y, en general, el servicio
es mejor que los sistemas de pasaje anteriores.

Entre los beneficios reportados por el propio sistema, al
año se han dejado de emitir alrededor de 110 mil toneladas
de bióxido de carbono al año, atendiendo de mejor manera
a 800 mil pasajeros al día entre las 4 rutas existentes.1 De-
bemos reconocer que, en general, el tráfico en las avenidas
en las que se estableció el sistema no ha disminuido. Sin
embargo, al tener una forma de movilidad más eficiente, el
propio diseño resulta un aliciente para transportarse por es-
te sistema público y dejar el auto particular en casa.

Pese a los avances y beneficios reportados por el Metrobús,
aún hay opciones para mejorar el sistema, disminuir sus
costos directos de implantación y mejorar los servicios am-
bientales.

Cuando se creó el sistema hubo sugerencias de hacerlo
eléctrico. Pero las condiciones específicas de ese momento
hacían más costoso un sistema eléctrico nuevo, tanto eco-
nómica como ambientalmente. Resultaba necesario im-
plantar el sistema eléctrico, generar la energía necesaria pa-
ra su funcionamiento, transportar el fluido eléctrico o
realizar la interconexión y alimentar al naciente Metrobús.
Además de su costo, esto generaría mayores gases de efec-
to invernadero que lo que generaría el Metrobús que fun-
ciona por diesel.

No obstante, las tecnologías han cambiado. Por citar un
ejemplo, investigadores de la Universidad Autónoma Me-
tropolitana han desarrollado opciones de transporte eléctri-
co de baja tensión y bajo consumo eléctrico, bajo costo y
con necesidades menores de infraestructura comparado
con el Metrobús actual.

La quema de diesel genera, entre otros, gases óxidos de ni-
trógeno, benceno, bióxido de azufre y formaldehído, algu-
nos de los cuales son incluso cancerígenos.2 Considerando
esto, deberíamos implantar una política de disminución del
uso de diesel, y en este caso reemplazarlo por el uso de
electricidad para la movilidad.

Cabe señalar las ventajas de los transportes eléctricos: no
generan gases de efecto invernadero donde transitan. Al no
usar, ni tirar y derramar diesel, no se maltrata la carpeta as-
fáltica de manera grave y por lo tanto, no se requiere repa-
vimentación en los carriles por los que circula. Además, su
costo de operación es estable debido a que no depende del
costo del petróleo.

Por otro lado, las condiciones energéticas también han
cambiado. Actualmente y después de clausurar el Bordo
Poniente, el gobierno del DF ha reordenado el manejo de
los residuos sólidos y tiene, en el Bordo Poniente, condi-
ciones óptimas para generar energía. A su vez, esta energía
podría abastecer a los sistemas eléctricos de transporte, dis-
minuyendo los costos de operación del sistema Metrobús,
y, lo más importante, dejando de emitir gases de efecto in-
vernadero y no sólo reduciéndolos como hasta ahora su-
cede.

En el Grupo Parlamentario de Nueva Alianza considera-
mos que debemos ser consistentes en la lucha contra el
cambio climático y usar de manera inteligente y eficiente
los recursos con los que cuenta la ciudad. La organización
de la urbe y del transporte es un espacio de oportunidad. Se
debe aprovechar esta oportunidad y generar la energía ne-
cesaria para que estos sistemas funcionen al menor costo
económico ambiental.

Por las razones expuestas presento ante el pleno de la Cá-
mara de Diputados la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta respetuosamente al jefe del gobierno
del Distrito Federal a considerar en la licitación de las Lí-

Año I, Primer Periodo, 9 de abril de 2013 / Anexo II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados62



neas Cinco y Seis de Metrobús el uso de sistemas eléctri-
cos a fin de crear líneas “cero emisiones”.

Segundo. Se exhorta respetuosamente al jefe del gobierno
del Distrito Federal a considerar la generación de energía
eléctrica con los recursos disponibles en el Bordo Ponien-
te para alimentar los sistemas de movilidad eléctrica de la
Ciudad de México.

Notas:

1 www.metrobus.df.gob.mx

2 http://www.statefundca.com/safety/safetymeeting/SafetyMeetingAr-
ticle.aspx?ArticleID=169

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de abril de 2013.— Diputada
Cristina Olvera Barrios (rúbrica).»

Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dicta-
men. 

DELITO DE DESAPARICION 
FORZADA DE PERSONAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
las legislaturas locales a emprender acciones para tipificar
en la normativa y conforme a los estándares internaciona-
les en la materia el delito de desaparición forzada de per-
sonas, a cargo de la diputada Miriam Cárdenas Cantú, del
Grupo Parlamentario del PRI

La que suscribe Miriam Cárdenas Cantú, diputada inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional de la LXII Legislatura, con fundamento en los
artículos 6, numeral 1, fracción I, 79, numeral 1, fracción
II, y numeral 2, fracciones I, III, IV y VI, y demás relativos
del Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta a
consideración de esta honorable asamblea, proposición con
punto de acuerdo, de urgente u obvia resolución, con el ob-
jeto de exhortar a las Legislaturas de las entidades federa-
tivas del país, para que emprendan las acciones legislativas
necesarias a fin de tipificar en su legislación, en el caso en
que no lo hayan hecho, el delito de desaparición forzada de
personas o para que, en aquellos estados en donde el refe-
rido delito se prevé, realicen, las adecuaciones necesarias,

a efecto de que el tipo penal correspondiente guarde armo-
nía con los estándares internacionales en la materia, con
base en las siguientes

Consideraciones

Recientemente fue reformada nuestra Constitución Federal
para colocar como tema central de todo el engranaje esta-
tal, los Derechos Humanos. Esta reforma, considerada por
muchos como una de las más importantes desde la promul-
gación de la Constitución de 1917, vino a inaugurar una
nueva etapa en el país.1

México ha demostrado su compromiso de respetar, prote-
ger, promover y garantizar el goce y ejercicio de los dere-
chos humanos. Así lo reflejan, entre otras acciones, la re-
forma constitucional en comento, los criterios de nuestro
máximo tribunal en lo que hace al control de convenciona-
lidad, la expedición de la Ley General de Víctimas y el
cumplimiento progresivo de las observaciones, recomen-
daciones o sentencias de organismos internacionales.

Sin embargo, existen aún retos por superar. Por ello, acudo
ante  esta Soberanía a presentar una Proposición con Pun-
to de Acuerdo, de urgente u obvia resolución, con el obje-
to de exhortar a las Legislaturas de las entidades federati-
vas del país, para que realicen esfuerzos legislativos que
lleven a la inclusión, en su sistema normativo local, del de-
lito de desaparición forzada de personas, en los casos en
donde aún no se prevé y, para que, en el caso de aquellas
entidades federativas en donde ya existe ese tipo penal,
adecuen su tipificación a los estándares internacionales en
la materia. 

Ciertamente, la desaparición forzada de personas es una re-
alidad que nos lastima. 

Familias enteras sufren por desconocer el paradero de sus
seres queridos. Madres, padres, hijos e hijas, hermanos,
hermanas, amigos y amigas viven con incertidumbre por la
ausencia de hombres y mujeres que un día desaparecieron.
Además, a ese sufrimiento hay que sumar que las familias
deben enfrentar problemas civiles, laborales, administrati-
vos y penales.

La problemática en comento reviste la mayor importancia,
porque la persona desaparecida carece de un status jurídi-
co que impide considerarle, para ciertos trámites y accio-
nes legales, como viva o, en su caso, muerta y, por tanto,
en lo que hace al ejercicio que de sus derechos podrían ha-
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cer sus familiares legítimamente habilitados (por ejemplo
pensión alimenticia, indemnizaciones o ser beneficiarios
de ciertos derechos), los mismos se encuentran imposibili-
tados jurídicamente para ejercer acción alguna. 

Ante esto, no podemos dejar a un lado el derecho de las
víctimas a la justicia y a la reparación.

Es de señalarse, que en fechas recientes, diputadas y dipu-
tados integrantes de la Comisión de Derechos Humanos de
la Cámara de Diputados, nos reunimos con miembros de
sociedad civil organizada, quienes buscan unir esfuerzos
para coadyuvar en la búsqueda de sus desaparecidos. 

Las víctimas de desaparecidos nos expresaron el calvario
que han vivido, no sólo por el dolor que les imprime la des-
gracia que les aqueja, sino por la tramitología y burocracia
de las dependencias públicas, cuya respuesta han sido in-
variablemente promesas incumplidas, apatía, desinterés,
incredulidad y omisión.

Estamos ciertos de que el respeto de los derechos humanos
debe ser centro de toda decisión gubernamental, estoy cier-
ta de que un marco jurídico armonizado con normas que
respondan a parámetros internacionales, es base funda-
mental para avanzar en la construcción de un sistema de
protección efectivo de los derechos humanos. 

Por ello, nuestro compromiso como legisladoras y legisla-
dores, federales y estatales, es dotar a ese sistema de nor-
mas que definan con claridad qué conductas violentan de-
rechos y cuáles han de ser las sanciones que les
correspondan para que se inhiba su comisión 

Es en este sentido que propongo ante Ustedes este Punto de
Acuerdo, con el objeto de exhortar a las entidades federa-
tivas del país que no han legislado sobre desaparición for-
zada, para que lo hagan y para que, aquellas que ya lo han
hecho, realicen, en su caso, adecuaciones para que dicha ti-
pificación se apegue a los parámetros internacionales en la
materia. 

Encuentra también respaldo esta proposición en las reco-
mendaciones formuladas por la Organización de las Nacio-
nes Unidas que, en su informe relativo a la Misión realiza-
da en México con motivo de las desapariciones forzadas o
involuntarias (2012), señaló:

El Grupo de Trabajo recomienda que se garantice que el
delito de desaparición forzada sea incluido en los Códigos

Penales de todas las entidades federativas y que a la breve-
dad se apruebe una ley general sobre las desapariciones
forzadas o involuntarias. Dicha ley general debería definir
la desaparición forzada como un delito autónomo; crear un
procedimiento específico de búsqueda de la persona des-
aparecida con la participación de los familiares de las víc-
timas; establecer un registro nacional de personas desapa-
recidas forzosamente que garantice que los familiares,
abogados, defensores de los derechos humanos y cualquier
otra persona interesada tenga pleno acceso a este registro;
permitir la declaración de ausencia como consecuencia de
la desaparición forzada; asegurar la plena protección y apo-
yo de los familiares de las personas desaparecidas y de los
testigos; y garantizar el derecho a la reparación integral. El
Grupo de Trabajo recomienda garantizar la armonización
de la definición de desaparición forzada en la legislación
penal con lo establecido en la Declaración y otros instru-
mentos internacionales relevantes.2

Hay que recordar que México forma parte de diversos ins-
trumentos internacionales en los que se prevé la desapari-
ción forzada de personas y que, conforme a nuestra norma
suprema y diversos criterios jurisprudenciales, sus disposi-
ciones  constituyen obligaciones vinculantes e irrenuncia-
bles frente a las que tiene que dar cuenta. Al respecto, ca-
be citar la siguiente tesis del Poder Judicial de la
Federación: 

Control de convencionalidad ex officio en un modelo de
control difuso de constitucionalidad. De conformidad
con lo previsto en el artículo 1o. de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, todas las autoridades
del país, dentro del ámbito de sus competencias, se en-
cuentran obligadas a velar no sólo por los derechos huma-
nos contenidos en la Constitución Federal, sino también
por aquellos contenidos en los instrumentos internaciona-
les celebrados por el Estado Mexicano, adoptando la inter-
pretación más favorable al derecho humano de que se tra-
te, lo que se conoce en la doctrina como principio pro
persona. Estos mandatos contenidos en el artículo 1o. cons-
titucional, reformado mediante Decreto publicado en el
Diario Oficial de la Federación de 10 de junio de 2011, de-
ben interpretarse junto con lo establecido por el diverso
133 para determinar el marco dentro del que debe realizar-
se el control de convencionalidad ex officio en materia de
derechos humanos a cargo del Poder Judicial, el que debe-
rá adecuarse al modelo de control de constitucionalidad
existente en nuestro país. Es en la función jurisdiccional,
como está indicado en la última parte del artículo 133 en
relación con el artículo 1o. constitucionales, en donde los
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jueces están obligados a preferir los derechos humanos
contenidos en la Constitución y en los tratados internacio-
nales, aun a pesar de las disposiciones en contrario que se
encuentren en cualquier norma inferior. Si bien los jueces
no pueden hacer una declaración general sobre la invalidez
o expulsar del orden jurídico las normas que consideren
contrarias a los derechos humanos contenidos en la Cons-
titución y en los tratados (como sí sucede en las vías de
control directas establecidas expresamente en los artículos
103, 105 y 107 de la Constitución), sí están obligados a de-
jar de aplicar las normas inferiores dando preferencia a las
contenidas en la Constitución y en los tratados en la mate-
ria.3

Ahora bien, a nivel internacional, los principales instru-
mentos en la materia son la Declaración sobre la protección
a todas las personas contra las desapariciones forzadas4 y
la Convención Internacional para la protección de todas las
personas contra las desapariciones forzadas.5 En esta últi-
ma, vigente para México desde 2010, se define la desapa-
rición forzada como el arresto, la detención, el secuestro o
cualquier otra forma de privación de libertad, cometida
por agentes del Estado o por personas o grupos de perso-
nas que actúan con la autorización, el apoyo o la aquies-
cencia del Estado, seguida de la negativa de reconocer di-
cha privación de libertad o del ocultamiento de la suerte o
paradero de la persona desaparecida, sustrayéndola a la
protección de la ley.6

Además, se señala en ese documento que cada Estado Par-
te tomará las medidas necesarias para que la desapari-
ción forzada sea tipificada como delito en su legislación
penal.7

Por lo que hace al sistema regional de protección de los de-
rechos humanos,  la desaparición forzada se prevé en la
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de
Personas.8 En esta convención se le define (artículo II) co-
mo la privación de la libertad a una o más personas, cual-
quiera que fuere su forma, cometida por agentes del Esta-
do o por personas o grupos de personas que actúen con la
autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, segui-
da de la falta de información o de la negativa a reconocer
dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero
de la persona, con lo cual se impide el ejercicio de los re-
cursos legales y de las garantías procesales pertinentes.

De la misma manera que los instrumentos señalados ante-
riormente, en el interamericano se señala la obligación del

Estado de adoptar medidas internas para tipificar como de-
lito a esta figura. Así señala en su artículo III: 

Artículo III 

Los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arre-
glo a sus procedimientos constitucionales, las medidas
legislativas que fueren necesarias para tipificar como
delito la desaparición forzada de personas, y a imponer-
le una pena apropiada que tenga en cuenta su extrema
gravedad. Dicho delito será considerado como conti-
nuado o permanente mientras no se establezca el desti-
no o paradero de la víctima. 

Los Estados Partes podrán establecer circunstancias ate-
nuantes para los que hubieren participado en actos que
constituyan una desaparición forzada cuando contribuyan a
la aparición con vida de la víctima o suministren informa-
ciones que permitan esclarecer la desaparición forzada de
una persona.

El valor de los instrumentos jurídicos antes señalados es de
pleno derecho y constituye, por tanto, una obligación in-
eludible para todas las autoridades del Estado Mexicano en
sus distintos órdenes de gobierno. 

Por si fuera poco, el tema de la desaparición forzada resul-
ta tan preocupante para la comunidad internacional en su
conjunto, que existen diversas sentencias en la materia
emitidas por tribunales internacionales, como tal es el caso
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que se
ha pronunciado en repetidas ocasiones sobre la desapari-
ción forzada. 

Ahora bien, en lo que hace a nuestro derecho interno, las
Sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos no son soft law, recomendaciones potestativas u otra
forma jurídica alternativa que carezca de carácter vincu-
lante para el Estado Mexicano. Las Sentencias de la Corte
Interamericana en las que el éste sea parte, son obligatorias
para todos los servidores públicos en todos los niveles y,
por tanto, deben ser cumplidas a cabalidad. Así ha sido re-
conocido por  la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
tal como se puede constatar en las siguientes tesis:

Sentencias emitidas por la Corte Interamericana de
Derechos Humanos. Son vinculantes en sus términos
cuando el Estado mexicano fue parte en el litigio. El
Estado mexicano ha aceptado la jurisdicción de la Cor-
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te Interamericana de Derechos Humanos, por ello, cuan-
do ha sido parte en una controversia o litigio ante esa ju-
risdicción, la sentencia que se dicta en esa sede, junto
con todas sus consideraciones, constituye cosa juzgada,
correspondiéndole exclusivamente a ese órgano interna-
cional evaluar todas y cada una de las excepciones for-
muladas por el Estado Mexicano, tanto si están relacio-
nadas con la extensión de la competencia de la misma
Corte o con las reservas y salvedades formuladas por
aquél. Por ello, la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, aun como tribunal constitucional, no es competen-
te para analizar, revisar, calificar o decidir si una sen-
tencia dictada por la Corte Interamericana de Derechos
Humanos es correcta o incorrecta, o si excede en rela-
ción con las normas que rigen su materia y proceso. Por
tanto, la Suprema Corte no puede hacer ningún pronun-
ciamiento que cuestione la validez de lo resuelto por la
Corte Interamericana de Derechos Humanos, ya que pa-
ra el Estado Mexicano dichas sentencias constituyen co-
sa juzgada. Lo único procedente es acatar y reconocer la
totalidad de la sentencia en sus términos. Así, las reso-
luciones pronunciadas por aquella instancia internacio-
nal son obligatorias para todos los órganos del Estado
Mexicano, al haber figurado como parte en un litigio
concreto, siendo vinculantes para el Poder Judicial no
sólo los puntos de resolución concretos de la sentencia,
sino la totalidad de los criterios contenidos en ella.9

Pues bien, México tiene una sentencia sobre sí en la mate-
ria, corresponde al caso Radilla en el que la Corte Inter-
americana encontró culpable a México, entre otras cosas,
por la violación de los derechos a las garantías judiciales y
a la protección judicial reconocidos en la Convención
Americana sobre Derechos Humanos y en la Convención
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas y
al efecto dispuso  que: 

El Estado deberá adoptar, en un plazo razonable, las refor-
mas legislativas pertinentes para compatibilizar el artículo
215 A del Código Penal Federal con los estándares interna-
cionales en la materia y de la Convención Interamericana
sobre Desaparición Forzada de Personas, en los términos
de los párrafos 343 a 344 de la presente Sentencia.

En suma, es de señalarse que a la redacción de la presente
Proposición, los gobiernos de los estados de Baja Califor-
nia, Chiapas, Chihuahua, Guanajuato, Hidalgo, Jalisco, es-
tado de México, Michoacán, Morelos, Querétaro, Quintana
Roo, Sinaloa, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz,
Yucatán y Zacatecas, no han legislado en materia de des-

aparición forzada, en base a los parámetros internaciona-
les.

Asimismo, existen entidades federativas que ya cuentan
con un tipo penal para que, en su caso, lo adecuen a esos
parámetros, toda vez que, de un análisis de derecho com-
parado se desprende que algunas entidades federativas en
las que se prevé el delito de desaparición forzada incurren,
considerando el derecho internacional de los derechos hu-
manos, en una distorsión de la figura, al incluir en sus tipos
penales elementos ajenos al mismo, como es el caso del es-
tado de Oaxaca. 

En este orden de ideas y finalmente, es de señalarse que,
por ejemplo, Aguascalientes, a pesar de que prevé la figu-
ra, ésta se circunscribe estrictamente a los servidores pú-
blicos, cuando en el derecho internacional de los derechos
humanos se reconoce que puede ser cometido el delito por
particulares bajo el auspicio, connivencia u omisión mani-
fiesta de actuar de parte del Estado. 

En consecuencia y, por todo lo anteriormente expuesto,
presento a la consideración de esta Honorable Soberanía,
con carácter de urgente u obvia resolución, la siguiente
proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a las Legislaturas de
las entidades federativas de la República Mexicana, para
que emprendan las acciones legislativas conducentes, con
el objeto de tipificar en su legislación y conforme a los es-
tándares internacionales en la materia, el delito de desapa-
rición forzada de personas.

Notas:

1 Carbonell, Miguel y Pedro Salazar (coordinadores). La Reforma

constitucional de Derechos Humanos: un nuevo paradigma. México.
UNAM-IIJ. Septiembre 2011.

2 Naciones Unidas. Informe de misión a México. Grupo de trabajo de

la ONU sobre las desapariciones forzadas o involuntarias. Oficina del
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Huma-
nos. México, 2012. Pág. 28. Parr. 86.

3 El Tribunal Pleno, el 28 de noviembre de 2011, aprobó, con el nú-
mero LXVII/2011(9a.), esta tesis aislada. México, Distrito Federal, a
28 de noviembre de 2011. Varios 912/2010. 14 de julio de 2011. Ma-
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yoría de siete votos; votaron en contra: Sergio Salvador Aguirre An-
guiano, Jorge Mario Pardo Rebolledo con salvedades y Luis María
Aguilar Morales con salvedades. Ausente y Ponente: Margarita Beatriz
Luna Ramos. Encargado del engrose: José Ramón Cossío Díaz. Secre-
tarios: Raúl Manuel Mejía Garza y Laura Patricia Rojas Zamudio. 

4 Resolución 47/133 de la Asamblea General de Naciones Unidas del
18 de diciembre de 1992.

5 Resolución 61/177 de la Asamblea General de Naciones Unidas del
23 de septiembre de 2005.

6 Ver artículo 2°.

7 Ver artículo 4°.

8 Adoptada en Belem do Pará, Brasil el 9 de junio de 1994 y en vigor
desde el 28 de marzo de 1996. México es parte desde 2002.

9 El Tribunal Pleno, el 28 de noviembre de 2011 aprobó, con el núme-
ro LXV/2011 (9a.), esta tesis aislada.  México, Distrito Federal, a 28
de noviembre de 2011.Varios 912/2010. 14 de julio de 2011. Unanimi-
dad de once votos en relación con la obligatoriedad de las sentencias
emitidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos; votaron
con salvedades: Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Margarita Beatriz
Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Luis María
Aguilar Morales. Mayoría de ocho votos en cuanto a la posibilidad de
revisar si se configura alguna de las excepciones del Estado Mexicano
al reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de aquélla, o alguna
de las reservas o declaraciones interpretativas formuladas por el Esta-
do Mexicano; votaron en contra: Sergio Salvador Aguirre Anguiano,
Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ponen-
te: Margarita Beatriz Luna Ramos. Encargado del engrose: José Ra-
món Cossío Díaz. Secretarios: Raúl Manuel Mejía Garza y Laura Pa-
tricia Rojas Zamudio. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de abril de 2013.— Diputada
Miriam Cárdenas Cantú (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen. 

PROYECTO HIDRAULICO MONTERREY VI

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los titulares de la Conagua y del Banobras a atender la ins-

trucción del Ejecutivo federal para acelerar la realización
del proyecto hidráulico Monterrey VI, a cargo del diputado
José Martín López Cisneros, del Grupo Parlamentario del
PAN

El suscrito, diputado federal José Martín López Cisneros,
integrante del Grupo Parlamentario de Acción Nacional de
la entidad federativa de Nuevo León, en ejercicio de la fa-
cultad que confieren los artículos 6, fracción I, y 79 nume-
ral 2 y demás relativos y aplicables del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta ho-
norable asamblea la presente proposición con punto de
acuerdo, en virtud de los siguientes

Considerandos

El pasado 6 de diciembre de 2012, en su primera gira co-
mo Presidente de la República, el licenciado Enrique Peña
Nieto visitó nuestro Estado, Nuevo León, cuyos ciudada-
nos le dieron una cálida bienvenida y más cuando se com-
prometió a impulsar y apoyar dos obras estratégicas para el
desarrollo: la Línea 3 del Metro y el proyecto Monterrey
VI.

Palabras textuales, el Primer Mandatario ofreció lo si-
guiente a los nuevoleoneses: “aquí está el Secretario de Co-
municaciones, a quien instruyo para que a este proyecto
(Línea 3 del Metro) se le imprima celeridad, al igual que el
señor Director de CONAGUA en lo que hace al proyecto
de Monterrey VI”.

Pues bien, en relación al Metro ya se han realizado las pri-
meras acciones, lamentablemente no ha ocurrido así con el
proyecto Monterrey VI, que dada la severa sequía que pa-
decemos, es vital que se le dé celeridad, pues representa ni
más ni menos que la salvación de nuestro Estado ante la
crisis de agua que ya empezamos a padecer.

En esa gira de trabajo, el Presidente Peña Nieto explicó que
el proyecto Monterrey VI tendrá una inversión de casi 14
mil millones de pesos, se realizará  en aproximadamente 3
años  y consiste en un acueducto de 520 kilómetros de lon-
gitud, que pasará por los Estados de Veracruz, San Luis Po-
tosí, Tamaulipas, y llegará a Nuevo León, para garantizar
el abasto de agua para los próximos 50 años en la entidad.

En congruencia, aquí en esta Cámara de Diputados, apro-
bamos el Presupuesto de 2013 del Gobierno Federal el cual
incluye 2 mil 675 millones de pesos para iniciar las obras
de Monterrey VI.
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Sin embargo, la celeridad que ha solicitado el Presidente
Peña Nieto a su gabinete no ha sido debidamente atendida,
pues el pasado 4 de marzo, el Director de BANOBRAS,
Alfredo del Mazo Maza, visitó Nuevo León y dio la noti-
cia de que el esquema financiero que se implementará pa-
ra la realización del proyecto hidráulico Monterrey VI aún
no está definido, por lo que no tienen fecha para el arran-
que de esta obra trascendental para el Estado.

Y esto se da en el contexto de una severa sequía, así como
una crisis de agua, pues ya el Gobierno del Estado, que ha
intentado minimizar el problema, por fin aceptó que va a
tener que bajar la presión de las tuberías, e incluso que so-
lamente hay abasto suficiente de agua para 18 meses.

Aquí ya se han dado a conocer las precarias condiciones
que se viven en el área rural del Estado, pues se han perdi-
do miles de cabezas de ganado, así como cosechas, pues el
agua, abundante tras el huracán Alex hace casi tres años,
simplemente ha desaparecido por la escasez de lluvias.

Además, nuestro Estado ha trasvasado agua de la Presa el
Cuchillo para cumplir el convenio con Tamaulipas, y eso
ha dejado las presas muy reducidas en su capacidad de al-
macenamiento.

Por lo tanto, es urgente que el Gobierno Federal saque de
la congeladora al proyecto hidráulico Monterrey VI, y
brinde las acciones necesarias, bajo un esquema financiero
adecuado, para arrancar esta obra cuánto antes.

El tiempo apremia, porque cada día que pasa, la crisis del
agua se agudiza en Nuevo León, por lo tanto, es necesario
hacer un llamado al Presidente de la República y a su ga-
binete para que pasen de las palabras, de las promesas, a
los hechos concretos.

Motivos suficientes para proponer ante ustedes la siguien-
te propuesta de

Punto de Acuerdo

Único: Se exhorta al director de la Comisión Nacional del
Agua, doctor David Korenfeld Federman, así como al di-
rector de Banobras, licenciado Alfredo del Mazo Maza, pa-
ra que atiendan la instrucción del ciudadano presidente
constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, licencia-
do Enrique Peña Nieto, a fin de darle celeridad a la reali-
zación del proyecto hidráulico Monterrey VI, definiendo el

esquema financiero y arrancando las obras a la brevedad
posible.

México, DF, a 9 de abril de 2013.— Diputado José Martín López Cis-
neros (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, para
dictamen. 

CASETAS DE LA AUTOPISTA DEL SOL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SCT y a la Ssa a llevar a cabo inspecciones periódicas en
los sanitarios de las casetas de la Autopista del Sol y redo-
blar esfuerzos para mantener en buen estado la red carrete-
ra del país, a cargo del diputado Víctor Manuel Jorrín Lo-
zano, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Víctor Manuel Jorrín Lozano, integrante de la LXII Legis-
latura del Congreso de la Unión y del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano, con fundamento en lo dispues-
to por los artículos 6, fracción I, 79 numeral 2, fracción II
del Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta ante
esta honorable asamblea el siguiente punto de acuerdo al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En México el turismo es una de las actividades de mayor
importancia para el crecimiento económico, ya que su de-
sarrollo representa alrededor de 8 por ciento del producto
interno bruto (PIB) nacional, posicionándolo de esta mane-
ra como uno de los rubros con el porcentaje más alto en ge-
neración de empleos en el país.

Tan grande es el empuje de esta actividad económica que
la Organización Mundial de Turismo (OMT) en 2012, co-
locó a México en la décima posición del ranking de arribo
de turistas internacionales.

Sin embargo, el crecimiento del turismo en nuestro país, se
ha visto seriamente mermado en los últimos años princi-
palmente, debido al clima de inseguridad y violencia que
se respira producto de la equivocada estrategia de combate
frontal en contra del crimen organizado.
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Uno de los lugares que sufre esta situación es Acapulco,
localidad por excelencia del turismo nacional y extranjero,
el cual aunado al conglomerado de problemas de seguridad
y financieros, se le suma la deficiente infraestructura ca-
rretera existente para llegar a este destino turístico.

El alto cobro de tarifas de peaje en la Autopista del Sol, no
necesariamente se refleja en la reducción de tiempos de
traslado y en la calidad de los servicios por parte de los
concesionarios a lo largo y ancho de esta vía.

Para el automovilista ya es común encontrarse en su tra-
yecto baches, reducción de carriles, señales deterioradas y
un deficiente mantenimiento higiénico de los sanitarios
ubicados en las casetas, situación que preocupa.

En el caso de los sanitarios se cobra una tarifa adicional a
la ya pagada en la caseta, de entre 4 o 5 pesos, y aún así no
cumplen con las mínimas normas de higiene para su uso.

El mal estado y la falta de limpieza y mantenimiento en sa-
nitarios que se encuentran a cargo de los concesionarios de
la Autopista del Sol, además de la mala imagen que se pro-
yecta a los paseantes, pone en riesgo la salud de quienes los
usan al ser estos un foco de infección por las condiciones
insalubres en las que se encuentran.

Esta realidad no es exclusiva de la Autopista del Sol, sino
por el contrario es una constante que se manifiesta a lo lar-
go y ancho de la red carretera de nuestro país.

Lejos de ser un tema de estética, nos encontramos ante una
serie de violaciones por parte de los concesionarios, al no
cumplir con lo establecido en el Reglamento Federal de
Seguridad, Higiene y Medio Ambiente de Trabajo, si en-
tendemos que los sanitarios públicos que se encuentran en
las casetas no sólo para los usuarios de la vía de comuni-
cación, sino también operan como centros de trabajo.

Por esta razón los diputados de Movimiento Ciudadano
consideramos que una estrategia que coadyuve al fortaleci-
miento de la actividad turística en el municipio de Acapul-
co es la promoción de servicios de calidad a lo largo y an-
cho de la Autopista del Sol, que consistan en módulos de
orientación turística, apoyo vial, reforzamiento de seguri-
dad, señalizaciones en otros idiomas, higiene en sanitarios
y avisos oportunos de mantenimiento, y en el mejor de los
casos tarifas de peaje más accesibles, que hagan del trasla-
do de los paseantes su mejor opción.

Derivado de lo anterior sometemos a la consideración de
esta asamblea los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes, y a la Secretaría de Salud, para que lleven a
cabo inspecciones periódicas en los diversos sanitarios que
se encuentran ubicados en las casetas de la Autopista del
Sol y en caso de encontrar violaciones al reglamento san-
cionen éstas.

Segundo. Se exhorta a la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes para que en la medida de sus atribuciones re-
doble esfuerzos a fin de mantener en buen estado la red ca-
rretera de nuestro país.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de abril de 2013.— Diputado
Víctor Manuel Jorrín Lozano (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen. 

CAMPAÑA DE INFORMACION EN EL
CASO DE QUE SE DE UNA DEPORTACION

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita al
gobierno federal que por los consulados en Estados Unidos
de América informe a los mexicanos residentes sobre los
beneficios de registrar a los hijos en las oficinas consula-
res, así como que las representaciones en aquel país em-
prendan una campaña informativa en caso de deportación,
a cargo del diputado Julio César Flemate Ramírez, del Gru-
po Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado federal Julio Cesar Flemate, integran-
te de la LXII Legislatura y del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 79, numeral 1, fracción II, numeral
2, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta honorable asamblea la siguiente pro-
posición con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El movimiento migratorio de mexicanos hacia Estados
Unidos de América tiene profundas raíces estructurales
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además de una prolongada tradición histórica, desarrollada
a lo largo de más de 160 años en muy diversas regiones del
país. Este fenómeno en la actualidad constituye el nexo mi-
gratorio bilateral más importante del mundo.

Cabe recordar que el flujo migratorio entre México y Esta-
dos Unidos fue estimulado por el sistema de contratación y
manejo de la mano de obra denominado como el “engan-
che”. Las necesidades de trabajadores obligaron a empre-
sas mineras, terratenientes y de ferrocarriles a recurrir a
contratistas para reclutar personal en la frontera o en el in-
terior del país.

Con la cancelación del programa Bracero en 1964, se pro-
vocó una explosión de desplazamientos irregulares y con
ello se configura un nuevo modelo basado en la circulación
de trabajadores migratorios.

Las olas de migración hacia el país del norte se dieron en
los años ochenta, ya que de mil 776 millones de entradas
de indocumentados en 1982 paso a 3 mil 822 millones en
1986, hecho que provocó la creación de la Ley de Reforma
y Control de la Inmigración (IRCA). Hoy en día y de
acuerdo a cifras oficiales, el éxodo de mexicanos hacia Es-
tados Unidos es de 550 mil a 600 mil migrantes por año.

El número de mexicanos residentes ha pasado de 2.2 mi-
llones en 1980 a 11.9 millones en 2009. Al respecto exis-
ten indicios que la migración mexicana ha dejado de cre-
cer debido a los problemas económicos que tiene el país
vecino.

El destino de los inmigrantes indocumentados se ha vuelto
más incierto, ya que son obligados a permanecer en Esta-
dos Unidos ante la militarización en la frontera, ya que no
tienen opción de regularizar su situación migratoria y viven
día a día con la angustia y el temor de ser aprehendidos, de-
portados o bien separados de su familia.

Se trata de millones de mexicanos que trabajan y pagan
impuestos en aquel país, pero carecen de derechos de ciu-
dadanía, como son los servicios de salud o los de educa-
ción.

A pesar de la importancia que tienen los migrantes en la
economía de Estados Unidos y de la historia migratoria en-
tre México y el citado país, está sucediendo un hecho el
cual no podemos dejar a un lado, me  estoy refiriendo a la
deportación del padre o bien de la madre, por parte de las
autoridades de aquella nación.

Gloria Muñoz, presidenta de Enlace Fundación, menciona
que por cada seis migrantes que se deportan, dos niños son
afectados, de seguir esta tendencia en un año o dos habrá
15 mil niños de padres deportados, dejándolos sin una per-
sona que se ocupe de su guarda y custodia.

Mientras el proceso legal de sus padres está en marcha, los
menores son llevados a los hogares denominados foster ho-
me, hogares generalmente de familias afroamericanas y
que el gobierno paga por su cuidado.

Si el gobierno de aquél país no tiene comunicación con los
padres o familiares en un periodo de meses, estos pierden
la patria potestad y son registrados en una lista de adop-
ción.

Elsa Leyva, abogada de esta fundación, señala que en mu-
chos casos los padres los quieren recuperar, no obstante
existe un desconocimiento tanto de los trámites que se tie-
nen que realizar, como de las instituciones a las que tienen
que acudir para poder recuperar a sus hijos.

Al respecto, la Convención sobre los Derechos del niño en
el artículo 3 numeral 1 señala que

En todas las medidas concernientes a los niños que tomen
las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los
tribunales, las autoridades administrativas o los órganos le-
gislativos, una consideración primordial a que se atenderá
será el interés superior del niño. 

No podemos dejar a un lado este problema, ya que el inte-
rés del niño está por encima de cualquier ley o política pú-
blica de un país.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta al gobierno fede-
ral para que a través de sus consulados en Estados Unidos
de América se informe a la población mexicana residente
en aquel país,  los beneficios que se tienen al registrar a sus
hijos en las oficinas consulares; así mismo, para que las re-
presentaciones de México en los Estados Unidos de Amé-
rica emprendan una campaña de información en el caso de
que se de una Deportación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de abril de 2013.— Diputado
Julio César Flemate Ramírez (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Relaciones Exte-
riores y de Asuntos Frontera Sur-Sureste, para dicta-
men. 

INCENDIOS FORESTALES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal y a la Semarnat a realizar acciones de
reforestación para revertir el daño causado al ecosistema y
a la población de la Huasteca potosina por los incendios fo-
restales ocurridos en marzo pasado, a cargo de la diputada
María Concepción Ramírez Diez Gutiérrez, del Grupo Par-
lamentario del PAN

La suscrita, María Concepción Ramírez Diez Gutiérrez, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional en la LXII Legislatura, en ejercicio de la facultad
que le confiere el artículo 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y los nu-
merales 1, fracción II, 2, fracciones I, II y III del artículo
79, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía la siguiente proposición
con punto de acuerdo de obvia y urgente resolución, por el
que se exhorta al titular del Ejecutivo federal y a la Secre-
taría del Medio Ambiente y Recursos Naturales, Semarnat,
para que se realicen las acciones inmediatas en la refores-
tación para la recuperación del daño causado al ecosistema
y población de la huasteca potosina por incendios foresta-
les ocurrido el pasado mes de marzo, suscrito por la dipu-
tada María Concepción Ramírez Diez Gutiérrez, del Grupo
Parlamentario del PAN.

Exposición de Motivos

En México existe una gran diversidad de bosques, selvas,
pastizales y otro tipo de vegetación de hecho, se estima que
somos uno de los países con una importante variedad de
flora y fauna, contamos con todo tipo de clima, tanto hú-
medo como seco extremo, dada su privilegiada situación y
extensión, México es más que una tierra de desiertos o de
espinosos cactus. La extrema diversidad de los ecosistemas
está dada por su extensión (cuatro veces más grande que
España) y por su especial geografía de hecho, los científi-

cos afirman que alrededor del 15 por ciento de las especies
botánicas y animales en México, no se encuentran en nin-
gún otro lugar del planeta.

Específicamente, me referiré al estado de San Luis Potosí
y a los daños ocasionados al ecosistema por los incendios
forestales ocurridos en días pasados afectando así a la zo-
na de la huasteca que representa 18.31 por ciento de la su-
perficie del estado, con aproximadamente mil 409 hectáre-
as1

El estado se encuentra localizado en la altiplanicie central
mexicana y ocupa el noveno lugar nacional en biodiversi-
dad (incluye flora y fauna), esto se debe a la amplia varie-
dad de condiciones climáticas, tipos de suelo, hidrología,
geología así como por su ubicación, pues convergen las dos
regiones biogeográficas del continente: neártica y neotro-
pical (Torres y Sierra, 2003).

Lo anterior, es para evidenciar que a lo largo de los últimos
años el cambio climático, la desinformación de la pobla-
ción, la falta de herramientas necesarias para combatir de-
sastres naturales, han propiciado a que nuestro ecosistema
se encuentre en peligro, que ni siquiera las políticas públi-
cas permitan mayor control de vigilancia y seguridad para
este sector tan vulnerable y en ocasiones desprotegido por
la propia ley dejando así, expuesto a más de mil 200 espe-
cies de flora y fauna en peligro de extinción no solo al in-
terior del estado sino a largo del país.

Es cierto que el país cuenta con 60 áreas protegidas entre
parques nacionales, reservas de la biosfera, zonas desérti-
cas y selvas tropicales, pero también es cierto que existen
zonas que de igual forma son parte de un ecosistema abun-
dante como la huasteca potosina donde encontramos a la
Sierra del Abra Tanchipa una reserva de la biosfera de gran
importancia a nivel nacional, la cual en días pasados se vio
en peligro por las afectaciones de los incendios ocurridos.

En este sentido, es importante reafirmar la eficacia de las
políticas públicas para ampliar y profundizar la visión so-
cial existente acerca de los recursos forestales y el uso del
fuego.

El pasado 16 de marzo se registro el primer incendio sin
embargo y por cuestiones naturales, factores como el clima
que en dicha zona la temperatura asciende a más de 50 gra-
dos centígrados y vientos arriba de 60 kilómetros por hora,
fue imposible controlarlo ya que no existen las medidas
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preventivas adecuadas y no hay abastecimiento de equipo
necesario.

El fuego se había propago en 10 mil 923 hectáreas, asimis-
mo cabe señalar que, en lo que va del año la Comisión Na-
cional Forestal (Conafort) reporto que, se han registrado 3
mil 742 incendios forestales en las 32 entidades federati-
vas, que son 10 estados entre ellos San Luis Potosí con ma-
yor superficie afectada, que del 22 al 28 de marzo se vie-
ron afectadas un total de 24 mil 272 hectáreas el 93 por
ciento, correspondió pastizales, matorrales y arbustos2.

Si bien se sabe, México desde hace décadas ha venido des-
arrollando estrategias de prevención y control de incendios
forestales, sistematizada a través de la Coordinación Gene-
ral de Conservación y Restauración, Gerencia de Protec-
ción Contra Incendios Forestales y en cuya aplicación par-
ticipan instituciones de los tres órdenes de gobierno,
organismos civiles y voluntarios.

Que a través de la Semarnat y Comisión Nacional Forestal,
Conafor, esta última como coordinadora de la difusión y la
información herramientas clave para la prevención de este
desastre natural, considere prioritario informar a la socie-
dad medidas preventivas sobre las causas y acciones deri-
vadas de los incendios que se registran en el territorio, ya
que hasta el momento, del total de las hectáreas consumi-
das por incendios forestales registradas 50 por ciento per-
tenecen al estado en comento.

Simplemente el balance de daños en Ciudad Valles uno de
los cuatro municipios mayormente afectado los incendios
dejaron 3 mil 340 hectáreas de pastizales y 249 de cultivos
devastados por el fuego, además de 29 viviendas quema-
das. De hecho la Coordinación General de Protección Civil
de la Secretaría de Gobernación emitió una declaratoria de
Emergencia para los municipios de Ciudad Valles, Laguni-
llas, Santa Catarina y Tamazunchale y que partir de esta de-
claratoria, solicitada por el gobierno estatal, las autoridades
contarán con recursos para atender las necesidades alimen-
ticias, de abrigo y de salud de la población afectada.

Es por eso que acudimos a esta tribuna para solicitar su res-
paldo a la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta al titular del Ejecutivo federal y que
dadas las condiciones se vigile el cumplimiento de la de-

claratoria de emergencia y se brinde el apoyo necesario e
inmediato para atender a todas las familias afectadas que
perdieron sus bienes inmuebles, a través de Fonden.

Segundo. Se exhorta a los titulares de la Secretaría del Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales y de la Comisión Na-
cional Forestal para que a través de sus políticas públicas
se realicen las medidas y acciones preventivas necesarias
como la reforestación inmediata para combatir la proble-
mática ambiental respecto de los daños al ecosistema rela-
cionado con los incendios forestales en el estado de San
Luis y la huasteca potosina.

Tercero. Se exhorta a los titulares de la Secretaría del Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales y la Comisión Nacio-
nal Forestal a invertir mayores recursos en el combate a los
incendios forestales, principalmente al Programa Nacional
Forestal para San Luis Potosí porque el riesgo de incendios
forestales durante las temporadas de sequía aumenta.

Notas:

1 Fuente: Monografía del estado de San Luis Potosí, gobierno del es-
tado de San Luis Potosí, 2012, página 23.

2 Fuente: Reporte semanal de resultado de incendios forestales, del pri-
mero de enero al 28 de marzo 2013, Conafor, en linea http://www.co-
nafor.gob.mx/portal/, 3 de abril de 2013.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de abril de 2013.—
Diputada María Concepción Ramírez Diez Gutiérrez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen. 

FEMINICIDIO DE DARCY LOSADA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la PGJDF a integrar una averiguación previa sólida y con-
tundente que permita hacer justicia en el caso del feminici-
dio de Darcy Losada, a cargo del diputado Ricardo Mejía
Berdeja, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano

Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, integran-
tes de la LXII Legislatura del Congreso de la Unión y del
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Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 6, fracción I, 79,
numeral 2, fracción II, y 113 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, presentan ante esta honorable asamblea el
siguiente punto de acuerdo al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 25 de marzo, Darcy Losada, de 20 de años de
edad, en la Ciudad de México fue víctima de la forma más
extrema de violencia de género: el feminicidio, así como
sucede con muchos otros casos de mujeres asesinadas vio-
lentamente en todo el país.

Hacer justicia en un caso de feminicidio es fundamental
para atajar la impunidad con la que se puede matar, con to-
tal menosprecio por su vida, a una mujer.  Sólo con la ac-
tuación comprometida en atender de manera eficaz y opor-
tuna los casos de feminicidios por parte de las autoridades
involucradas en la procuración e impartición de justicia, es
que se logrará atajar este grave problema, signo de la des-
composición social que nos afecta hoy en día y el cual re-
presenta la forma más extrema de violencia hacia las mu-
jeres.

Darcy sabía desde finales del 2012 que su vida corría peli-
gro, fecha en la que terminó su noviazgo con Omar Ale-
jandro  Dueñas Zamora, de 22 años, a quien había conoci-
do en una heladería de la colonia Villa de Cortés, en la
delegación Benito Juárez, donde ella trabajaba para pagar
sus estudios, una vez hubiera ingresado a la carrera en di-
seño y comunicación visual en la Escuela Nacional de Ar-
tes Plásticas de la UNAM.

Como era costumbre, Darcy era la encargada de abrir y ce-
rrar el local, por lo que en una ocasión en la que “invitó a
Alejandro a pasar al local mientras preparaba el cierre. En
un descuido, ella perdió de vista la caja registradora y 13
mil pesos se extraviaron, con Alejandro como el único sos-
pechoso del robo.”

Tras el suceso, el dueño del local exigió denunciar a Ale-
jandro, así como la reposición del monto robado con tal de
no emprender acción legal en contra de Darcy, ella aceptó
y terminó la relación.

A partir de dicho acontecimiento, Alejandro comenzó a
amenazar a Darcy para que retirara la denuncia “y, para ha-
cerlo, todos los días ideaba una forma diferente para ame-

drentarla: un miércoles le decía que moriría de un disparo;
un jueves, ahorcada; un viernes, a golpes.”

Darcy, al verse amenazada retiró la denuncia, pero las inti-
midaciones por parte de Alejandro no cesaron, ahora esta-
ban encaminadas hacia la nueva relación que ella comen-
zaba, generando que la celotipia fuera una constante en los
mensajes que él le mandaba en donde dejaba muy claro que
“si no podía ser suya, no podía ser de alguien más. Darcy
vivía con temor esas amenazas que cada vez eran más con-
cretas en los cómo, cuándo y dónde la atacaría; mientras
tanto, la joven trabajaba casi exclusivamente para pagar la
deuda”.

Aproximadamente el 20 de marzo, Alejandro se comunicó
con Darcy “para decirle que la dejaría en paz y saldría de
su vida para siempre. Quería pedirle perdón y cubrir la
deuda. Él le dijo: ‘el 25 te voy a liquidar’ (según las decla-
raciones de la madre de Darcy).” 

Lo que nunca se supo fue que dicha frase no estaba referi-
da al dinero que se debía, sino que ese día Alejandro ter-
minaría con la vida de la joven.

El lunes 25, después de que Darcy cerrara el local y avisa-
ra a sus compañeras que se regresaría a casa con Alejandro,
nadie volvió a verla con vida; “a las 9 de la noche con 15
minutos del lunes, la madre de Darcy recibió una llamada
del celular de su hija (el cual se remarcaría con el forcejeo):
del otro lado de la línea, ella gritaba, sollozaba, se ahogaba
y suplicaba que pararan los golpes”.

A partir de ese momento, la familia comenzaría la búsque-
da de la joven y emprendería el recorrido por varias de-
pendencias de la Ciudad de México, en la Fiscalía Antise-
cuestros de la Procuraduría General de Justicia del Distrito
Federal (PGJDF) no recibió eco ya que nadie había pedido
por Darcy; “en la agencia 50 del Ministerio Público local,
le dijeron que debía ingresar primero un reporte de desapa-
rición; y en el Centro de Apoyo a Personas Extraviadas y
Ausentes (CAPEA) de la PGJDF le pidieron esperar para
reportarla como ausente, (lo cual aún no podía proceder
por las pocas horas transcurridas)”, pero tras insistir, se le-
vantó el reporte.

En la mañana del martes 26, la madre de Darcy acudió al
Servicio Médico Forense y pidió ver los restos de una mu-
jer que había presentado características similares a las de
su hija, y aunque decían que parecía de una mujer entre 30
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y 40 años, “le bastaron unos segundos para reconocer que
sí era su hija”. El certificado de defunción estipula que se-
gún el diagnóstico oficial, Darcy falleció a causa de poli-
contusiones y asfixia. 

Aunado a ello, la familia, al enterarse que Omar Alejandro
estaba utilizando la cuenta de Darcy en Facebook, comen-
zó una conversación con él, en la que sólo recibieron bur-
las, amenazas de muerte e insultos; donde presumía de te-
ner parientes en la política y por ello no le iban a poder
hacer nada.

“Cuando el presunto homicida se desconectó, (el padre de
Darcy) buscó en Facebook fotografías de Alejandro, creó
una imagen con ellas y las publicó en internet, pidiendo da-
tos sobre el presunto homicida y ayuda para capturarlo.”

“Por otro lado, Isabel llevó la conversación a la Procura-
duría local (en donde) un agente recibió el nombre del prin-
cipal sospechoso, dónde vive y la evidencia que había re-
cabado” para que dicha información ayudara a la
averiguación.

El pasado miércoles 3 de abril, el presunto asesino de
Darcy fue detenido en Tlalnepantla, estado de México, por
posesión de arma de fuego; según las autoridades el joven
también ha cometido diversos actos delictivos, en su ma-
yoría relacionados con el robo a transeúntes; Omar Alejan-
dro Dueñas Zamora se identificó con otro nombre y “estu-
vo a punto de evadir la acción de la justicia. Ya había sido
liberado por las reservas de ley por el Ministerio Público de
la Federación, ya que el delito que se le imputaba no era
grave”, sin embargo, minutos después fue aprehendido de
nueva cuenta.

Ante esto, y conociendo la forma en la que muchas veces
se carece de una real impartición de justicia, alzamos la
voz para que el asesinato de Darcy no quede impune y se
llegue hasta el fondo de las investigaciones; exigimos que
al igual que el caso de esta joven, sean investigados y cas-
tigados los feminicidios que lamentablemente ocurren con
mayor frecuencia a lo largo y ancho del país.

Así como se ha acuñado la expresión: cuando se golpea a
una se nos golpea a todas y todos, cuando se hace justicia
a una víctima de feminicidio se comienza a hacer justicia a
todas.

Por lo antes expuesto, presentamos a esta honorable asam-
blea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La honorable Cámara de Diputados exhorta a la
Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal a in-
tegrar una averiguación previa, sólida y contundente, que
permita hacer justicia en el caso de feminicidio de Darcy
Losada.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de abril de 2013.—
Diputado Ricardo Mejía Berdeja (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Equidad y Género, para dic-
tamen, con opinión de la Comisión Especial para cono-
cer y dar seguimiento puntual y exhaustivo a las acciones
que han emprendido las autoridades competentes en re-
lación a los feminicidios registrados en México. 

OFICINAS CONSULARES DE LOS ESTADOS 
UNIDOS DE AMERICA EN ACUÑA Y PIEDRAS 

NEGRAS, COAHUILA DE ZARAGOZA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a iniciar negociaciones por la SRE pa-
ra establecer oficinas consulares de Estados Unidos de
América en Acuña y Piedras Negras, Coahuila de Zarago-
za, a cargo de la diputada Irma Elizondo Ramírez, del Gru-
po Parlamentario del PRI

Irma Elizondo Ramírez, diputada del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional por Coahuila de
Zaragoza, con fundamento en el artículo 79, numerales 1,
fracción II, y 2, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, somete a consideración del pleno la presente proposi-
ción con punto de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Coahuila de Zaragoza es una de las entidades que en los úl-
timos años ha mostrado un flujo económico importante,
debido a las grandes plantas acereras, cerveceras, maquila-
doras y automotrices que hay en su territorio, así como a la
diversidad de individuos que se dedican a una actividad
económica en forma cotidiana, razón por la tienen que cru-
zar en reiteradamente la frontera que divide a Estados Uni-
dos de América y a México.
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De ese modo, Coahuila de Zaragoza, por ser una de las 6
entidades federativas que forman parte de la franja que co-
linda con Estados Unidos de América, tiene en Acuña y
Piedras Negras una zona fronteriza que enfrentan una serie
de problemáticas comunes que afecta a toda su población,
e incluso a la de otros municipios como los de Jiménez, Za-
ragoza, Villa Unión, Guerrero, Hidalgo, Nava, Morelos,
Allende, Sabinas, San Juan Sabinas, Progreso, Monclova,
Escobedo, Abasolo, Candela, Juárez y Castaños, muy cer-
canos a Nuevo León, sólo que causa especial interés en la
proponente, la consistente en la ausencia de una oficina
consular del vecino país del norte para que atienda de ma-
nera sencilla y pronta cada uno de los trámites correspon-
dientes con los coahuilenses de la región.

Esta problemática la enfrentan los individuos que por su ac-
tividad económica tienen que cruzar frecuentemente la fron-
tera entre los Estados Unidos de América y México, los cua-
les son habitantes de Acuña y Piedras Negras en su mayoría,
así como también, de aquellos municipios mencionados an-
teriormente, al tener que emprender el viaje hacia Nuevo La-
redo, Tamaulipas, o bien, a Monterrey, Nuevo León, que son
lugares en donde se encuentran las oficinas consulares que
corresponde a la región, para realizar trámites migratorios
que se requieran, lo cual acarrea pérdidas y la obstaculiza-
ción del flujo económico, incluso por varios días, debido a
que se deja de realizar dicha actividad económica y se ge-
neran gastos de traslado, de alimentación e incluso de hos-
pedaje para acudir ante dicha oficina consular fuera de Co-
ahuila de Zaragoza, sin contar el pago por realizar el
trámite por la obtención de la visa de internamiento.

Aunado a ello, los coahuilenses al realizar sus traslados ha-
cia Nuevo Laredo o a Monterrey generalmente lo hacen
por vía terrestre, lo cual resulta muy riesgoso actualmente,
ya que las carreteras y autopistas del norte del país, han si-
do tomadas por el crimen organizado, representando un
grave peligro para quien circula por ellas.

De ese modo, tal problemática ha sido considerada por los
respectivos presidentes municipales como una prioridad
que debe resolverse con la mayor brevedad, pues al tener
que realizar los coahuilenses de Acuña, Piedras Negras, Ji-
ménez, Zaragoza, Villa Unión, Guerrero, Hidalgo, Nava,
Morelos, Allende, Sabinas, San Juan Sabinas, Progreso,
Monclova, Escobedo, Abasolo, Candela, Juárez y Casta-
ños, recorridos hasta Nuevo Laredo o a Monterrey, se ge-
neran altos costos económicos, de tiempo y graves riesgos,
únicamente para realizar trámites que en su momento se re-

alizaron en Acuña y Piedras Negras, por lo que es necesa-
rio que se realicen las gestiones necesarias para establecer
una oficina consular en alguno de estos dos municipios,
que permita a los coahuilenses de la región realizar sus trá-
mites migratorios sin implementar grandes costos, de tiem-
po o de seguridad durante sus traslados a Nuevo Laredo o
a Monterrey, lugares en donde se encuentran las oficinas
consulares correspondientes a Coahuila de Zaragoza.

Ciertos instrumentos internacionales versan sobre el esta-
blecimiento de oficinas consulares. Al respecto, los artícu-
los 2 y 4 de la Convención de Viena sobre Relaciones Con-
sulares de 1963 dicen lo siguiente:

Artículo 2

1. El establecimiento de relaciones consulares entre Es-
tados se efectuará por consentimiento mutuo.

2. El consentimiento otorgado para el establecimiento
de relaciones diplomáticas entre dos Estados implicará,
salvo indicación en contrario, el consentimiento para el
establecimiento de relaciones consulares.

3. La ruptura de relaciones diplomáticas no entrañará,
ipso facto, la ruptura de relaciones consulares.

Artículo 4

1. No se podrá establecer una oficina consular en el te-
rritorio del Estado receptor sin su consentimiento.

2. La sede de la oficina consular, su clase y la circuns-
cripción consular, las fijará el Estado que envía y serán
aprobadas por el Estado receptor.

3. El Estado que envía no podrá modificar posterior-
mente la sede de la oficina consular, su clase, ni la cir-
cunscripción consular sin el consentimiento del Estado
receptor.

4. También se necesitará el consentimiento del Estado
receptor si un consulado general o un consulado desea
abrir un viceconsulado o una agencia consular en una
localidad diferente de aquélla en la que radica la misma
oficina consular.

5. No se podrá abrir fuera de la sede de la oficina con-
sular una dependencia que forme parte de aquélla, sin
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haber obtenido previamente el consentimiento expreso
del Estado receptor.

Sobre ese particular, el artículo 1 de la Convención sobre
Relaciones Consulares entre México y Estados Unidos de
América, de 1942, establece lo siguiente:

Artículo 1

1. Cada una alta parte contratante, funcionarios consu-
lares en aquellos de los puertos, poblaciones y ciudades,
en donde sea conveniente y que estén abiertos a los re-
presentantes de las altas partes contratantes, conviene en
recibir de la otra consulares de cualquier Estado extran-
jero…

Es importante mencionar que durante 1999 en Acuña, de-
bido a un fuerte impulso de la Cámara de Comercio, se lo-
gró que la Secretaría de Relaciones Exteriores realizara
gestiones con su homólogo estadounidense para establecer
en ese municipio, una oficina consular, lo cual sí se logró.
Sin embargo, fue poco el tiempo de duración, ya que 2000,
dicha oficina consular fue cerrada y desde entonces no se
ha vuelto a abrir una oficina de esta naturaleza en alguno
de los municipios que forman parte de tal franja fronteriza.

Esta problemática fue planteada desde la LXI Legislatura a
través de una proposición con punto de acuerdo, misma
que fue dictaminada en sentido positivo y aprobada ante el
pleno de la Cámara de Diputados el 6 de abril de 2010, sin
embargo, no tuvo mayor eco una vez que se exhortó al Eje-
cutivo Federal por medio de la Secretaria de Relaciones
Exteriores, para que iniciara negociaciones ante su homó-
logo para tal objetivo, por lo que es evidente la existencia
de dicha problemática al no existir una Oficina Consular en
la región fronteriza citada que haga frente a la demanda
que ha impuesto la población económicamente activa, pre-
sencia que es muy fuerte en dicha franja, debido a la exis-
tencia de plantas acereras, cerveceras, automotrices y ma-
quiladoras, así como por aquellos individuos que realizan
actividades económicas en forma independiente.

De establecerse una oficina consular en Acuña o Piedras
Negras, se traería un importante beneficio, no sólo para los
habitantes de los Municipios antes mencionados, sino tam-
bién para los de Jiménez, Zaragoza, Villa Unión, Guerrero,
Hidalgo, Nava, Morelos, Allende, Sabinas, San Juan Sabi-
nas, Progreso, Monclova, Escobedo, Abasolo, Candela,
Juárez y Castaños, así como para las plantas y maquilado-
ras que en la región se han establecido.

En este sentido, la proponente, consciente de la compleja
problemática que viven los coahuilenses que son habitan-
tes de los Municipios antes mencionados, quienes por no
contar con una oficina consular cerca de su domicilio para
realizar los trámites migratorios que requieran, les ha im-
plicado la realización de gastos económicos, de tiempo e
importantes riesgos en su integridad física, por lo que acu-
do a esta tribuna para solicitar su respaldo para la siguien-
te proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Que la Cámara de Diputados exhorte al Poder Eje-
cutivo federal para que por conducto de la Secretaría de
Relaciones Exteriores, dicte instrucciones a la Embajada
de México en los Estados Unidos de América, e inicie ne-
gociaciones con sus homólogos, con la finalidad de que se
establezcan oficinas consulares de los Estados Unidos de
América en Acuña y Piedras Negras, Coahuila de Zarago-
za; lo anterior, tomando como fundamento la Convención
sobre Relaciones Consulares entre México y Estados Uni-
dos de América, de 1942; y la Convención de Viena sobre
Relaciones Consulares, de 1963.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de abril de 2013.— Diputada Ir-
ma Elizondo Ramírez (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Relaciones Exte-
riores y de Asuntos Frontera Norte, para dictamen. 

REFORMA EDUCATIVA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a privilegiar el diálogo ante las mani-
festaciones realizadas sobre la reforma educativa en dife-
rentes zonas del país; y a los legisladores, a incluir en las
adecuaciones de la legislación secundaria en la materia las
propuestas recibidas de los grupos involucrados, a cargo
del diputado Ricardo Mejía Berdeja, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano

Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, diputados
integrantes de la LXII Legislatura del Congreso de la
Unión y del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6,
fracción I, 79, numeral 2, fracción II y 113 del Reglamen-
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to de la Cámara de Diputados, presentan ante esta honora-
ble asamblea el siguiente punto de acuerdo al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

La reforma constitucional en materia educativa, promulga-
da en el Diario Oficial de la Federación el pasado 26 de fe-
brero, adoleció de un elemento fundamental: la visión de
todos los sectores involucrados en la educación pública en
México, particularmente de maestras y maestros, así como
de las y los padres de familia, quienes viven día a día las
deficiencias del sistema educativo, que ha estado en el
abandono presupuestal o en medio de la corrupción impe-
rante promovida desde las altas esferas del poder.

La reforma educativa es el primer producto de la cúpula de
intereses políticos y económicos representada en el supre-
mo poder metaconstitucional llamado Pacto por México,
que por encima de los poderes legalmente constituidos, ha
pretendido imponer un proyecto educativo, con visión cen-
tralista, que viene a terminar por desmantelar la educación
pública en nuestro país.

Coincidiendo con el artículo de John Ackerman, publicado
en el periódico La Jornada, el pasado 1 de abril, la refor-
ma educativa no busca fortalecer la educación pública, ni
acabar con el corporativismo sindical, sino reconfigurar el
charrismo sindical en función de los intereses del nuevo
PRI en el gobierno.

Prueba evidente de lo anterior es el recibimiento por parte
del titular del Poder Ejecutivo, Enrique Peña Nieto, al nue-
vo líder del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Edu-
cación, Juan Díaz, con todos los usos del viejo sistema, con
lo que se confirma que más allá de la utilización mediática
del encarcelamiento de la exlíder del SNTE, Elba Esther
Gordillo, la alianza de complicidades se mantiene intoca-
da. Sólo cambiaron los personajes, los contubernios son los
mismos.

Lo dijimos en la tribuna, en cada una de las reservas que
las y los diputados de Movimiento Ciudadano presenta-
mos, la reforma educativa debía ser puesta a consulta, es-
cuchar las voces de los maestros y maestras, de los espe-
cialistas, de los profesionistas, de los padres de familia, de
los académicos y pedagogos, debía incluir la diversidad
cultural y pluriétnica que conforma a nuestro país, consi-
derar las condiciones de infraestructura que se requieren

para garantizar la calidad y gratuidad de la educación pú-
blica, nos opusimos al establecimiento de la legalización
del cobro de cuotas escolares previsto en el artículo quinto
transitorio, fracción III, inciso A) de la reforma constitu-
cional, y exigimos revisar las necesidades que condicionan
el acceso y permanencia de las niñas y niños al sistema
educativo.

Fuimos claros al afirmar que para que haya educación de
calidad, no hacen falta solamente maestros y maestras ca-
pacitados y actualizados en las nuevas metodologías de la
enseñanza, hace falta también que tengan las herramientas
técnicas y la infraestructura para emplearlas.

Cómo hablar de educación de calidad, cuando en las mis-
mas ciudades –ya de las comunidades rurales ni ahonda-
mos– las escuelas carecen de techo y piso, que en condi-
ciones climatológicas extremas como las que se viven en
algunos estados, son necesidades básicas. Cómo hablar de
calidad cuando las escuelas carecen de materiales educati-
vos elementales para impartir clases, y las madres o padres
de familia tienen que hacer esfuerzos por solventar esas ne-
cesidades, pero en los casos en que no les es posible se po-
ne en entredicho la permanencia de sus hijos en el sistema
educativo.

Propusimos que la reforma educativa debía considerar un
sistema de evaluación al magisterio que considerara las di-
ferentes habilidades y capacidades que deben desarrollar
derivadas de su trabajo en los diferentes niveles educati-
vos, así como en las diversas zonas y regiones del país, la
reforma educativa debía incentivar el trabajo de las maes-
tras y maestros, y velar por sus derechos laborales; las au-
toridades que se deberían elegir para la evaluación debían
tener un perfil de experiencia en la materia, y no responder
a cuotas partidistas o ligadas al control sindical.

Sin embargo, así como no escucharon ninguna de las re-
servas que se presentaron a la reforma, menos intentaron
escuchar a las diferentes voces que hay sobre el tema.

La reforma educativa no podía venir de una visión centra-
lista, que desconoce las diferentes realidades regionales y
los problemas históricos y estructurales del sector educati-
vo, elaborada desde el escritorio de algún funcionario a
sueldo del Pacto por México, ni imponerse por la vía de la
sumisión parlamentaria, convirtiendo a la Cámara de Di-
putados y en general al Congreso de la Unión en una mera
oficialía de partes del Ejecutivo.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 9 de abril de 2013 / Anexo II77



Ahora vivimos las consecuencias de la cerrazón política
para debatir, para hacer las cosas bien. El Pacto por Méxi-
co es una camisa de fuerza autoritaria que ahoga la vida de
la república y la pluralidad del país.

Las manifestaciones de maestras y maestros, principal-
mente en los estados de Guerrero, Oaxaca, Michoacán y
Chiapas, responden a la necesidad de buscar caminos para
ser escuchados, llegando en su desesperación a vías extre-
mas con las que no coincidimos cuando afectan a terceros,
pero que entendemos surgen de la impotencia frente a la
negativa a abrir alternativas de diálogo. La represión a esas
manifestaciones por parte del gobierno federal responde a
la reprobable regresión autoritaria y a la involución políti-
ca que se vive en el país.

Hemos visto en los últimos días una escalada de violencia
ante la intransigencia política de escuchar a otras voces, las
manifestaciones han ido adquiriendo otros niveles, ante a
los oídos sordos que han respondido con el uso de la fuer-
za para imponer su visión única, centralista. Algunos me-
dios han sido el conducto para la criminalización pública
de la protesta, así como lo son para la legitimación del go-
bierno. Pero el descontento y malestar se ha ido generali-
zando, al ver en los hechos que nada cambia y si cambia no
es para bien.

Los profesores que forman parte de la Coordinadora Na-
cional de Trabajadores de la Educación se han forjado en
las luchas sindicales para el reconocimiento de sus dere-
chos laborales, y por el fortalecimiento de la educación en
México y no han sido pocas las batallas que han tenido que
dar. Esta sin duda, es una de las batallas más trascendenta-
les que están dispuestos a dar, y es preciso abrir los cana-
les de diálogo y negociación política que conduzcan a los
acuerdos necesarios que nos conduzcan a la reforma edu-
cativa que realmente México demanda.

Ante las condiciones que privan a raíz de la reforma cons-
titucional en materia educativa, consideramos pertinente
hacer un llamado al Ejecutivo federal a entender este en-
torno, y abrir esos canales de diálogo antes del uso de la
fuerza pública.

Aunque no es la vía idónea, pues en la Constitución deben
estar plasmados los principios rectores de la educación en
México, la legislación secundaria en esta materia abre una
oportunidad para reconducir el proceso legislativo y consi-
derar las visiones que han sido excluidas hasta ahora en la
reforma educativa.

Así como a los legisladores, compañeros de esta legislatu-
ra, les exhortarlos a asumir el papel que como representan-
tes de la ciudadanía tenemos, antes que de partidos o de in-
tereses particulares, para desarrollar nuestro quehacer
legislativo y parlamentario de cara a la ciudadanía y escu-
chando las voces de todas aquellas personas que tienen un
interés legítimo en que la educación sea realmente el mo-
tor de desarrollo en nuestro país.

Por lo anteriormente expuesto presentamos a esta asamblea
la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados exhorta al Ejecutivo fe-
deral a privilegiar el diálogo ante las manifestaciones rea-
lizadas en relación con la reforma educativa en diferentes
zonas del país y evitar la represión en contra de los movi-
mientos sociales.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta a las diputadas
y diputados integrantes de la Comisión de Educación Pú-
blica y Servicios Educativos a iniciar un proceso amplio de
consulta a todos los sectores involucrados en la educación
pública a fin de incluir sus propuestas en la reforma a le-
gislación secundaria en la materia.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de abril de 2013.— Diputado
Ricardo Mejía Berdeja (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, para dictamen. 

CERVECERIA GRUPO MODELO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la STPS a investigar las causas de la muerte de siete traba-
jadores en la cervecería Grupo Modelo, en Miguel Hidal-
go, Distrito Federal, a cargo del diputado Trinidad Morales
Vargas, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito diputado Trinidad Morales Vargas, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática, con fundamento en los artículos 6, numeral 1,
fracción I, artículo 79, numeral 2, fracciones III y VI, del
Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable
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Congreso de la Unión, presenta a esta soberanía con el ca-
rácter de urgente u obvia resolución, la siguiente proposi-
ción con punto de acuerdo, con base en las siguientes

Consideraciones

A partir de la muerte de 65 mineros en la Mina Pasta de
Conchos el 19 de febrero de 2006, se ha desatado en el pa-
ís, una injusta y cada vez más frecuente muerte colectiva
de trabajadores. Las mayoría de las cuáles ha tenido lugar
en grandes empresas, que tenían los recursos necesarios
para prevenir estos riesgos de trabajo: PEMEX, Coppel,
mineras y ahora, 7 trabajadores pierden la vida en la cer-
vecera Grupo Modelo.

Todos estos dolorosos y condenables hechos, devienen ya
no de una casualidad persistente, sino de la desregulación
del Estado Mexicano en materia de seguridad e higiene,
que tiene su primer antecedente en la NOM-19 sobre la
materia publicada el 22 de octubre de 1997, y que entre
otras medidas, suprimía la obligación patronal de inscribir
ante la Secretaría del Trabajo a las Comisiones de Seguri-
dad e Higiene, abriendo de par en par el incumplimiento de
los patrones, poniendo en riesgo permanente la vida y sa-
lud de los trabajadores. 

A esto sumemos el poco número de inspectores, su baja ca-
pacitación, la insuficiencia de recursos materiales para que
cumplan con su tarea, la ineficiencia de la Dirección Ge-
neral  de Inspección del Trabajo y la Dirección General de
Seguridad y Salud en el Trabajo. Basta ver que la Audito-
ría Superior de la Federación, en el marco de la cuenta pú-
blica 2011, emitió dictamen negativo sobre las acciones re-
alizadas por la Secretaría del Trabajo en materia de
inspección y verificación sobre seguridad en las minas sub-
terráneas de carbón, pese a las terribles tragedias que se
han dado en estas minas. Como si esto fuera poco, la Re-
forma Laboral reciente, suprime la facultad de la Secreta-
ría del Trabajo para clausurar las empresas que no adopten
las medidas necesarias que les sean indicadas por esta De-
pendencia para la prevención de los riesgos de trabajo.

Por tanto, ya no basta con guardar minutos de silencio pa-
ra los trabajadores que pierdan la vida, lo que se necesita es
que el Estado mexicano deje de renunciar a su obligación
de regular y vigilar con firmeza el cumplimiento patronal
en materia de seguridad e higiene, especialmente respecto
a las grandes empresas que abusan de su poder fáctico, lo
que debe llevar, además de hacer una revisión completa de

la legislación en la materia, a que la Secretaría del Trabajo
reestructure de forma completa a sus dos Direcciones antes
referidas, por otra parte la Cámara de Diputados debe des-
tinar los recursos presupuestales suficientes para que exis-
ta el número de inspectores necesarios conforme a los pa-
rámetros definidos por la OIT, además de darles la debida
capacitación y dotarlos de los elementos necesarios, debe
igualmente haber una mejor coordinación en la materia con
los gobiernos locales y, se debe proceder a la ratificación
de varios Convenios de la OIT que tienen disposiciones
que harían avanzar la tutela a favor de la prevención de los
riesgos de trabajo.

En suma, debe haber cero tolerancia con el cumplimiento
de las normas mínimas que tutela la vida y salud de los tra-
bajadores. No es posible que en tanto los patrones recogen
las utilidades, los familiares recojan a sus muertos y derra-
men las lágrimas. Es un exceso de flexibilización en mate-
ria de seguridad e higiene el estado actual de las cosas y,
sobre todo cuando la  impunidad domina en este campo.
Los poderes fácticos no pueden estar sobre la letra de la ley
y la vida de los trabajadores.

Por todo lo expuesto y fundado someto a la consideración
de esta soberanía con el carácter de urgente u obvia resolu-
ción, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Secretaría del Trabajo y Previsión
Social a investigar a profundidad las causas de la muerte de
7 trabajadores en la cervecería Grupo Modelo, localizada
en la delegación Miguel Hidalgo, Distrito Federal, con el
objeto de deslindar responsabilidades y tomar las medidas
correctivas en sus atribuciones en materias de inspeccionar
en el trabajo y  seguridad e higiene, para prevenir la inad-
misible  muerte colectiva, cada vez más frecuente de tra-
bajadores, haciendo públicos sus resultados en un máximo
30 días hábiles.

Segundo. Se exhorta a la Comisión de Trabajo y Previsión
Social de esta Cámara de Diputados, para que constituya
una subcomisión para que determine las reformas integra-
les que se hagan necesarias en materia de inspección y de
seguridad e higiene en los centros de trabajo para prevenir
este tipo de tragedias.

Tercero. Asimismo se exhorta a la Secretaría del Trabajo y
Previsión Social y al Instituto Mexicano del Seguro Social,
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para que en forma coordinada, den todo el apoyo que se re-
quiera a los deudos y se respeten puntual y oportunamente
sus derechos, incluyendo a los trabajadores que laboraban
en el marco de la subcontratación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de abril de 2013.— Diputado
Trinidad Morales Vargas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen. 

CUERPOS DE AGUA Y SISTEMAS 
HIDRICOS TRANSFRONTERIZOS 

REFERENTES AL RIO USUMACINTA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SRE a iniciar negociaciones bilaterales para establecer
un instrumento internacional entre los Estados Unidos Me-
xicanos y el gobierno de Guatemala sobre la regulación y
cooperación regionales en materia de cuerpos de agua y
sistemas hídricos transfronterizos referentes al río Usuma-
cinta, a cargo de la diputada Nelly del Carmen Vargas Pé-
rez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Nelly del Carmen Vargas Pérez, integrante de la LXII Le-
gislatura del Congreso de la Unión y del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 6, fracción I, 79, numeral 2, fracción
II, y 113 del Reglamento de la Cámara de Diputados, pre-
senta ante esta honorable asamblea el siguiente punto de
acuerdo de urgente u obvia resolución al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

El agua dulce es el recurso natural más elemental para la
vida humana. Sin embargo, la mayor parte del tiempo no
somos consientes de que este recurso es finito y no tiene
sustituto alguno. 

El agua es vital para el sostenimiento y equilibrio de la vi-
da, el medio ambiente y sin ninguna duda, para el desarro-
llo social  y económico.

Los cuerpos de agua adquieren su status transfronterizo
cuando atraviesan límites internacionalmente establecidos
entre territorios de dos o más países. 

Los sistemas hidrográficos son aquellos en que las aguas
abarcan un río principal desde su nacimiento hasta su des-
embocadura; a esto último hacemos puntual referencia al
Río Usumacinta, el cual tiene la característica de que lo
compartimos con nuestro vecino país de Guatemala.

El majestuoso Río Usumacinta, es el sexto río más largo de
Latinoamérica proveniente de las partes altas de El Quiché
en la Republica hermana de Guatemala. Avanza con gran
cauce hacia el sureste de nuestro país adentrándose en el
estado de Tabasco en donde hace vínculo con otro gran río
que es el Grijalva. Finalmente, este desemboca en el Golfo
de México y cuenta en su totalidad con una longitud de mil
100 kilómetros de largo. Es considerado uno de los ríos
más caudalosos con los que contamos, llevando consigo
una descarga de unos aproximados 150 mil litros por se-
gundo.

Las normas de Helsinki de 1966, definen concretamente en
su artículo II, las cuencas hidrológicas internacionales co-
mo zonas geográficas que se extienden por territorios de
dos o más estados demarcadas por líneas divisorias de los
sistemas hidrográficos de aguas superficiales que tienden a
fluir hacia sus salidas. Consecuentemente, el río Usuma-
cinta hace parte de un sistema de carácter internacional
donde también gracias a su composición territorial, funge
como delimitación fronteriza entre nuestro país y Guate-
mala.

Este sistema hidrográfico el cual compartimos, a pesar de
ser una bendición natural, también como ya todos sabemos
representa un peligro heredado de las alteraciones prove-
nientes de la mano del hombre. 

Repercusiones consecuentes y catastróficas se han presen-
tado para la parte mexicana en el estado de Tabasco, en
donde creemos que las constantes inundaciones entre otras
consecuencias, podrían apaciguarse revirtiendo la ausencia
de un marco regulatorio y de control administrativo con-
junto.

Es importante contar con obligaciones y normas legales pa-
ra la organización, manejo y protección de los sistemas hi-
drográficos el cual geográficamente compartimos con otro
Estado-Nación para manejar adecuadamente las necesida-
des y prioridades que otorguen su uso con los principios
generales del derecho internacional, que apliquen para este
tema.

Con base en lo anteriormente expuesto proponemos
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Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Secretaría de Relaciones Exteriores
(SRE) iniciar negociaciones bilaterales para la construc-
ción de un instrumento internacional entre los Estados Uni-
dos Mexicanos y el gobierno de la República de Guatema-
la para la regulación y cooperación regional en materia de
cuerpos de agua y sistemas hídricos transfronterizos refe-
rentes al río Usumacinta.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de abril de 2013.—
Diputada Nelly del Carmen Vargas Pérez (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Relaciones Exte-
riores y de Asuntos Frontera Sur-Sureste, para dicta-
men. 

HOSPITAL CENTRAL DOCTOR 
IGNACIO MORONES PRIETO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a emitir el decreto correspondiente pa-
ra que el hospital central Doctor Ignacio Morones Prieto,
de San Luis Potosí, sea reconocido y clasificado como re-
gional de alta especialidad, a cargo del diputado Jorge Te-
rán Juárez y suscrita por integrantes del Grupo Parlamen-
tario del PRI

Los que suscriben, diputados del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional de la LXII Legislatu-
ra, Jorge Terán Juárez, Esther Angélica Martínez Cárdenas,
María Rebeca Terán Guevara, José Everardo Nava Gómez,
óscar Bautista Villegas, Mirna Hernández Morales, Adolfo
Bonilla Gómez, Enrique Cárdenas del Avellano, María
Concepción Navarrete Vital, Abel Octavio Salgado Peña y
del Partido Acción Nacional: María Concepción Ramírez
Diez Gutiérrez, Enrique Alejandro Flores Flores, Xavier
Azuara Zúñiga y Felipe de Jesús Almaguer Torres, con fun-
damento en el artículo 79, numeral 1, fracción II, y nume-
ral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten
a consideración de esta honorable asamblea, proposición
con punto de acuerdo con carácter de urgente resolución,
bajo las siguientes

Consideraciones

Antecedentes

Existen diversos antecedentes legislativos, que datan desde
la LIX Legislatura, encaminados a dotar al Hospital Cen-
tral Doctor Ignacio Morones Prieto de San Luis Potosí, el
carácter de Centro Regional de Alta Especialidad.

El 10 de marzo de 2011, se turnó a la Comisión de Salud
de la H. Cámara de Diputados, Proposición con Punto de
Acuerdo, por la que se exhorta al Ejecutivo Federal a fin de
que emita un Decreto para la creación del Hospital Regio-
nal de Alta Especialidad como organismo descentralizado
de la Administración Pública Federal, Sectorizado a la Se-
cretaría de Salud, presentada por la diputada Delia Guerre-
ro Coronado. 

El 8 de noviembre de 2011 la Junta de Coordinación Polí-
tica de la Cámara de Diputados, votó por unanimidad el
Acuerdo para exhortar respetuosamente al titular del Poder
Ejecutivo Federal a crear, mediante decreto, el Hospital
Regional de Alta Especialidad “Doctor Ignacio Morones
Prieto” en el Estado de San Luis Potosí, como organismo
descentralizado de la Administración Pública Federal, sec-
torizado a la Secretaría.

El 5 de noviembre del año 2012, los Senadores César Pe-
droza Gaitán; Maki Ortiz Domínguez y Sonia Mendoza Dí-
az del PAN, así como el senador Teófilo Torres Corzo del
PRI, presentaron Proposición con Punto de Acuerdo para
Exhortar a la Secretaría de Salud a reconocer el Hospital
Central como Centro Regional de Alta Especialidad y a la
Cámara de Diputados para asignar en el PEF 2013 los re-
cursos necesarios acordes con la naturaleza y funciones
que realiza el hospital.

En esa misma fecha, el honorable Congreso del estado de
San Luis Potosí exhortó respetuosamente al titular del Po-
der Ejecutivo del estado, para que realizara las gestiones
necesarias ante la Secretaría de Salud del Gobierno de la
República, para la consecución del objeto en comento.

El 8 de noviembre del año en curso, la Sexagésima Legis-
latura Constitucional del Estado de San Luis Potosí, apro-
bó por unanimidad en sesión ordinaria del día de la fecha,
Punto de Acuerdo, que exhorta a la Cámara de Diputados
para que en el Presupuesto de Egresos del Ejercicio 2013,
se prevean recursos que permitan al Ejecutivo Federal de-
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cretar al Hospital Regional de Alta Especialidad “Doctor
Ignacio Morones Prieto” del Estado de San Luis Potosí, co-
mo organismo público descentralizado de la administra-
ción pública federal. Dicho Acuerdo, se remitió a la Cáma-
ra de Diputados y fue publicado el 14 de Noviembre en
Gaceta Parlamentaria.

Finalmente, el Ejecutivo del estado de San Luis Potosí, en-
cabezado por el doctor Fernando Toranzo Fernández, ha re-
alizado adicionalmente diversas gestiones para hacer posi-
ble el establecimiento del Centro Regional de Alta
Especialidad.

Consideraciones

1. El Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto se ha
caracterizado por ofrecer atención a todo tipo de población
que llega a pedir un servicio médico e históricamente ha si-
do el centro de referencia de los estados circunvecinos co-
mo son Zacatecas, Guanajuato, Jalisco, Hidalgo y Tamau-
lipas.

2. En el año 2011, por consulta externa se atendieron como
pacientes de primera vez, al 2.35% de los usuarios que so-
licitaron este servicio y que provenían de otros estados. En
Urgencias y bajo el mismo criterio, se atendió el 3.23% de
pacientes de otros estados y finalmente en Servicios de
Hospitalización se ofrecieron servicios médicos al 4.07%.
Esto nos da un total de 9.65% de atenciones brindadas a
otras entidades federativas.

Los pacientes proceden principalmente de entidades fede-
rativas como Zacatecas, Guanajuato, Jalisco, Hidalgo, Ta-
maulipas, Nuevo León, entre otras.

3. Se realizó un análisis de los egresos hospitalarios repor-
tados en el SAEH en el periodo 2011 y de enero a agosto
del 2012, ya que estas representan el mayor costo para la
institución y muchas de ellas no son cubiertas por el IMSS,
ISSSTE o el Sistema de Protección Social en Salud por di-
ferentes razones.1

4. En el año 2011 se egresaron 17,594 pacientes de los cua-
les 717 eran de otros estados de la República Mexicana, lo
que representa el 4.07% del total de egresos.

5. El costo de las atenciones otorgadas durante el 2011 a los
pacientes de otras entidades federativas fue de ................
$ 27,351,922.44 y en el 2012, hasta agosto, se lleva gasta-

do $14,406,325.76 lo que nos da un gran total de..............
$ 41,758,248.20. 

5. A mayor abundamiento es menester destacar que:

– La asignación presupuestal federal para el año 2012
fue de $ 156,801,580.87 (ciento cincuenta y seis millo-
nes ochocientos un mil quinientos ochenta pesos 87/100
M.N.) y que procede de FASSA.

– El hospital de referencia es de los últimos lugares en
presupuesto ya que este llega vía los Servicios de Salud
de San Luis Potosí y no directamente de la Federación
como para los Hospitales Regionales de Alta Especiali-
dad, tal y como se muestra en el siguiente cuadro.
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Es necesario hacer notar que el hospital central como pres-
tador de servicios de especialidad comparado con los di-
versos hospitales de su tipo en el país, recibe 3.5 veces me-
nos presupuesto por cama censable, respecto al Hospital
Regional de Alta Especialidad de Yucatán, mientras que
14.4 veces menos respecto al presupuesto por cama censa-
ble asignado para el Centro Regional de Alta Especialidad
de Chiapas, por mencionar sólo algunos estados.

Aproximadamente, el presupuesto federal requerido para
operar de manera óptima se calcula en $752,000,000.00
(setecientos cincuenta y dos millones de pesos) lo que cu-
briría el capítulo 1000, 2000 y 3000. Para su funciona-
miento adecuado se requiere al menos 2.8 mdp anuales por
cada una de las 269 camas censables. 

Los principales argumentos para solicitar su conversión a
hospital de tercer nivel (Hospital Regional de Alta Espe-
cialidad), se pueden sintetizar en:

– El Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto
cuenta con personalidad jurídica y patrimonio propios,
que tienen como objeto la investigación científica en el
campo de la salud, formación y capacitación de recursos
humanos calificados, prestación de servicios de aten-
ción médica de alta especialidad y cuyo ámbito de ac-
ción comprende el territorio nacional.

– El hospital cumple con todos y cada uno de los requi-
sitos establecidos en la Ley de Institutos Nacionales de
Salud publicada en el DOF el 26 de mayo de 2000 y pa-
ra la creación del ente descentralizado de la administra-
ción pública federal.

– Reúne los requisitos tanto para formalizar al Hospital
como Instituto Nacional como para convertirse en Hos-
pital Regional de Alta Especialidad.

Con el objeto de clarificar y con los fines expositivos del
presente documento, a continuación se exponen a detalle
en diferentes cuadros, el cumplimiento de los requisitos es-
tablecidos en la Ley de Institutos Nacionales de Salud pu-
blicada en el Diario Oficial de la Federación el 26 de ma-
yo de 2000 y para la creación del ente descentralizado de
la administración pública federal.
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Bajo el anterior orden de ideas, es menester señalar que el
Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto inaugura-
do en 1946, es el único que proporciona atención a pobla-
ción abierta. Actualmente ofrece 76 especialidades médi-
cas, otorga más de 1,500,000 atenciones por año, es campo
clínico para 5 carreras universitarias y 19 posgrados, con-
siderado un centro regional formador de recursos humanos
para la salud y de investigación.

Su principal política es el “cero rechazo” a pacientes. Da
servicio como Hospital regional, ya que en el año 2011
egresaron 17,594 pacientes de los cuales 717 eran de otros
estados (Zacatecas, Guanajuato, Jalisco, Hidalgo y Tamau-
lipas), lo que representa el 4.07% del total.

Además, vale dejar en claro que el Hospital ha sido acredi-
tado para la atención en servicios de Alta Especialidad por
la Subsecretaría de Innovación y Calidad y el Comité de
Acreditación, como prestador de servicios al Sistema de

Protección Social en Salud, en las siguientes patologías:
neonatología, VIH—-Sida, cáncer cervicouterino, catarata,
leucemia linfoblástica aguda, cáncer en adolescentes, cán-
cer testicular, linfoma, hemofilia, enfermedades lisosoma-
les, cáncer de glándula mamaria, cáncer de próstata y tras-
plante de cornea.

A lo anterior, es preciso agregar que el Hospital Central
cuenta con el Programa de Posgrado de Residencias Médi-
cas en dónde ofrece 12 especialidades médico quirúrgicas
y 7 subespecialidades, dentro de estas últimas ofrece for-
mación académica en geriatría, neonatología, neurología
adultos, neurología pediátrica, reumatología, nefrología y
cardiología.

Actualmente cuenta con una capacidad de 269 camas cen-
sables y 137 no censables. En 2011 egresaron 17,400 pa-
cientes, siendo su porcentaje de ocupación superior al 93%.
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No omitimos que este hospital ha recibido el reconoci-
miento federal del 1er. Lugar Nacional en Donación Cada-
vérica de Órganos. De enero a septiembre 2012 se han re-
alizado 55 trasplantes de riñón, 11 de hígado y 33 de
cornea.

Actualmente cuenta con nuevos servicios clínicos como
son el Centro de Información y Atención Toxicológica en
el Servicio de Urgencias, Genética Clínica, Unidad de
Diagnóstico y Tratamiento Avanzado en Oftalmología,
Plasmaféresis y Plaquetoféresis, Cirugía Bariátrica, Reso-
nancia Magnética y Trasplante de Hígado.

A pesar de lo anterior, el Hospital Central tiene dificultades
financieras y presenta una creciente demanda asistencial,
dada la alta responsabilidad institucional de atender a la
población sin seguridad social, aproximadamente 1.45 mi-
llones de personas. El presupuesto federal asignado, no ha
aumentado conforme a la vocación y política del Hospital de
“cero rechazos y atención a población abierta”, anualmente
exenta de pago en aproximadamente 105 mdp anuales. 

En conclusión, el hospital central es una institución de asis-
tencia regional que atiende a población sin seguridad social
con una política fundamental de “cero rechazos”; es un
centro regional formador de recursos humanos para la sa-
lud y la investigación, que requiere de inversión para mo-
dernizar infraestructura y equipo, con el objetivo de satis-
facer la creciente demanda de servicios complejos de la
comunidad, con calidad y seguridad.

Es ineludible la necesidad de contar con un presupuesto
acorde al grado de especialidad y complejidad de las aten-
ciones que otorga, y desde luego un presupuesto acorde a
las demandas y derechos de los ciudadanos. 

En virtud de lo antes expuesto, someto a consideración del
Pleno de esta Asamblea, la presente proposición, de urgen-
te u obvia resolución, con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente al Ejecutivo federal a
emitir el decreto correspondiente, a efecto de que el Hos-
pital Central Doctor Ignacio Morones Prieto de San Luis
Potosí, por virtud de sus características y servicios, sea reco-
nocido y clasificado como “hospital regional de alta espe-
cialidad”, dando con ello respuesta a una reiterada y legíti-
ma demanda tanto de la entidad como de de los usuarios,

pertenecientes a los estados circunvecinos como Zacatecas,
Guanajuato, Jalisco, Hidalgo y Tamaulipas.

Nota:

1 Cabe hacer mención que los datos estadísticos del 2012 son concor-
dantes con lo presentado el 2011, por lo que con fines demostrativos,
sólo se menciona ese año.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de abril de 2013.—
Diputados: Jorge Terán Juárez, Esther Angélica Martínez Cárdenas,
Felipe de Jesús Almaguer Torres (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.
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